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(Sin corregir) 


PRESIDEN: Señores Representantes José Bayardi (Presidente), Felipe Michelini y Pablo Iturralde 
Viñas (ad-hoc). 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Borsari Brenna, Fitzgerald Cantero Piali, Gustavo 
Cersósimo, Sandra Lazo, Daisy Tourné y Jorge Zás Fernández. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Gustavo A. Espinosa e Iván Posada. 


ASISTEN: Señores Representantes Alfredo Asti, Julio Bango, Ricardo Berois Quinteros, Daniel 
Cagglani, Alberto Casas, María Elena Laurnaga, Yerú Pardiñas, Pablo Pérez González, 
Mario Silvera y Jaime Mario Trobo. 


INVITADOS: Por el Congreso Nacional de Ediles, señores Roberto Saravia, Presidente; Martín Varela, 
Tesorero; Luis Ciganda, Coordinador Partido Nacional y Luis Alberto Montero, Presidente 
de la Junta Departamental de Soriano. 


Por la Cátedra de Derecho Administrativo de la Universidad de la República, profesor 
doctor Augusto Durán Martínez. 


Profesor doctor Juan P. Cajarville. 
Por la Secretaría de la Presidencia de la República, doctor Rodolfo Perdomo. 
Por el Ministerio de Economía y Finanzas, profesor Pedro Apezteguía, Director General. 


Por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, economista Gabriel Frugoni, Director y 
contador Enrique Cabrera, Coordinador del Área de Políticas Territoriales. 

SEÑOR SECRETARIO.- Corresponde designar Presidente Ad Hoc. 

SEÑOR ZÁS FERNÁNDEZ.- Propongo al señor Diputado Michelini. 

SEÑOR SECRETARIO.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Tres en cuatro: AFIRMATIVA. 


SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (Michelini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 9 y 20) 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración da la bienvenida a la 
delegación del Congreso Nacional de Ediles, integrada por el Presidente señor Roberto Saravia; el Tesorero, 
señor Martín Varela; el coordinador del Partido Nacional, señor Luis Ciganda, y el Presidente de la Junta 
Departamental de Soriano, señor Luis Alberto Montero. 


Informo que el Presidente de la Comisión, Diputado Bayardi, está por llegar. 


Les hago saber también que fueron invitados los integrantes de la Comisión Especial con Fines Legislativos 
de Asuntos Municipales y Descentralización y algunos de ellos ya se encuentran en Sala. 


Esta delegación fue convocada a efectos de dar su opinión acerca del proyecto relativo a "Sistema único de 
cobro de ingresos vehiculares y sistemas de alumbrado público departamentales. (Normas)", que figura en la 
Carpeta N” 1148/11. Les recordamos que es un proyecto de ley con declaratoria de urgente consideración. 


SEÑOR SARAVIA.- Muy buenos días a los integrantes de ambas Comisiones. Para nosotros es un 
honor estar aquí, fundamentalmente, para tratar un tema que nos ocupa a todos a lo largo y ancho del 
país. 


Nuestro propósito en este caso es, sobre todo, escuchar, porque recién en estos días nos hicimos de este 
proyecto que, por supuesto, todavía no se ha discutido en las Juntas Departamentales. Estamos a la espera de 
lo que se trate en ambas Cámaras y permanecemos atentos al plazo que el Presidente dio a los Intendentes 
para presentar modificaciones. 


Reitero que es un gusto estar aquí para escucharlos e intercambiar opiniones sobre este tema que es más que 
importante. 


SEÑOR VARELA.- Es de rigor agradecer a las Comisiones que nos están recibiendo. 


La Mesa se conformó el fin de semana pasado y, por lo tanto como decía el compañero Edil Saravia, recién 
estamos asumiendo, y a nivel de Congreso todavía no tenemos una posición única, como tampoco la hay a 
nivel político partidario. De todos modos, creemos que es imprescindible hacer algunas puntualizaciones 
sobre este tema. 


La patente única no solo nos preocupa, sino que nos ocupa. Al día de hoy es una obligación política y moral 
del sistema político encontrar una solución definitiva. Creemos que esta situación que se ha generado en el 
país a lo largo de cincuenta años tiene un comienzo en el período del Presidente Mujica. El Congreso de 
Intendentes ha llegado a algunas puntualizaciones de acuerdo. Según trascendidos de prensa hay algunas 
puntualizaciones y discrepancias por parte de algunos señores Intendentes. Entre todos tendremos que llegar 
a un acuerdo. Así está compuesto el sistema político y debemos alcanzar un acuerdo entre las partes para 
lograr lo mejor para la ciudadanía. Respecto a violentar la autonomía municipal creemos que se puede 
solucionar, y para eso se le debe dar participación a las Juntas Departamentales y no que solo sea un simple 
comunicado. 


Cuando se planteó este proyecto de ley se hizo con el ánimo y el espíritu de llegar a acuerdos. Entendemos 
que se puede lograr un acuerdo con el MIÉIS. Esta es una discusión que no solo compete al Parlamento sino 
a cada una de nuestras Juntas Departamentales, y será uno de los temas que abarcará el Congreso de Ediles 
en las próximas reuniones, que serán los días 11, 12 y 13 de noviembre. 


Como bien dijo el Presidente, sabemos que hace poco tiempo que el proyecto ha llegado a la Comisión, pero 
venimos a ilustrarnos con la información que ustedes nos puedan brindar. 


SEÑOR CIGANDA.- Simplemente quiero agregar algo que mencionó el señor Varela, que no es un 
tema menor: podría haber una lesión a las autonomías departamentales. Estoy hay que estudiarlo a 
fondo; recién está empezando y lo están discutiendo los Partidos. Sabemos que antes las lesiones fueron 
mayores, por lo que tememos que todo este tipo de cosas apunten a lo contrario de lo que se quiere, es 
decir, descentralizar. 


Estoy de acuerdo con que hemos dado un gran paso, porque ahora estamos hablando de que los Intendentes 
se pusieron de acuerdo sobre un texto. 


Quiero recalcar lo de las autonomías departamentales, algo que a veces no escucho muy seguido. Es algo que 
nos preocupa y queremos defender. Es más, aspiramos que algún día, por bien de todo el país y de la 
centralista capital que tenemos, que cada vez se descentralice más. Por eso no es bueno que armemos algo 
que genere lo contrario. 


SEÑOR MONTERO.- Muchas gracias por recibirnos. 


Quiero reconocer el esfuerzo de los Intendentes durante menos seis meses por lo menos para tratar de 
ponerse de acuerdo. No ha sido fácil, ha sido un trabajo bastante duro, y algunos tuvieron que ceder en 
algunas cosas. 


Hay que hacer puntualizaciones respecto a la autonomía departamental, el artículo 8%, y los aportes que van a 
corresponder a los distintos departamentos, en especial a Montevideo y a Canelones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia Ad Hoc quiere dejar constancia de que en esta etapa de 
estudio del proyecto en la Comisión se ha recabado opiniones de diversas cátedras y otros interesados, 
empezando por el Poder Ejecutivo, a efectos de tener una composición de lugar con relación al texto 
del proyecto 


Vamos a enviarles las versiones taquigráficas para que sepan en qué se encuentra este tema. Finalizada esa 
etapa, comenzará una discusión dentro de la Comisión a efectos de encausar el debate, teniendo presente que 
este proyecto tiene una calificación de urgente consideración. | Por lo tanto, si la Cámara no se expide en 
tiempo y forma, se tomará como bueno el proyecto que viene del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Es un gusto tener aquí a los señores Ediles. 


Quisiera saber cuáles son los compromisos que han asumido los Intendentes o el Congreso de Intendentes 
respecto de este tema. Se habla de acuerdos, y sabemos que el Congreso de Intendentes no tiene capacidad 
resolutiva sino meramente de coordinación pero, indudablemente, igual sería un compromiso político que 
tendríamos que honrar y respetar. 


SEÑOR SARAVIA.- Nosotros tenemos más o menos la misma información que tienen ustedes. Existió 
un compromiso global de los señores Intendentes pero también había quedado abierta la instancia con 
el Presidente de la República a los efectos de se presentara algún tipo de inquietud sobre el proyecto. 
Creo que el Intendente de Florida, Enciso Christiansen, propuso bajar de 4,5% a 3,5% lo que se va a 
cobrar a los vehículos cero kilómetro. 


De todos modos, esta información se está procesando porque es algo bastante nuevo. Estamos contentos de 
que todos los Intendentes hayan apoyado el proyecto, más allá de las pequeñas diferencias. 


Reitero que la información que tenemos es la que cuentan ustedes, fundamentalmente, porque en la mayoría 
de los departamentos se está manejando más a nivel del Poder Ejecutivo que del Poder Legislativo. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quisiera saber cuál es la participación de las Juntas Departamentales más 
allá de la que a mi juicio constitucionalmente corresponde para adecuar este proyecto a las normas 
constitucionales. ¿De qué manera las Juntas pueden o deben participar en esta instancia a efectos de 
salvar los graves cuestionamientos constitucionales que se han hecho al proyecto? 


Como figura en la versión taquigráfica de la sesión del día de ayer, un profesor de Derecho Constitucional de 
los que nos visitó manifestó que es imposible desde el punto de vista constitucional ceder la potestad 
tributaria que tienen las Juntas Departamentales. Inclusive, en caso de sancionarse este proyecto de ley y 
aprobarse el criterio de la patente única por las Juntas Departamentales, estas no pierden la potestad tributaria 
constitucional, pues en cualquier momento más allá del plazo extenso de quince años podría legislar en la 
materia y salir del sistema por cuanto este funciona si intervienen todos. De esa forma, se generaría una 
perforación del régimen, que haría inviable su aplicación. Además, se asumirían consecuencias importantes 
desde el punto de vista económico y jurídico. 


SEÑOR CIGANDA.- Nosotros no somos juristas ni nada por el estilo pero un compañero Edil de 
Soriano, cuando el señor Intendente se presentó en la Junta a explicar este acuerdo, planteó la 
posibilidad de que en el futuro pudiera haber reclamos por inconstitucionalidad. Yo comparto creo que 
el señor Diputado piensa lo mismo que una vez que se defina el acuerdo y se pula el proyecto, además 
de la aprobación en el Parlamento Nacional todas las Juntas Departamentales también deberían 
aprobarlo. De esa manera podríamos evitar futuros juicios o reclamos de cualquier institución o 
persona. 


Creemos que sería muy conveniente que luego de que se llegue a los acuerdos correspondientes el proyecto 
sea aprobado por las Juntas Departamentales. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- No hay dudas en cuanto a que el órgano Congreso de Intendentes no tiene 
facultades resolutivas, no obstante, en el artículo 4” del proyecto se las otorgan obviando la 


intervención preceptiva de las Juntas, cuando refiriéndose a los aforos y a las alícuotas se establece: " 
[...] El Congreso Nacional de Intendentes resolverá sobre la misma antes del 15 de noviembre de cada 
año". 


Por otro lado, el artículo 2* dice: "[...] Autorízase a los Intendentes Municipales," que tampoco pueden actuar 
solos; sí pueden representar a los departamentos pero no tomar decisiones en aquellos casos en que la 
Constitución da intervención a las Juntas Departamentales "dando cuenta a la Junta Departamental" 
meramente dando cuenta "a ceder los derechos de cobro emergentes de tributos, recargos, multas y moras 


[..]". 


Queremos conocer su opinión al respecto y si saben si esto ha sido objeto de acuerdo o compromisos 
políticos. De todas maneras, por más acuerdos que se hagan, no se puede disponer de estas facultades 
constitucionales. 


SEÑOR CIGANDA.- Para nosotros, los Ediles, no es nada nuevo este tipo de arreglos y de acuerdos. 
Estamos acostumbrados a que tanto los Intendentes como otro tipo de autoridades, siempre que 
pueden, desconozcan la función del Edil y de las Juntas Departamentales. Por eso no nos llama la 
atención. Conocíamos esa disposición. 


Ustedes están discutiendo el mejoramiento y hay preocupación por el tercer nivel de Gobierno que se ha 
creado los Concejales y los Alcaldes, cuando todavía en este país todavía no hemos solucionado muchos 
aspectos relativos a las Juntas Departamentales. 


No es el asunto que estamos tratando, pero algunos recordarán que en otra oportunidad manifestamos que 
debemos solucionar el tema del sueldo o la remuneración de los Ediles, pero se olvidan del famoso 
duodécimo que deben pasar los Ejecutivos a las Juntas Departamentales y que en este país se hace de acuerdo 
con el antojo de cada Poder Ejecutivo o de cada Intendente. 


A veces ni siquiera pasa por el Intendente sino por el encargado de hacienda de turno del mismo 
departamento. 


Hay muchas cosas parar mejorar; hemos sido ignorados en ocasión de tratarse muchísimos temas, pero en 
este caso nos van a precisar, por lo menos, para otorgar la legitimidad que este proyecto necesita. 


SEÑOR TROBO.- Me consta que las preguntas que voy a realizar no serán respondidas desde el punto 
de vista institucional, porque el Congreso Nacional de Ediles no tiene posición tomada sobre el tema y 
que, obviamente, lo que ustedes pueden dar son solo opiniones personales. No obstante, nos parece 
relevante contar con ellas, en la medida en que ustedes integran una Comisión que viene como 
consecuencia de la invitación al Congreso Nacional de Ediles. Este es un dato político importante. 


En primer lugar, quiero saber si el Congreso ha realizado un análisis sobre alguna solución que 
eventualmente se pudiera plantear, o si tiene pensado mantener alguna reunión para evaluar este asunto en los 
próximos días o semanas, a fin de tomar una resolución que pueda indicar la posición del Congreso respecto 
a este tema. 


En segundo término, me gustaría conocer la opinión personal de los cuatro visitantes sobre el artículo 2%. En 
el día de ayer recibimos a especialistas de Derecho Constitucional quienes señalaron algunos aspectos del 
proyecto que, a su juicio, se enfrentan a las normas constitucionales vigentes. Concretamente, se 
manifestaron sobre un aspecto que tiene que ver con el Congreso Nacional de Ediles y con los Ediles. 
Dijeron enfáticamente que la aplicación de este acuerdo sólo puede ser eficaz, legítima, desde el punto de 
vista político, porque si se trata de un acuerdo de todos los Intendentes tiene que pasar a ser un acuerdo de 
todos los Gobiernos departamentales, y necesariamente pasar por la aprobación de todas las Juntas 
Departamentales. Esto con el agregado de los plazos que establece el artículo 2”, que señala el término de 
quince años, lo que requiere una mayoría especial. 


A propósito de estos comentarios, quiero saber cuál es la opinión de los visitantes respecto de estas 
afirmaciones, y cuál es el procedimiento que debería seguir el Gobierno departamental para completar este 


acuerdo, si es que el proyecto se aprueba y entra en vigencia en todo el territorio con el complemento de la 
decisión política institucional de los Gobiernos departamentales. 


SEÑOR VARELA.- Con respecto a la primera pregunta, precisamente en nuestra primera 
intervención hicimos referencia a que el Congreso está en una etapa de transición: hizo el cambio de 
mando de autoridades el sábado próximo pasado. Quienes hoy asumimos la responsabilidad del 
ejecutivo del Congreso Nacional de Ediles dispusimos que en la próxima reunión que se llevará a cabo 
el próximo 11, 12 y 13 de noviembre, se tratará el tema con la Comisión pertinente. Sin lugar a dudas, 
no se llegará a una posición definitiva, pero se comenzará a trabajar el tema. Sabemos que el tiempo es 
escaso, por el carácter de urgente consideración que tiene el proyecto. Por lo tanto, si bien la discusión 
se debe dar primero a nivel político-partidario aún hay algún tema pendiente a ese nivel, la Comisión 
del Congreso Nacional de Ediles para esa fecha habrá realizado un trabajo más acentuado sobre el 
tema. 


Con respecto al artículo 2”, decimos que se violenta la autonomía municipal. Creemos que para dar validez a 
este acuerdo político en realidad es eso: un acuerdo y un compromiso político que han asumido los 
Intendentes de todo el país, que esperamos que no sea como el que se dio en Paso Severino, en Florida, que al 
otro día ya se estaba violentando; esperamos que esta vez llegue a un buen puerto, es preciso que sea 
convalidado por las Juntas Departamentales. No solo se debe dar cuenta, como se establece en el artículo 2", 
sino que debe ser refrendado por las Juntas Departamentales. 


Se habla de ceder por quince años los derechos de cobro a un agente fiduciario. Sabemos que esto ya se está 
dando con algunos tributos, y que se han cedido los cobros a agentes fiduciarios sobre multas y moras. 


En el período anterior esto se quiso hacer en Florida, y como se necesitaban mayorías especiales en la Junta 
Departamental, esa posibilidad no fue otorgada. Quienes en aquel momento mantuvimos la posición de no 
aprobar esto, hoy nos sentimos gratificados. 


Por lo tanto, somos partícipes de que las Juntas Departamentales y los Ediles debemos tener un rol 
preponderante. El Congreso Nacional de Ediles ha defendido institucionalmente estos principios y valores. 
Hoy compete al Parlamento Nacional darnos la derecha en este tema. 


Hay diferentes posiciones de los actores políticos y de los Intendentes en particular, quienes hoy son los que 
tienen la primera palabra, los que han llegado a un acuerdo marco y los que han dejado algunas puertas 
abiertas. 


Como bien decía el compañero Saravia, el Intendente de mi departamento, el señor Enciso Christiansen, ha 
hecho las puntualizaciones en tiempo y forma sobre algunos temas. Este proyecto fue presentado al Congreso 
Nacional de Intendentes un día jueves, y se pidió celeridad a fin de que a la noche del lunes siguiente llegaran 
las modificaciones a la Presidencia. Sin lugar a dudas, los tiempos de los ejecutivos nacionales son muy 
diferentes a los de los ejecutivos departamentales. El Intendente Enciso Christiansen tuvo la oportunidad de 
hacer llegar el mismo viernes a la Junta Departamental de Florida lo que había recibido de manos del 
Prosecretario, doctor Cánepa. El día lunes de noche las Comisiones de Legislación y Hacienda de la Junta 
Departamental de Florida trataron este tema y elevaron las modificaciones, las que señalaron el argumento 
perfecto para lo que el Intendente estaba planteando. 


SEÑOR SARAVIA.- En cuanto al tema de los plazos, si miramos el proyecto, vemos que establece el 
vencimiento del plazo para el 6 de noviembre de 2011, y la convocatoria a sesión extraordinaria y 
permanente para el 23 de octubre. Si tomamos en cuenta estos plazos, la Comisión pertinente de la 
mesa permanente del Congreso se estaría reuniendo con posterioridad. Por eso es que estamos 
apostando a que las Comisiones pertinentes de la Cámara trabajen sobre el tema. También es cierto 
que no hay unanimidad de criterio entre los Intendentes, así sean del mismo partido político. 


En la Junta Departamental de Canelones, a la que pertenezco, este tema no ha sido tratado; ni siquiera ha sido 
ingresado en la comisión correspondiente, a diferencia de lo que sucedió en la Junta Departamental de 
Florida. Por lo tanto, no sólo venimos aquí con diferentes informaciones, sino que estamos un poco más 
atrás, más allá de los planteos personales que podamos hacer, porque en muchos casos ni siquiera la fuerza 
política lo ha discutido a nivel departamental o nivel nacional. 


En lo personal, nos preocupa el artículo 2”, fundamentalmente por la extensión de los quince años a que hacía 
referencia el señor Diputado Trobo, ex Edil, que tiene buen conocimiento sobre los temas que pasan por las 
Juntas Departamentales. 


Por lo tanto, también necesitaríamos información como la que daba el señor Diputado Cersósimo, acerca de 
las reuniones que han tenido en estos días, sobre todo en cuanto a los asesoramientos jurídicos con respecto 
al proyecto de ley que se está tratando. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bayardi) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas a la delegación y a la Comisión por mi llegada tarde, que se 
debió a que tenía un examen médico. 


SEÑOR BEROIS.- Damos la bienvenida a la delegación. 


Quienes estamos en este tema desde el año 1995 hemos transitado por diferentes caminos en cuanto a la 
unificación de patentes. ¿El Congreso ha tenido alguna participación, ha creado una comisión especial, se ha 
reunido con los Intendentes a estos efectos? Sabemos bien que por lo menos desde 1995 el Congreso de 
Intendentes ha sido casi monotemático. No hay sesión en la que no figure el tema de las patentes en el orden 
del día. Me atrevería a decir que en muy pocas actas del Congreso no está el tema. Por lo tanto, me gustaría 
saber si el Congreso Nacional de Ediles ha hablado como tal, si ha tenido una Comisión trabajando en el 
tema o ha tenido algún contacto con algún Intendente o con el Congreso de Intendentes en relación con este 
tema. Tengo la impresión de que esto siempre se trató en una parte del Gobierno Departamental y no sé si se 
trató en la otra con la misma fuerza y con las mismas características. Me gustaría conocer la historia de este 
tema en el Congreso Nacional de Ediles. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Complementando la pregunta del señor Diputado Berois, ¿en algún momento el 
Congreso Nacional de Ediles tomo la iniciativa de acercar alguna línea de trabajo buscando una 
solución al problema de la unificación de las patentes? 


SEÑOR CIGANDA.- No ha habido ninguna comisión especial del Congreso sobre este tema. Como 
bien dijo el señor Diputado, el Congreso de Intendentes ha sido casi monotemático, y tiene su lógica. 
Ha habido exposiciones personales de Ediles tanto en Juntas Departamentales como en la prensa. 
Estoy seguro de que hasta ahora ninguna Junta ha tratado profundamente este tema. Eso es lógico. Se 
trata de una modificación presupuestal; por lo tanto, para que oficialmente una Junta Departamental 
lo trate, debe tener la iniciativa del Ejecutivo correspondiente. 


Otro motivo lógico es que si hace tantos años que diecinueve Intendentes no se pueden poner de acuerdo en 
este tema, imaginen lo que sería tratarlo en el Congreso Nacional de Ediles, con quinientos ochenta y nueve 
miembros. Además, todos sabemos que los Intendentes son líderes naturales del partido de gobierno de su 
departamento y, generalmente, tienen sus Ediles que lo acompañan y lo apoyan. Evidentemente, hasta que no 
se diera este paso de llegar a este acuerdo aparente la verdad es que algunos Intendentes han propuesto 
modificaciones y hasta han manifestado dudas, el Congreso no iba a tratarlo de manera oficial. Creo que los 
tiempos no darían. Si esto se envía a las Juntas para su aprobación, primero tiene que ser tratado por cada una 
de ellas. El Congreso Nacional de Ediles puede comunicar, como lo está haciendo ahora. Cada uno de los que 
estamos acá lamentablemente faltaron los otros compañeros coordinadores, uno que es de Rivera y la otra, 
que es la Coordinadora del Frente Amplio, tuvo un impedimento de último momento que no le permitió 
llegar cumplimos la labor de comunicar, por ejemplo, lo que hablamos con ustedes, lo que vamos tratando en 
distintos lados. Estoy casi seguro de que el Congreso en sí no va a tomar una resolución a este respecto; sí 
tendrán que hacerlo las Juntas Departamentales y para ello, por tratarse de una materia presupuestal, tendrá 
que venir el Mensaje de los respectivos Ejecutivos comunales. 


SEÑOR SARAVIA.- Comentábamos con el señor Tesorero que, de todas maneras, para tratar de 
acortar los tiempos, como Mesa y antes de que se reúna el Congreso vamos a pedir una entrevista con 
el Presidente del Congreso de Intendentes a los efectos de tener información de primera mano, porque 
los tiempos apremian y, como manifestamos antes de que llegara el señor Presidente, los plazos que 
establece el proyecto finalizan antes de la próxima reunión de la Mesa Permanente, en Colonia. 


SEÑOR MICHELINI.- Saludo a la delegación del Congreso Nacional de Ediles. 


Quiero formular una pregunta cuya respuesta puede ilustrar a los integrantes de la Cámara que no han tenido 
la experiencia de ser Ediles, que evidentemente es enriquecedora fundamentalmente cuando tratamos temas 
municipales. 


En ese sentido, una de las críticas que se han escuchado a este proyecto en relación con el tema municipal es 
que se estaría "expropiando" entre comillas el cometido de fijar los tributos a los Gobiernos Departamentales. 
El Poder Ejecutivo ha dicho que esa no es la intención, pero sin perjuicio de ello, el texto es objeto de análisis 
y, si se mantiene tal como está, se mantendrán las críticas y si se modifica, se podrán sortear. 


La otra crítica con relación al tema de la autonomía municipal es en cuanto a que si un Gobierno Municipal 
no cumple con la sugerencia de este sistema estaría recibiendo una cuota parte menor. Entonces, lo que se 
dice expresamente es que en definitiva es una manera indirecta de presionar la autonomía municipal. La 
pregunta concreta sobre este punto es si en lugar de pena se podría establecer un incentivo. Por ejemplo, que 
si un Gobierno Departamental se adhiere al sistema, tenga un mayor incentivo. Algunos dicen que es el 
mismo perro con diferente collar, pero ese es un debate que no vamos a dar. Ustedes en su experiencia como 
Ediles sabrán si esto pasa actualmente con otras contrapartidas, convenios de gestión, etcétera; la pregunta 
concreta es si el proyecto realmente está innovando en ese sentido. 


SEÑOR VARELA.- En mi intervención anterior me refería a que algunas Intendencias habían cedido 
ya algún tributo a alguna entidad fiduciaria. Creemos que la pena que se pone por llamarlo de alguna 
forma respecto a la tributación o a lo que el Gobierno central vierte a las Intendencias es dispar para 
algunos departamentos; a algunos los va a afectar de una forma y a otros de otra. Hay departamentos 
que hoy ven su economía realmente afectada y podrían entrar en una cadena económica bastante 
complicada si no adhieren a este acuerdo y se les aplica la sanción correspondiente. En algunos 
departamentos, de cada $ 100 que les ingresa, $ 45 vienen del Gobierno central y el resto proviene de 
tributos propios. En los departamentos del centro del país es donde vemos un mayor perjuicio si se les 
aplicara este tipo de sanción. 


No debemos dejar de lado el capítulo 2” de este proyecto, que refiere a la energía, que es sin lugar a dudas 
muy atractivo para algunos departamentos, ya que algunos tienen una situación de adeudo con UTE muy 
importante y de esta forma se les estaría solucionando. 


Creo que por el año 1975 fue cuando el Gobierno central pasó a las Intendencias lo que era la red lumínica de 
espacios públicos. Esto no debemos dejarlo de lado porque también es un atractivo para aquellos 
departamentos que están complicados en esa situación, y puede ser la mejor forma en que se puede encauzar 
este acuerdo marco general. Debemos dejar constancia de que no solo se trata de la patente de rodados sino 
también de la eficacia en la red lumínica. 


Creemos que se puede bonificar a las Intendencias que adhieran en lugar de perjudicar a las que no lo hagan; 
puede ser buena la idea del señor Diputado Michelini. A título personal pienso que el sistema político está 
obligado a dar solución a este tema, y que debemos ser partícipes todos, porque es la única forma de que 
salga adelante. Tenemos una oportunidad única desde hace cincuenta años a la fecha; cada uno es responsable 
a su medida y depende de nosotros lograr los consensos y los acuerdos necesarios. 


El Congreso de Intendentes ha dado una pauta clara de un acuerdo marco político. Debemos llevarlo a los 
partidos políticos para que se logren los consensos suficientes con el aporte de cada una de las bancadas y de 
los diferentes estamentos del Parlamento, ya sea de la Cámara de Representantes como de la Cámara de 
Senadores. Si se logran los consensos que la ciudadanía nos está pidiendo, suponemos que no va a haber 
mayores reclamos, más allá de que siempre hay alguno que corcovea. Por supuesto sabemos que los 
departamentos del interior son los grandes perjudicados, y miro al Diputado Berois, porque las Intendencias 
de su departamento siempre han hecho punta al respecto. 


Se nos han pasado por alto en las anteriores intervenciones los plazos que se establecen de 2012 al 2015, y 
debemos hacer una puntualización al respecto. Las Intendencias van a ser resarcidas del 2012 al 2015, pero 
¿qué pasa del 2015 en adelante? Flores va a ser netamente perjudicada a partir del 2016, y debemos llegar a 
acuerdos para que todas estén comprendidas. Por lo tanto, creo que la Comisión debe tener en cuenta qué va 


a pasar a partir del 2015 y 2016 y cuánto se le va a retribuir a esas Intendencias que van a seguir siendo 
perjudicadas. 


SEÑOR ESPINOSA.- Creo que estamos todos de acuerdo con el reclamo de la gente, en solucionar este 
tema y en los consensos políticos partidarios. He señalado en más de una oportunidad que por encima 
de los acuerdos, la voluntad y los reclamos de las personas está la Constitución y las leyes, y esas son 
nuestras inquietudes. 


Desde nuestro punto de vista, este proyecto afecta la autonomía municipal. Se habla, inclusive, de que está al 
borde de la inconstitucionalidad, unos lo señalan claramente y otros están en duda. Creo que es pertinente 
que tratemos de evacuar todas nuestras dudas a los efectos de promover una solución integral al problema de 
patente única pero conforme a la Constitución y al derecho. 


Basta leer las versiones taquigráficas para saber lo que pienso sobre algunos artículos. Cuando estuvo 
presente el Congreso Nacional de Intendentes, expresamos que entendíamos necesario, sano y bueno que la 
Comisión de Seguimiento de la SUCIVE, integrada por el Congreso de Intendentes, la OPP y el Ministerio de 
Economía y Finanzas, también tuviera representación del Congreso Nacional de Ediles. Podemos después 
debatir si la función del Poder Ejecutivo se puede diferenciar de la del Legislativo departamental en cuanto a 
su control; eso es harina de otro costal. Lo que sí interesa es que nos parece que sería saludable que en esa 
Comisión de Seguimiento participara el Congreso Nacional de Ediles. Quisiera escuchar la opinión al 
respecto. 


Otra cosa son las consultas que voluntaria o imperativamente cada Intendente hará a las Juntas 
Departamentales sobre el plazo, el fideicomiso y otras interrogantes que quedan pendientes. ¿Quién va a 
pagar el fideicomiso? ¿Cómo va a operar? ¿Esos gastos se repartirán entre todos? ¿Habrá algo establecido al 
respecto? ¿Qué pasará con la rotación de los integrantes de la Comisión de seguimiento? ¿Qué va a pasar con 
los informes anuales? ¿Cuál será la real participación del Congreso Nacional de Ediles en todo eso? Lo 
planteo porque en el artículo 2* se señala que se dará cuenta, pero solo de lo relativo a la cesión de los 
derechos de cobros emergentes de tributos, recargos, multas y moras departamentales. No me queda claro 
que habrá garantía de que se consulte acerca de otros puntos que, desde mi punto de vista, son materia de 
análisis de las Juntas Departamentales. Parece que esto queda librado a la voluntad de cada Intendente. 


Confieso que el espíritu es muy noble y positivo, pero en el Parlamento tenemos experiencia y sabemos que 
se han producido graves lesiones y que a veces se mira para el costado, y no estoy dispuesto a seguir en esa 
línea. Las cosas claras sostienen la Constitución de la República y la institucionalidad, que es lo que debemos 
preservar. Creo que por encima de los más nobles espíritus hay que conservar el derecho y nuestro respeto y 
apego a la Constitución, porque no se trata de violarla un poco, un poquito o nada, sino que directamente no 
hay que violarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a insistir en que se intercambien preguntas con los invitados. Además, les 
recuerdo que disponemos de cinco minutos para redondear esta reunión con el Congreso Nacional de 
ediles. 


SEÑOR CIGANDA.- El señor Diputado Michelini se refirió a quienes no cumplan. Yo creo que si esto 
se transforma en ley nacional habrá que cumplirla. Sería muy malo que tuviéramos una ley nacional y 
no la cumpliéramos. 


Estoy de acuerdo en que algo tiene que pasar con el que no la respete. En este país hay muchas leyes que no 
se cumplen y no hay sanción. Quizás, en lugar de hablar de sanción a quienes no cumplan, sea más elegante 
manejar premios para quienes la respetan, como dice el Diputado Michelini. Pero eso es discutible, porque no 
creo que esté bien que alguien me premie por cumplir con mí deber, más allá de que muchas veces se hace. 


Si los Intendentes llegan a un acuerdo la ley va a salir, pero si hay un departamento que anuncia que no la va 
a aceptar, lógicamente, las cosas se van a complicar. 


Nos preocupa la parte constitucional, y por eso estoy de acuerdo con lo que dijo el Diputado del Partido 
Colorado acerca de que esto debe ser muy bien analizado. Pero reitero que si esto se convierte en ley tendrá 


que haber sanciones para quienes no cumplan, porque si no nos va a pasar lo mismo que ocurre con la veda 
de propaganda electoral antes de las elecciones. Existe una ley que prohíbe que determinados días antes de 
las elecciones se haga propaganda política. Sin embargo, se hace y no hay ningún castigo. Esas cosas no 
sirven, porque aquellos que tienen ética y respetan las leyes sin necesidad de que haya un castigo quedan en 
desventaja frente a quienes no las cumplen, porque estos no reciben sanciones. Con esto pasaría lo mismo. 
Todo aquel que no respete una ley debe recibir una sanción. Los señores Diputados y tal vez las Juntas 
Departamentales deberán aprobar las posibles sanciones. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- El señor Diputado Espinosa ya planteó la pregunta de si los señores Ediles 
entienden conveniente la participación del Congreso Nacional de Ediles en los órganos de 
administración. Por eso, pido autorización para volver al tema del incentivo. 


En el artículo 8” de este proyecto se establece como medida conminativa, que quedará a criterio del Poder 
Ejecutivo, la posibilidad de retacear el 40% de los ingresos que, de acuerdo con el artículo 214 de la 
Constitución, corresponde a las Intendencias, si estas hacen uso de su autonomía y, por razones de 
conveniencia, no aceptan este régimen. Se trata de un castigo que consiste en retacearles recursos que 
constitucionalmente se destinan a los departamentos. Mi pregunta es si ustedes comparten la idea de que esta 
es una clara violación de la autonomía departamental. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sé que este es un ámbito político y que la delegación es propiamente política, 
pero el problema es que ya tenemos otras delegaciones que ya están esperando, porque empezamos 
tarde. 


No quiero que discutamos ahora el tema de lo conminativo y de lo sancionatorio. Los señores Ediles ya 
conocen el proyecto de ley, lo debatieron y deben estar preocupados por el tema, porque hay apreciaciones 
distintas, en marcos legales ya existentes, acerca de las obligaciones que impone el artículo 214. Entonces, 
voy a dar la palabra para que se conteste la pregunta, pero con las salvedades realizadas. 


SEÑOR VARELA.- Voy a tratar de que mis apreciaciones no sean políticas, pero este es un ámbito 
político. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las puntualizaciones eran para los miembros de la Comisión. Los invitados 
pueden hacer las apreciaciones que quieran. 


SEÑOR VARELA.- Compartimos la preocupación del señor Diputado Cersósimo y creemos que la 
situación ya es recurrente en este sentido. Además, tenemos pendiente el tema del 1% de los 
semovientes, que también podría ser violatorio de la autonomía municipal con respecto al cobro de 
tributos. 


Por lo tanto, a nivel de la bancada del Partido Nacional en el Congreso Nacional de Ediles pensamos que esto 
es perjudicial para la autonomía municipal y que podría solucionarse. Estará en la voluntad política hacerlo. 


SEÑOR ASTI.- Leo y releo el artículo 8” pero no veo la sanción. Veo la condición para acceder a un 
monto superior o inferior en la distribución que este Parlamento aprobó. Este proyecto incluye una 
nueva condición con respecto a lo que establece el artículo 214 de la Constitución, que no estipula 
porcentajes fijos sino que señala que se acordarán en la Comisión sectorial, y así se ha hecho por lo 
menos en los últimos dos Presupuestos. 


Se plantean condiciones, en primer lugar, acerca de cuánto corresponde a cada departamento y, en segundo 
término, teniendo en cuenta si se cumplen o no determinados requisitos. Eso fue aprobado por el Congreso de 
Intendentes, por el Poder Ejecutivo y por el Parlamento Nacional que, por potestad constitucional, puede 
decidir cuánto corresponde a cada departamento. Con esto no se está violando ninguna autonomía municipal. 
Entonces, pregunto dónde está la sanción. Yo advierto solo una condición. Estamos hablando de que 
corresponderá un porcentaje si se cumple con cierta condición y otro distinto si se da otra circunstancia. 


Insisto: no sé dónde está la sanción. Hay una condición, que es distinto. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Cuando se habla de quien no se adhiera o incumpla, inmediatamente en el 
artículo 8” se habla de la sanción que corresponde. Manejar la palabra condición resulta un juego de 
palabras, porque ante el incumplimiento no hay condición sino sanción. Eso es lo que establece 
claramente el artículo 8". 


El señor Diputado Asti hizo referencia a los señores Intendentes y al Poder Ejecutivo, pero los que están aquí 
son los señores Ediles y ellos no han aceptado ni han suscrito ningún tipo de compromiso. Esa fue la primera 
pregunta que se les hizo cuando ingresaron a Sala. Ni siquiera tuvieron conocimiento de este proceso y de lo 
que se ha ido acordando paulatinamente, según expresó el Secretario de Presidencia, señor Cánepa. 


SEÑOR BEROIS.- Voy a dejar una constancia porque me parece que es el ámbito adecuado, ya que 
están los Ediles y los compañeros Diputados. 


Hay una frase que se repite constantemente, y he reflexionado sobre esto. Se dice que la gente está cansada 
de la guerra de las patentes. ¿No será que la gente está cansada de que le cobren lo que no vale su auto? ¿No 
será que la gente está cansada de que los aforos que fija el Congreso de Intendentes están totalmente 
desfasados de lo que es el mercado? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo entendido que entablamos una relación con el Congreso Nacional de 
Ediles que comenzó con la mesa anterior. Estamos enterados de que en Soriano hubo un cambio de 
mesa y sabemos que los plazos se han venido encima. Esperamos seguir en este nivel de intercambio a 
efectos de avanzar en los temas que tanto esta Comisión como la de Asuntos Municipales tiene a 
estudio porque hay desafíos importantes desde el punto de vista de la estructura jurídica y legal de este 
país, fundamentalmente en lo que refiere al marco de la Ley Orgánica Municipal que a futuro va a 
tener que llamarse departamental y municipal. 


SEÑOR MICHELINI.- Ejerciendo la Presidencia ad hoc me comprometí con los invitados a que se les 
enviara las versiones taquigráficas de las discusiones sobre este tema. Digo esto a efectos de que el 
señor Presidente disponga la parte instrumental para que ellos puedan seguir el debate sobre tan 
importante asunto. 


SEÑOR ESPINOSA.- Quedó pendiente la consulta sobre la conveniencia de participar en la Comisión 
de seguimiento. 


SEÑOR SARAVIA.- Creo que los Ediles de todo el país, independientemente del partido político que 
integren, quieren participar en todos los ámbitos donde se tomen decisiones que puedan afectar o no a 
las cuestiones departamentales. Eso es primordial. 


El Parlamento tendrá una larga discusión, luego de escuchar las diferentes posiciones con respecto a este 
proyecto. También los Intendentes tienen que discutir, y ni qué hablar los Ediles, que, como decía el señor 
Ciganda, somos unos cuantos más y tenemos un trabajo importante en el futuro. A lo que apostamos es a 
reunirnos vamos a estar comunicándonos con el Presidente del Congreso de Intendentes a los efectos de tener 
una reunión antes de la reunión de la mesa permanente en Colonia, porque los plazos apremian. 


Queremos agradecer la invitación, ya que revaloriza la actividad del Edil. Es muy bueno que se nos pregunte 


nuestra opinión más allá de que muchas veces pueda ser en forma personal sobre este tema, porque lo que 
necesitamos es participar cada vez más en estos asuntos que son definitorios para cada departamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación. 


(Se retira de Sala la delegación del Congreso Nacional de Ediles) 
(Ingresa a Sala un representante de la Cátedra de Derecho Administrativo) 


—+Es un gusto para la Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración y para los 
miembros de la Comisión de Asuntos Municipales y Departamentales recibir al doctor Augusto Durán 


Martínez, en nombre de la Cátedra de Derecho Administrativo de la Universidad de la República. 


Conversamos con el doctor Delpiazzo, quien nos trasmitió la imposibilidad de concurrir y nos solicitó que 
recibiéramos al doctor Durán Martínez. 


Estamos en el proceso de tratamiento de un proyecto de ley definido como de urgente consideración por el 
Poder Ejecutivo que refiere al sistema único del cobro de patentes o de ingresos vehiculares, así como al 
sistema de alumbrado público departamental. 


La idea es que el invitado exprese las consideraciones que el tema le merece. 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- Es un honor estar aquí. Agradezco profundamente a la Comisión que 
me haya invitado para brindar mi opinión sobre este proyecto de ley. 


Recibí la invitación en la tarde del martes, cuando también se me remitió el proyecto, de manera que recién a 
última hora de ese día pude leerlo. Por ello, naturalmente, mis opiniones van a ser provisorias. Sin embargo, 
acepté venir de inmediato porque a primera vista surgen varias inconstitucionalidades que pueden ampliarse 
con un estudio más profundo. De todos modos, con una simple lectura estoy en condiciones de emitir opinión 
en esta Sala. 


Voy a realizar un análisis exclusivamente jurídico; no voy a entrar a cuestiones de oportunidad o 
conveniencia. Este proyecto tiene dos capítulos. No encontré ninguna observación desde el punto de vista 
jurídico en el Capítulo Il pero sí varias de entidad en el Capítulo I. 


Lo primero y más importante que quiero decir es lo que me lleva a desaconsejar la aprobación del Capítulo I 
es que cuando una norma asigna discrecionalidad a un órgano es para que ejerza sus potestades teniendo en 
cuenta las particularidades concretas de cada caso. De manera que si ese órgano que tiene potestad 
discrecionalidad no la ejercita incurre en ilegitimidad. No hay discrecionalidad para no ejercer la 
discrecionalidad. Esta es una jurisprudencia constante del Consejo de Estado Francés con relación a los actos 
administrativos, pero es un concepto perfectamente trasladable a todo tipo de órganos y funciones. El artículo 
297 de la Constitución asigna a los Gobiernos departamentales potestad tributaria discrecional. Cada 
Gobierno departamental tiene discrecionalidad para fijar el monto de los tributos que enumera el artículo 297, 
entre ellos el de los impuestos a los vehículos automotores, conocido con el nombre de Patente de Rodados. 
La Constitución no ha querido fijar una patente única para todo el país sino que ha dado discrecionalidad a 
cada uno de los Gobiernos departamentales para fijar su tributo atendiendo las particularidades de cada 
departamento. ¿Cuáles son esas particularidades? La capacidad contributiva de los contribuyentes y las 
necesidades de ese departamento. Por eso es que de ninguna manera pueden ser iguales la patente de 
Montevideo, de Artigas, de Flores, de Maldonado, de Colonia o de Durazno. Son realidades diferentes que el 
constituyente ha querido que se ponderaran en cada uno de los departamentos. Cuando el constituyente ha 
querido fijar un tributo único para todos los departamentos lo ha definido expresamente en el numeral 1%) del 
artículo 297, como por ejemplo la Contribución Inmobiliaria Rural. Ese es un tributo fijado por el Poder 
Legislativo y es igual en todos los casos. En el resto, la Constitución ha conferido una discrecionalidad que 
debe ejercerse 


Una ley que imponga una patente unificada que es lo que procura este proyecto es claramente 
inconstitucional, como lo sería un acuerdo entre todos los Gobiernos departamentales a los efectos de fijar 
una patente unificada porque implicaría una renuncia de esa discrecionalidad que la Constitución le asignó. 
Es inconstitucional la ley y un eventual acuerdo entre todos los Gobiernos departamentales. 


El segundo punto al que quiero referirme es el siguiente. El acápite del artículo 297 de la Constitución, 
cuando refiere a las fuentes de recursos de los Gobiernos departamentales, dice que "serán decretados y 
administrados por éstos". Según este proyecto se crea un sistema único de cobro de ingresos vehiculares 
administrado por un fiduciario y se crea una Comisión de seguimiento del SUCIVE, pero no se sabe bien qué 
naturaleza jurídica o qué posición institucional tienen estas entidades. Sin embargo, está muy claro que no 
integran los Gobiernos departamentales, de manera que también se produce una violación del artículo 297 de 
la Constitución. 


En definitiva, parece que sería el Congreso de Intendentes el que fijaría el monto del tributo, pero no es claro; 
es ambiguo. Si es así, es inconstitucional. Se podría salvar la inconstitucionalidad en función del precepto de 
interpretación conforme a la Constitución. Para salvar la inconstitucionalidad, ese tributo debería ser 
aprobado por cada una de las Juntas Departamentales, lo que resolvería ese aspecto pero no la primera 
inconstitucionalidad que he denunciado. 


Además, en el artículo 2” está prevista la adhesión al sistema por quince años prorrogables, plazo que excede, 
naturalmente, al mandato de los Gobiernos departamentales lo que, en caso de que intervengan las Juntas, 
requeriría aprobación por dos tercios. 


El artículo 5” crea el Fondo Nacional de Unificación del Tributo de Patente de Rodados y en el segundo 
inciso dice: "Los ingresos que correspondan o obtenga los Gobiernos Departamentales del Fondo, serán 
inembargables (...)". Esta disposición es superabundante, porque la inembargabilidad surge del Código 
General del Proceso y de su ley interpretativa. De manera que este segundo inciso no agrega nada, pero es 
inconstitucional. Esta solución ha sido tradicional en el Uruguay y en el mundo, y viene del siglo XIX. Los 
Códigos del siglo XIX efectuaban declaraciones genéricas de inembargabilidad de los bienes del Estado, lo 
que ha sido recogido por los Códigos del siglo XX y también por alguna disposición de este siglo. | Pero esto, 
que no es una cuestión única del Uruguay sino que ha sido una solución generalizada en el mundo, ya no es 
así; el mundo ha cambiado. 


Voy a citar dos sentencias: una es la del Tribunal Constitucional Español, que ha declarado la 
inconstitucionalidad de las leyes genéricas de inembargabilidad, y la otra es de la Corte Europea de Derechos 
Humanos, que ha determinado la incompatibilidad de las leyes genéricas de inembargabilidad con la 
Convención Europea de los Derechos Humanos. 


Precisamente acá estamos ante una cuestión importante de derechos humanos. 


Ante esas sentencias el Derecho Positivo ha reaccionado y ha comenzado a derogar o limitar esas 
declaraciones legales de inembargabilidad genérica. Nadie pretende embargar un bien del dominio público, 
pero sí determinados bienes privados, porque esto significa un obstáculo y, en definitiva, una negativa al 
derecho a la tutela judicial efectiva. Se trata de un derecho humano sin discusión alguna, reconocido por todo 
el mundo, que está en la clave de bóveda del Estado de Derecho. 


Ese derecho a la tutela judicial efectiva implica, entre otras cosas, que las sentencias sean cumplidas. Si no se 
puede cumplir una sentencia por una inembargabilidad, todo el Estado de Derecho se derrumba y los 
derechos humanos se convierten meramente en una virtualidad 


Por eso es que objeto el segundo inciso del artículo 5” que, además, es reiterativo con la solución que ya 
existe en el Derecho Positivo uruguayo. 


Para terminar, voy a hacer un comentario con relación al artículo 8”, que establece que quien no se adhiera al 
SUCIVE podrá acceder únicamente a los seis décimos del monto que corresponde a las partidas mencionadas 
en el artículo 214 de la Constitución. 


La inconstitucionalidad es muy clara. No se pueden condicionar estas partidas a la adhesión al SUCIVE. 
Además en esto quiero prender una luz amarilla porque no es terreno de mi especialidad, creo que se debería 
consultar a un penalista porque me parece que esto es una verdadera extorsión y puede haber un delito por 
acto legislativo. Reitero que prendo una luz amarilla y que no emito opinión porque no es de mi especialidad. 


Con la premura del caso, esto es lo que quiero mencionar. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, le agradecemos la visita. 


Tenemos presente que el proyecto le llegó al doctor Durán Martínez el día martes. En realidad nos 
contactamos con el doctor Delpiazzo, quien está fuera del país; inmediatamente de que nos habló de la 
imposibilidad de estar presente, propuso su nombre. Quiero dejar claro esto. 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- Está claro. He hecho un análisis del proyecto a vuelo de pájaro. Con 
un estudio mayor podría encontrar otras cosas, pero creo que con esto es suficiente. 


SEÑOR ASTI.- Es un placer contar con la presencia del doctor Durán Martínez, aunque no tenemos el 
mismo placer al escuchar algunas de sus observaciones. 


El doctor Durán Martínez se refirió al derecho a la discrecionalidad, que la Constitución otorga a cada uno de 
los diecinueve Intendentes departamentales para ejercer las competencias que la propia Carta establece. 
Aclaro que además de legislador soy contador público, y que salvo algunos cursos que he hecho en la 
Facultad de Ciencias Económicas, no tengo mucha más formación jurídica. Sin embargo, mi práctica en el 
Gobierno departamental de Montevideo y en el ámbito legislativo me ha permitido entender este concepto de 
discrecionalidad, pero de forma distinta a la que plantea el invitado. 


No es en uso de esa discrecionalidad que cada Intendente departamental puede acordar con sus pares en el 
Congreso de Intendentes o en la Comisión Sectorial tal como lo establece el artículo 230 de la Constitución 
de la República la forma de ejercer o percibir determinados derechos. 


Acá no se está fijando una patente única. Los Intendentes pueden fijar otros valores. Sí hay es una condición 
para la forma de distribuir lo que la Constitución de la República establece en el artículo 214 de la 
Constitución. En los últimos dos Presupuestos, en acuerdo con el Congreso Nacional de Intendentes y el 
Poder Ejecutivo insistimos en este punto en el seno de la Comisión Sectorial que prevé el artículo 230 de la 
Constitución y que establece que la distribución del presupuesto nacional se debe hacer sobre la base de ese 
acuerdo, y que si no lo hubiera, el Parlamento decidirá. 


Por lo tanto, se decidió determinada distribución, y se la condicionó, tanto en el Presupuesto de 2005 como 
en el de 2010. 


En este punto, el Parlamento Nacional, de acuerdo con lo solicitado unánimemente por el Congreso de 
Intendentes y el Poder Ejecutivo, agregaría una nueva condición para esa distribución. 


De ninguna manera acá no hay coerción o casi un chantaje que podría tipificarse penalmente. Quisiera que el 
doctor Durán Martínez profundice en esto. Como con cualquier otra condición, se obtiene un monto cuando 
se cumple con ella, y se obtiene otro monto cuando no se cumple. 


Claramente existió voluntad de acordar esa condición, tal como lo establecen los artículos 214 y 230 de la 
Constitución de la República. 


En definitiva, es el Parlamento el que decide cómo se distribuye, a propuesta de esa Comisión y del Poder 
Ejecutivo. No entiendo por qué se considera que se abandona la discrecionalidad, porque precisamente fue 
esta la que le permitió a los diecinueve Intendentes llegar a este acuerdo. 


Tampoco entiendo que existiera algún recurso por lesión de autonomía ante la Suprema Corte de Justicia por 
establecer una condición. Reitero que en los Presupuestos de 2005, de 2010 y en las respectivas Rendiciones 
de Cuentas ha habido modificaciones relativas a los distintos porcentajes, teniendo en cuenta si se cumplen o 
no determinadas condiciones. 


Además, quisiera saber si el doctor Durán Martínez conoce la sentencia de la Suprema Corte de Justicia con 
respecto a la constitucionalidad de la ley de empadronamiento, que tiene algunas vinculaciones con los 
límites de la autonomía departamental y el interés general, que determinó que este Parlamento sancionara la 
ley de empadronamiento de patentes con algunas regulaciones vinculadas con aspectos sustanciales del 
tributo. 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- Conozco la sentencia, que tiene dos discordias muy valiosas que 
comparto plenamente; discrepo con el voto de la mayoría. 


SEÑOR ASTI.- Me refería a la sentencia sobre inconstitucionalidad, que fue unánime, no sobre la 
lesión de autonomía, que tuvo votos discordes. 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- No conozco la de inconstitucionalidad. Conozco la de lesión de 
autonomía promovida por Colonia y, reitero, comparto la posición de las dos discordias. 


Si bien este es un proyecto que no dice "Fíjese una patente única", tiende a ella. Los términos del proyecto 
son muy claros: se habla de la homogeneización de la patente y del Fondo de Tributo Unificado, por lo que, 
reitero, se encamina a la patente única. 


Eso es lo que me parece más importante y lo que constituye es la inconstitucionalidad mayor. Creo que no 
podemos tener una patente única, ya sea impuesta por la ley o por un acuerdo de cada uno de los Gobiernos 
Departamentales. Cualquiera sea el procedimiento por el cual se llegue a una patente única que es lo que 
procura este proyecto de ley, es inconstitucional. 


En cuanto a los acuerdos sobre el sistema de cobro, la discrecionalidad que tienen los Gobiernos 
Departamentales no habilita para extraer el sistema de cobro y de administración del tributo fuera de los 
departamentos. La discrecionalidad es actividad libre pero tiene límites, y entre ellos está la propia 
Constitución. 


SEÑOR POSADA.- Quiero dejar una constancia. 


En la acción de inconstitucionalidad que fue distribuida que no sé si es a la que se refiere el señor Diputado 
Asti algunos miembros de la Suprema Corte de Justicia entienden que no hay legitimación directa, es decir, 
que las personas que plantearon la acción de inconstitucionalidad no reúnen la legitimación activa que exige 
la Constitución de la República. Por lo tanto, desde ese punto de vista esos magistrados no entran al fondo 
del asunto. 


SEÑOR MICHELINI.- Agradezco la visita del doctor Augusto Durán Martínez. 


Creo que nos ilustra con sus observaciones provisorias sobre el proyecto de ley relativo y en un tema tan 
delicado como el de las autonomías departamentales y su vinculación con la Constitución de la República. 


Me cuesta entender que los acuerdos políticos sean inconstitucionales; las leyes o los actos jurídicos de 
determinado tipo son eventualmente inconstitucionales, pero ese es otro debate. 


Los cuestionamientos a este proyecto de ley son los siguientes. Se dice, por un lado, que se "expropia" lo 
digo entre comillas el cometido privativo de fijación de impuestos y tributos departamentales a través de una 
ley, fijando este sistema 


El Poder Ejecutivo ha expresado que esa no es su intención. Por tanto, si se dejase a salvo que las patentes las 
fija cada Gobierno Departamental de acuerdo con el texto constitucional, estaríamos ante un tema opinable 
pero claramente estaría salvado lo que hoy puede ser interpretable o dudoso en la redacción. 


La otra objeción tiene que ver con el artículo 8”. Se dice que por vía indirecta se fuerza porque se establece 
una penalidad o una lógica punitiva a aquellos Gobiernos Departamentales que no acepten, aun salvando la 
objeción de que se les expropia una competencia al establecerse que el tributo de la patente de automotores lo 
fija cada Gobierno Departamental de acuerdo con el procedimiento establecido constitucionalmente. 


Si en vez de una lógica sancionatoria hubiera una lógica de incentivos estableciendo que el Gobierno 
Departamental que asuma este régimen recibirá un incentivo de parte del gobierno nacional, ¿en qué sentido 
se violaría y se haría compulsiva la autonomía departamental? Si se pusieran incentivos en vez de 
penalidades, ¿se podría avanzar en una lógica de interpretación constitucional? 


El tema de la inembargabilidad de los ingresos de los Gobiernos Departamentales por el Fondo vinculado al 
Estado de Derecho y al cumplimiento de la sentencia por parte de las autoridades públicas o de las 
instituciones me parece que es apasionante, y no solo está relacionado con esto sino con muchos otros 
asuntos que no vamos a introducir. Coincido en que si no hay juridicidad, justiciabilidad digamos así de los 
derechos, estar al borde entre aspiraciones es, sin duda, cuestionar al propio Estado de Derecho. Pero esa es 
simplemente una nota al pie comprenderá el doctor Durán Martínez a lo que me refiero que quería dejar 
sentada. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bayardi) 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- Antes de contestar las dos preguntas, quiero hacer una precisión. Los 
acuerdos políticos pueden ser inconstitucionales. No pueden ser declarados como tales por la Suprema 
Corte de Justicia, pero pueden ser inconstitucionales. 


Si se establece en forma clara que son las Juntas Departamentales las que deben aprobar en forma definitiva 
el tributo, evidentemente, se mejora el texto y se evita una duda interpretativa. No salva las otras 
inconstitucionalidades señaladas 


Si el artículo 8% se redacta de una manera distinta, como un incentivo y no como un castigo, también se salva 
su inconstitucionalidad, pero no obvia las otras inconstitucionalidades señaladas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Michelini) 


SEÑOR BAYARDI.- Siempre me ha motivado el derecho constitucional pese a que soy médico de 
profesión. Cuando ingresé al Parlamento, en mi primera Legislatura, me vapuleó la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración en mi primera legislatura, y hubo un 
momento en que pensé: "Nunca más". 


Me voy a permitir hacer algunas preguntas respecto a las inconstitucionalidades que el doctor Durán 
Martínez citó, pero no para debatir sino para que nos ilustre. Quisiera saber cuáles son los preceptos 
constitucionales que entiende se estarían violando en los artículos citados. 


Entiendo y comparto que el texto es poco claro respecto a los procedimientos de fijación de tributos, y que 
cualquiera de las normas que haga referencia a eso ya sea el artículo 4” o el artículo 9” del proyecto de ley 
debería expresar, sin perjuicio de lo emanado de los artículos 275 y del 297 de la Constitución, que es 
iniciativa del Intendente y que debe contar la aprobación de la Junta. 


Lo aclaro desde ya porque es un tema que discutimos en el día de ayer con el profesor Risso. 


Entiendo lo de la discrecionalidad, pero no en qué precepto constitucional se basa el doctor Durán Martínez 
para decir, por ejemplo, que una ley que imponga patente unificada es inconstitucional, como también sería 
inconstitucional un acuerdo. Si la ley lo impone sin los niveles de consulta a los organismos o a las 
instituciones que tengan que pronunciarse el Intendente y la Junta Departamental, yo también consideraría 
que es inconstitucional, pero si el valor único de la patente se acordara entre los Intendentes y tuviera las 
ratificaciones de las diecinueve Juntas Departamentales, no vería que lo fuera. 


Entonces, quisiera saber dónde se basa el doctor Durán Martínez para hablar de la inconstitucionalidad de 
esta hipótesis. 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- No hay ningún artículo en concreto que trate el punto, pero las 
inconstitucionalidades no requieren necesariamente la vulneración de un artículo en concreto. 


Hoy en día hablamos del bloque de constitucionalidad, que incluye a la Constitución y a determinados 
principios supraconstitucionales; básicamente pensamos en los derechos humanos y por eso es que se suele 
hablar del bloque de derechos humanos. No quiero entrar en disquisiciones en ese aspecto 


El tema está en el concepto de discrecionalidad. 


La discrecionalidad es una actividad libre, pero no llega a la arbitrariedad. Es una actividad que tiene límites 
que pueden estar impuestos por el propio derecho positivo o por la razonabilidad, que está en la esencia del 
derecho porque está en la esencia del hombre, que es animal racional. De Aristóteles hasta aquí, todos hemos 
repetido eso. 


De manera que un acto jurídico que atente contra la razonabilidad es contrario a la naturaleza humana y al 
bloque de constitucionalidad. 


La discrecionalidad, entonces, no es de principio, son que es asignada por el derecho positivo porque este ha 
entendido que en ese ámbito no puede haber una actividad reglada, que es la que el derecho pauta en todo 
momento si se actúa o no, cómo y cuándo se actúa. Aquí la discrecionalidad es para ejercer la libertad, 
teniendo en cuenta las circunstancias concretas de cada caso. 


Por eso, quien recibe la discrecionalidad está atado por el principio de razonabilidad, y si se niega a ejercer la 
discrecionalidad, está contraviniendo la regla de derecho y en este caso el bloque de constitucionalidad. Ese 
es el primer punto. 


La otra opción, en cuanto extrae el manejo de los tributos, choca claramente con el artículo 297 que dice 
"decretados y administrados por ellos". De manera que hay una violación clarísima de un artículo de la 
Constitución. 


El otro aspecto ya me he permitido profundizar al contestar la pregunta del señor Diputado Michelini es que 
si esto está pensado para que el tributo lo fije el Congreso de Intendentes, varios artículos de la Constitución 
son vulnerados, y el propio señor Diputado Michelini lo ha dicho. Se puede sanear este aspecto aclarando que 
para la aprobación del tributo rigen las normas constitucionales, la Junta Departamental, etcétera. 


Por otro lado, la adhesión por quince años plantea un problema. 


SEÑOR BAYARDI.- Desde el punto de vista constitucional hay una parte que es la doctrina, y hemos 
sido ilustrados en esta Comisión con respecto al bloque de los derechos humanos, tema que todavía no 
ha quedado incorporado a las sentencias de nuestra Suprema Corte, independientemente de que acá 
hubo mucha voluntad por parte de un profesor de derecho constitucional de incorporarlo. Esto se ha 
dado en ocasión de considerar otro proyecto de ley; él que entendía que era la oportunidad para 
hacerlo. Desde la visita del profesor Risso en alguna oportunidad he tratado de profundizar en esto. 


Entiendo cuál es el marco de fundamento en el que se para el doctor Durán Martínez, pero él comprenderá 
que uno puede creer que no se está vulnerando la Constitución si cada una de las diecinueve instancias que 
tengan que fijar las alícuotas de un proyecto en el marco de lo que la Constitución determina, lo pueden hacer 
en forma coincidente, con los grados de libertad que cada uno de los Ediles pueda tener en su propia Junta 
Departamental. Esto daría para discutir porque estaríamos profundizando desde el punto de vista de los 
elementos que dan sustentabilidad a lo doctrinario. 


De todos modos, quiero hacer referencia a dos cosas. El acápite del artículo 297 dice que son decretados y 
administrados. Voy a un ejemplo. Entre el Intendente y la Junta Departamental de Montevideo se definen los 
impuestos que pago como contribuyente; me mandan un recibo a mi casa y lo voy a pagar a ABITAB. No 
quisiera extenderme acá en el alcance de la palabra "administración", porque el SUCIVE, que está creándose 
en este proyecto de ley, tendrá todas las facultades para llevar adelante los cobros, que lo hará por la vía de 
un contrato. Será discutible si el contrato lo puede firmar el Intendente sin la anuencia de la Junta cada 
Intendente sabe con qué trilla dentro de su lógica de Gobierno, pero me parece que el hecho de que pase a ser 
cobrado no necesariamente está pasando por arriba de lo que la Constitución determina como 
"administración". Creo que ese es uno de los puntos que el doctor Durán Martínez cuestionaba. 


Hay otro aspecto que ha sido planteado acá sobre el que quisiera que el doctor Durán Martínez nos ilustrara. 
¿De qué norma constitucional surge que un contrato de este tipo, que administraría el cobro de las multas, no 
puede ser firmado a quince años? 


Lo aclaro porque hay muchos contratos y quisiera que citara la norma expresa que lo prohibe, a efectos de 
analizar esta salvedad que pone sobre la mesa el doctor Durán Martínez. 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- En primer lugar, quiero decir que el ejemplo del señor Diputado 
Bayardi de la Intendencia de Montevideo y Abitab es perfectamente legítimo; no hay duda alguna de la 
legitimidad de ese procedimiento. No sé si es un acto de concesión o de arrendamiento de servicios, 
porque no he tenido el contrato a la vista, pero en cualquier caso estamos ante una administración 
indirecta o directa, de modo que se respeta el artículo 297. 


Pero una cosa es un Gobierno Departamental particular y una empresa particular a la que se le ha dado una 
concesión o con la que se ha celebrado un contrato de arrendamiento de servicios, y otra que hablemos de 
todos los Gobiernos Departamentales a favor de algo que no sé muy bien qué es porque no he tenido mucho 
tiempo para profundizar acerca de la naturaleza jurídica del SUCIVE ni la Comisión de Seguimiento, que 
prácticamente quedan fuera del dominio de cada departamento. Esa es una diferencia muy grande. 


En cuanto a la pregunta concreta, cuando referí a ese punto dije que partía de la base de que la lectura del 
texto me llevaba a la aprobación por parte del Congreso de Intendentes. Señalé: si esto es así, que es 
inconstitucional. Pero por aplicación del precepto de interpretación conforme a la Constitución o, mejor 
dicho, del bloque de constitucionalidad, entre dos interpretaciones posibles una constitucional y otra 
inconstitucional debo optar por la que más se ajuste al bloque de constitucionalidad. Eso me llevaría a exigir 
la aprobación por cada una de las Juntas Departamentales. 


Pero en este caso me encuentro con el plazo de quince años, que no está en la Constitución, sino en la Ley. 
Orgánica Municipal, con lo cual no objeté la constitucionalidad por ese aspecto. Lo que señalo es que si hay 
que aceptar este contrato por quince años, prorrogable, se requieren dos tercios de votos. 


Ahora bien, el artículo 266 de la Constitución, que establece que los Intendentes y las Juntas Departamentales 
duran cinco años en el ejercicio de sus funciones, debe ser tenido en cuenta. Choca un poco que algo tan 
importante como la potestad tributaria sea resignada por un período mayor al de gobierno. 


SEÑOR BAYARDI.- La norma constitucional tiene un mecanismo para limitar la discrecionalidad de 
los Gobiernos Departamentales, que está establecido en el artículo 300, según el cual el Poder Ejecutivo 
puede observar estas circunstancias ante el Poder Legislativo, que podrá resolver respecto a la fijación 
de impuestos. Pero este no es el caso. 


Lo que digo es que la norma constitucional exige determinado tipo de mayorías para los préstamos o 
endeudamientos que vayan más allá del período de gobierno. No tengo presente ahora el artículo de la Ley 
Orgánica Municipal relativo a los dos tercios; no obstante, no escapa al doctor Durán Martínez que ese 
precepto está basado en una ley y el Poder Legislativo puede modificarla cuando lo entienda del caso, sin 
violar los preceptos constitucionales relativos al endeudamiento en el que se puede incurrir o los vinculados 
con la posibilidad de librar títulos de deuda, lo que sería más complejo. 


La idea central de la comparecencia de quienes nos visitan es ver cómo podemos corregir los aspectos 
fundamentales que contiene el proyecto; por eso reclamo tanto las referencias a los artículos en cuestión. 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- Efectivamente, una ley puede modificar otra. Si se hace la salvedad a 
texto expreso no hay ningún inconveniente en ese punto. Claro que como llegué a esto por una 
interpretación conforme y la ley no menciona la intervención de las Juntas Departamentales y, cuando 
lo hace, de ninguna manera refiere al quórum, tengo que aplicar la ley vigente, porque este proyecto no 
me lleva a la derogación de la que está vigente en ese punto. Por lo tanto, simplemente advertí que si 
esto es así hay que tener en cuenta la ley vigente, que nos dice otra cosa. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bayardi) 


SEÑOR TROBO.- Agradezco al doctor Durán Martínez la exposición que esta realizando que, sin 
duda, es muy importante. 


Voy a hacer una pregunta de concepto y de carácter general con respecto a la orientación de la Constitución 
de la República. En las últimas reformas, nuestra Carta ha ido fortaleciendo el principio de la 
descentralización. La última reforma tiene elementos esenciales que son determinantes en cuanto a un gran 
paso en materia de descentralización, y no tenemos ningún empacho en reconocer que la Administración 
Pública se ha venido orientando en esa dirección, precisamente a partir de la aplicación de algunos artículos 
constitucionales relacionados con el destino departamental de algunos recursos de carácter nacional. 


Esta orientación de los principios constitucionales hacia la descentralización ha venido generando la 
posibilidad de que los Gobiernos Departamentales ejerzan mayor grado de autonomía, en la medida en que 


esa autonomía política y jurídica ahora también tiene un componente económico. 


Entonces, más allá de la justicia de una solución que permitiera que todos los uruguayos pagaran la misma 
patente en cualquier departamento que es indudable, ¿esta solución sigue el camino constitucional que se 
inició hace algunos años o es contraria a ese concepto? 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- Claramente, esta solución va a contramano de la reforma 
constitucional de 1997, que tendió a incentivar la descentralización, a fortalecer la autonomía 
departamental y la institución municipal. Además, incorporó en el artículo 50 un nuevo concepto de 
descentralización, que nada tiene que ver con el concepto técnico jurídico tradicional y se acerca más al 
sentido natural y obvio, pues refiere a la creación de crear polos de desarrollo socioeconómico en el 
interior del país, para lo que previó una serie de incentivos. 


Este proyecto centraliza una vez más en Montevideo una actividad importante, como la de la materia 
tributaria, y retacea recursos a aquellos Gobiernos Departamentales que no adhieran con lo que, sin duda es 
una reforma que va contra el espíritu de la Constitución en la redacción de 1997; es un proceso inverso. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera saber si podría considerarse de interés general tener una patente de 
rodados en ciertos niveles razonables o comunes en todo el país. ¿Eso podría ser parte del interés 
general? 


La segunda pregunta apunta a si la reforma de 1997 modificó el artículo 300 que le da potestad a la Cámara 
de Representantes para resolver sobre la acción del Poder Ejecutivo en relación a los decretos de Gobiernos 
Departamentales que creen o modifiquen impuestos. En realidad va de suyo pero creo que es bueno 
remarcarlo, el Poder Ejecutivo podría hacer una declaración política diciendo que debería haber un umbral de 
patentes de rodado de tal tenor, de tal tipo y cada vez que el Gobierno Departamental crea o modifica ese 
impuesto, apelar ante la Cámara de Representantes. Entonces, la Cámara de Representantes, por mayoría, 
resolverá si el Poder Ejecutivo tiene o no razón y, por tanto, el Gobierno Departamental tendrá que cumplir 
ese acto de la Cámara de Diputados. 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- En primer lugar, la reforma de 1997 no modificó el artículo 300. 


En segundo término, no puede haber interés general contra la Constitución. El interés general es un concepto 
jurídico indeterminado que no es incompatible con el interés particular, incluye al interés particular, incluye 
al interés público y configura un freno para el legislador. El legislador que puede limitar derechos humanos 
expresamente lo establece la Constitución lo puede hacer solamente cuando existe interés general que se 
realiza en cada caso concreto. El legislador no puede usar el interés general como un comodín, como una 
patente de corso para limitar los derechos humanos. De manera que hay que probar que existen derechos 
humanos e interés general para limitarlos. 


La Constitución en el artículo 297 le otorgó discrecionalidad a los Gobiernos Departamentales para crear los 
tributos, no puede el legislador o el Gobierno Nacional establecer un régimen unificado o un padrón. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- De acuerdo con esta mecánica podríamos preguntarnos si el proyecto de ley le 
está reclamando a los Gobiernos Departamentales ceder o renunciar a su potestad tributaria en esta 
materia. 


Entonces, desde el punto de vista constitucional, ¿es posible ceder la competencia o potestad tributaria en 
esta materia? Si no es posible nosotros pensamos que no lo es, los Gobiernos Departamentales podrían volver 
a legislar sobre este tributo fuera del contexto de este acuerdo. Además, me pregunto qué consecuencias 
tendría, además de salirse del sistema. 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- Bueno, que no es posible, es muy claro. Las potestades son 
irrenunciables; la Constitución le asigna potestades tributarias a los Gobiernos Departamentales y no 
pueden renunciar a ellas. Ahora, qué hacen si adhieren al sistema y luego legislan. Bueno, tendría que 
pensarlo. Evidentemente, hay una inconstitucionalidad en el sistema y estando la ley vigente habría 


que declararla inconstitucional. Ahí se crearía un choque entre la ley y el decreto departamental que 
habría que ver cómo se resuelve. 


La posición tradicional en el Uruguay ha sido que las leyes inconstitucionales deben cumplirse hasta que sean 
declaradas tales por la Suprema Corte de Justicia. También hay una corriente doctrinaria que sostiene que 
perfectamente puede, asumiendo las consecuencias, el órgano que debe aplicar la ley, apartarse de ella y, en 
ese caso, decretar el impuesto de acuerdo a cómo lo entiende ese Gobierno Departamental. Es una posición 
doctrinaria minoritaria, pero que existe. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Cuando a un contribuyente se le va a hacer efectivo el cobro de este tributo en 
función de la mecánica que está prevista en el proyecto de ley, puede considerar que es inconstitucional 
porque no intervino o no fue aprobado por la Junta Departamental, y puede reclamar ante la Suprema 
Corte de Justicia. La pregunta es, ¿qué posibilidades de éxito tendría ese contribuyente de quedar así 
el proyecto de ley? 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- Personalmente no puedo adivinar qué es lo que va a decir la Corte. Si 
yo sostengo la inconstitucionalidad, no tengo dudas de que si yo fuese miembro de la Corte así lo 
declaraba pero yo no puede decir qué probabilidades tiene. Si me guío por mi opinión, diría que de un 
100%., pero no soy yo quien juzga; no soy Ministro de la Corte. Acabo de decir que discrepo 
radicalmente con la sentencia de la Corte en mayoría en el caso de Colonia por el tema de patentes; 


Creo que lesiona la autonomía, puede ocurrir que haya algún Ministro de la Corte que opine distinto que yo. 


SEÑOR BEROIS.- Quisiera hacer referencia a las limitaciones y sanciones que se tienen que 
reglamentar, concretamente a los empadronamientos de aquellos que viven o simplemente tienen 
relación con el departamento. 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- Entiendo que el señor Diputado Berois se refiere a las sanciones a 
quienes tienen un vehículo empadronado fuera del departamento donde viven. 


SEÑOR BEROJIS.- Es que ese es el problema real. No me refiero a los que quieran empadronar y son 
del departamento. El tema es quienes no son del departamento, que ni siquiera lo conocen y lo 
empadronan igual. Ese es el tema real. 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- Sin duda que este es un tema muy delicado y yo no les voy a dar la 
solución. 


Creo que tenemos que partir de la base de que la vida de hoy no es como la de hace un siglo, que 
prácticamente vivíamos sin salir de un departamento. Hoy nuestras actividades nos llevan a circular por 
muchos departamentos. Hay quien vive en Ciudad de la Costa y trabaja en Montevideo; hay quien tiene un 
establecimiento rural en San José y vive parte del año en Montevideo; una casa de balneario en Canelones; 
hay quien tiene actividades de agroindustria que tiene un centro de producción en un departamento, la fábrica 
en otro, la oficina de exportación en Montevideo y vive en Canelones; y esa es una realidad que no podemos 
ignorar. Entonces, ¿qué vamos a hacer? ¿Obligarlos a empadronar en cada uno de los departamentos? 


Pienso que tenemos que encarar el tema con una visión realista pensando en la gente y no, como decía 
Alfredo Colmo, el gran civilista argentino, en el "vampirismo fiscal". Tenemos que pensar en la gente de hoy. 


Sé que el MERCOSUR está bastante deteriorado y no es el tema de hoy pero se habla de la libertad de 
circulación entre los países cuando este tema de las patentes está creando barreras internas en el propio 
Uruguay y hay que solucionarlo de la manera que corresponda. 


SEÑOR TROBO.- ¿Este proyecto podría establecer una prohibición a los gobiernos departamentales 
para que tengan alguna acción de control de los empadronamientos en su territorio? 


SEÑOR DURÁN MARTÍNEZ.- Esa pregunta no la he considerado, tendría que pensar la respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del doctor Durán Martínez y reconocemos su 
esfuerzo ya que fue invitado el día martes. 


(Se retira de Sala el profesor Durán Martínez, representante de la Cátedra de Derecho Administrativo de la 
Universidad de la República) 


(Ingresa a Sala el Profesor doctor Juan P. Cajarville) 


Esta Comisión tiene gusto en dar la bienvenida al Profesor doctor Juan Cajarville a los efectos de que dé 
su punto de vista sobre un proyecto de ley de Sistema Unico de Cobro de Ingresos Vehiculares y Sistemas de 
Alumbrado Público Departamentales, a estudio de la Comisión. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Agradezco la distinción que significa esta invitación y anuncio que mi 
exposición va a ser sumamente breve porque el tema es meridianamente claro y se plantea sobre el 
supuesto de normas constitucionales que, seguramente, han sido muy transitadas por los señores 
legisladores. 


El punto de partida para considerar el sistema de cobro y fijación de patentes que se proyecta es, por 
supuesto, el numeral 6”) del artículo 297 de la Constitución que establece que los impuestos a los vehículos 
de transporte son fuente de recursos de los gobiernos departamentales decretados y administrados por estos. 
La afirmación de que son decretados por los gobiernos departamentales coordina con el numeral 3”) del 
artículo 273 de la Constitución que establece que es competencia de las Juntas Departamentales: "Crear o 
fijar, a proposición del Intendente, impuestos, tasas, contribuciones, tarifas y precios de los servicios que 
presten, mediante el voto de la mayoría absoluta del total de sus componentes". A su vez, se coordina con el 
numeral 4” del artículo 275, que trata el mismo tema pero desde el punto de vista del Intendente, y le confiere 
iniciativa en la materia. Quiere decir que estamos en pleno ejercicio de la función legislativa, formal y 
material, por los Gobiernos departamentales, lo cual ocurre en un procedimiento similar al nacional, 
mediante la sanción por el órgano legislativo, en este caso la Junta Departamental, y la promulgación por el 
órgano ejecutivo, en este caso el Intendente. 


A estos actos legislativos que dictan los Gobiernos departamentales la Constitución les llama decretos, lo cual 
coordina con el hecho de que sean decretados por los Gobiernos departamentales. 


Por otra parte, el artículo 274 se relaciona con la expresión que utiliza el numeral 6* del artículo 297, que dice 
que serán administrados por los Gobiernos departamentales. El artículo 274 establece que corresponden al 
Intendente las funciones ejecutivas y administrativas en el Gobierno departamental, la cual cumple a través 
de sus dependencias jerárquicas, y que comprende el ejercicio de la función administrativa en el tema de que 
se trata, en este caso las patentes de los vehículos de transporte. Ambas funciones legislar y administrar en la 
materia se cumplen naturalmente bajo un régimen que está consagrado en la propia Constitución con bastante 
detalle. La Constitución establece la titularidad de esas funciones, titularidad que en el aspecto subjetivo de la 
titularidad del órgano resulta en ambos casos, tanto para los Intendentes como para las Juntas 
Departamentales, de elección por el cuerpo electoral respectivo. La Constitución también consagra un 
régimen de responsabilidad de los titulares y un régimen de impugnabilidad de sus actos, tanto de los actos 
de la Junta como de los del Intendentes. Naturalmente, los legislativos se impugnan a través de la Corte y los 
otros a nivel departamental, con la singularidad de que existen los recursos de los artículos 300 y 303 de la 
Constitución ante la Cámara de Representantes, en cuyo caso la titularidad es de un número de ciudadanos 
del departamento y en el otro caso del Poder Ejecutivo. También la Constitución consagra un régimen de 
control administrativo y financiero, y muchas otras cosas que se podrían seguir enumerando. 


¿Qué hace en esta materia el proyecto de ley? En primer lugar, crea el SUCIVE, cuya naturaleza jurídica tal 
vez sea la de un fondo de afectación, pero creo que no viene al caso. En el artículo 1* se le atribuye todo lo 
que es función administrativa sobre patente de rodados y, eventualmente, otros impuestos. Esto está en los 
incisos primero y tercero del artículo 1”. 


A su vez, este SUCIVE será administrado por un fiduciario profesional, establecido por una Comisión de 
Seguimiento, integrada por miembros designados por el Congreso de Intendentes, la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y el Ministerio de Economía y Finanzas, tal cual lo establece el artículo 1*. 


El régimen jurídico de este fiduciario profesional es de responsabilidad, que nada tiene que ver con los 
titulares de las funciones de los Gobiernos departamentales. El régimen de sus actos nada tiene que ver con 
los emanados de los Gobiernos departamentales. Es diferente la impugnabilidad y el control. Es decir que se 
confiere la administración que la Constitución confía a Órganos electos popularmente y sometidos a un 
régimen que la propia Constitución consagra, y se transfiere esa función administrativa a un profesional 
privado, que está sometido al régimen propio de su profesión, es decir, de derecho privado. El régimen que la 
Constitución consagra para los Gobiernos departamentales no es disponible para el legislador. Es un régimen 
que se impone al legislador. Es decir que el legislador no puede sustituir el régimen constitucional por otro 
distinto. Eso tiene que ver con la función administrativa. 


En cuanto a la función legislativa, sin ninguna duda, en mi opinión, el proyecto de ley la confía al Congreso 
de Intendentes Así, el literal b.- del artículo 3” establece que la Comisión de Seguimiento informará al 
SUCIVE los aforos, las alícuotas y todo otro elemento del impuesto, de acuerdo a lo que resuelva el 
Congreso Nacional de Intendentes. 


El artículo 4” establece que una Comisión integrada por delegados de los Intendentes, de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y del Ministerio elevará una propuesta al Congreso de Intendentes sobre aforo, 
alícuotas y todo otro elemento del impuesto, el que resolverá. Una solución parecida surge del artículo 9”. Es 
decir que lo que está establecido en la Constitución como competencia legislativa de los Gobiernos 
departamentales, con iniciativa privativa del Intendente y con mayoría especial de la Junta para su sanción, 
aquí se transfiere al Congreso de Intendentes. 


Creo que esta solución no resiste el menor análisis desde el punto de vista constitucional. Cada Intendente, en 
su propio departamento, no puede ejercer por sí solo la función legislativa. Tiene iniciativa privativa en el 
tema que estamos considerando y, además, promulga lo que la Junta sanciona, pero de ninguna manera puede 
ejercer función legislativa por sí mismo. 


Por otra parte, los Intendentes no pueden ejercer ninguna función, ninguna potestad, fuera del territorio de su 
departamento, por más materia departamental de que se trate. Si no puede hacerlo cada Intendente, no pueden 
hacerlo los Intendentes reunidos. Es clarísimo que el Congreso Nacional de Intendentes no puede ejercer 
función legislativa en materia departamental. 


También es meridianamente claro que ningún órgano del Estado que reciba competencia de la Constitución o, 
inclusive, de la ley, puede, mediante contrato, transferir el ejercicio de sus funciones a un tercero. Digo esto 
para aclarar que el artículo 2* no justifica las soluciones que estoy criticando. Existe un principio de 
interpretación de normas infraconstitucionales que prevé que siempre que una norma infraconstitucional legal 
o de cualquier otro tipo sea susceptible de más de una interpretación y una de ellas sea constitucional, esa es 
la que deba preferirse. Si ninguna interpretación de una norma infraconstitucional es posible que sea 
adecuada a la Constitución, simplemente esa norma es inconstitucional. Si la norma admite más de una 
interpretación, una o más inconstitucionales y una o más constitucionales, debe preferirse la interpretación 
constitucional por la sencilla razón de que la interpretación constitucional es la que permite la aplicación 
simultánea de la Constitución y de la norma infraconstitucional. 


Si se intentara hacer una interpretación constitucionalizante de este proyecto de ley, requeriría suponer que, 
previamente a todos los mecanismos que esta norma prevé, tanto la Junta Departamental como el Intendente 
hayan ejercido sus funciones en la materia. Dicho en otras palabras, la Junta Departamental y el Intendente 
como colegislador deben haber dictado un acto con fuerza de ley en su jurisdicción que establezca todos los 
elementos del tributo de que se trata, que haya sido luego promulgado por el Intendente y que se hubiera 
cumplido con las competencias constitucionales previas. Si se intentara una interpretación de este tipo del 
proyecto a consideración, en algunos aspectos sería sumamente forzada. Supongamos que hiciera. Entonces, 
el resultado sería que la función homogeneizadora que este proyecto procura simplemente desaparecería en el 
sentido de que no se cumpliría. 


Además de lo que acabo de decir, la interpretación constitucionalizante requeriría limitar al Congreso de 
Intendentes a su función constitucional. ¿Cuál es? Como todos sabemos, el Congreso de Intendentes fue 
creado previamente a su constitucionalización, pero fue constitucionalizado como un órgano de coordinación 
en el marco de lo que en doctrina se llama coordinación paritaria, es decir, coordinación que solo puede 
resultar del acuerdo entre todos los integrantes del órgano al que se encomienda la coordinación. De ninguna 
manera, tal como está concebido constitucionalmente, el Congreso de Intendentes puede dictar decisiones por 


mayoría que vayan más allá de la coordinación política y se impongan como normas vinculantes a los 
Gobiernos departamentales. Ni siquiera se pueden imponer como normas vinculantes a los Intendentes; ni 
qué hablar de que no se podrían imponer como normas vinculantes a las Juntas Departamentales. 


Tal como está redactado, interpretar el proyecto de ley en este sentido, que es limitar al Congreso de 
Intendentes a su función constitucional, requeriría todavía una interpretación más forzada que la que yo 
refería antes. Requeriría interpretar que lo que dice en el sentido de que resuelva el Congreso de Intendentes 
significa que este estaría emitiendo una especie de opinión a ser tenida en cuenta por los Gobiernos 
departamentales. En este aspecto, creo que la interpretación constitucionalizante no cabe de ninguna manera 
y las normas que confieren estas potestades decisorias en materia legislativa al Congreso de Intendentes son 
lisa y llanamente inconstitucionales, inconciliables con la Constitución. 


Esta es mi opinión sobre los puntos más relevantes de este proyecto de ley. Quedo a disposición de los 
señores Diputados para las preguntas que crean conveniente realizar. 


SEÑOR TROBO.- Agradezco al doctor Cajarville por su comparecencia y su ilustración. 


Hay un aspecto complejo que señaló que tiene que ver con la aprobación del Gobierno departamental 
mediante decreto departamental, mensaje del Intendente y aprobación de la Junta para que esto pudiera 
operar en último caso, si se lograra el ambiente político necesario. Ahora bien, en relación con las mayorías 
exigidas por la Constitución y la ley, ¿aquí juega la Ley N” 9.515 en el sentido de que si el compromiso que 
asume el Gobierno departamental va más allá del plazo de la Administración requeriría una mayoría especial 
para la aprobación por parte de la Junta? 


SEÑOR CAJARVILLE.- Me parece que no cabe duda al respecto. Salvo que existiera una excepción 
expresa, también habría que conciliar las dos leyes. Como manda el Código Civil, las leyes deben 
aplicarse conciliándolas y no suponiendo derogaciones donde cabe la posibilidad de conciliación. 


SEÑOR TROBO.- La Constitución de la República se ha orientado, en particular en los últimos años, 
hacia una mayor descentralización como se le llama, que podría traducirse en un mayor nivel de 
autonomía y una mayor participación en recursos generados a nivel central en el desarrollo 
departamental y local. A su juicio, ¿este proyecto coincide con la línea constitucional de la reforma de 
1997? 


SEÑOR CAJARVILLE.- Cuando me referí a la competencia de coordinación política que la 
Constitución atribuye al Congreso de Intendentes, omití decir a pesar de que lo tenía escrito, porque 
simplemente no viene al caso que la otra competencia que expresamente le atribuye es la que establece 
el artículo 230. El apartado B) del inciso quinto de dicho artículo se refiere a la formación de una 
Comisión Sectorial en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto "que estará exclusivamente integrada 
por delegados del Congreso de Intendentes y de los Ministerios competentes, la que propondrá planes 
de descentralización que, previa aprobación por el Poder Ejecutivo, se aplicarán por los organismos 
que corresponda ". 


Es decir que, además de la competencia de coordinación que la Constitución prevé expresamente para el 
Congreso de Intendentes, hay otra competencia que tiene que ver, precisamente, con planes de 
descentralización. Yo omití referirlo porque este proyecto de ley tiene cualquier cosa menos una tendencia 
descentralizadora. Tiene una tendencia claramente centralizadora al dar injerencia al Ministerio de Economía 
y Finanzas, a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, en materias en las que claramente no la tienen. Me 
parece que tiene una orientación manifiestamente centralizadora. 


SEÑOR MICHELINI.- Agradezco la presencia del doctor Juan Pablo Cajarville. Nos parece que sus 
comentarios y observaciones engalanan esta Comisión. Naturalmente, en la medida en que son 
realizados con cierta premura, asumimos que hay un espacio de reflexión no acabada y, por lo tanto, 
no le atrapamos la palabra al pie de la letra. 


La primera pregunta que quiero realizar es si puede entenderse me parece que está en el sustrato de este 
proyecto que hay un interés general de tener un sistema racionalizado de cobro de patente de rodados que de 
alguna manera evite todas las complejidades que han existido al respecto desde hace muchos años. 


Me parece que el doctor Cajarville hace un especial énfasis en el artículo primero, en la función 
administrativa, pero en las observaciones constitucionales que venimos escuchando de este proyecto se dice 
que "se expropia” entre comillas el cometido de fijación de tributos de los Gobiernos departamentales para 
pasarlo a otro ente que sería el SUCIVE, con previo pronunciamiento del Congreso de Intendentes. El Poder 
Ejecutivo ha expresado que esa no es la intención del proyecto. Tal vez, si se especificara expresamente que 
esto es sin perjuicio de los cometidos que tienen en materia legislativa el Intendente y las Juntas 
Departamentales en cada caso, se salvaría razonablemente la intención expresada por el Poder Ejecutivo, ya 
que hoy puede dudarse de ella. 


El segundo bloque de observaciones tiene que ver con el artículo 8”. Se dice que en forma indirecta se está 
imponiendo el ejercicio en determinada dirección al establecerse sanciones, condiciones o penalidades a los 
Gobiernos departamentales que no vayan en ese sentido. La pregunta es si en lugar de sanciones, condiciones 
o penalidades se pueden establecer beneficios o incentivos a los Gobiernos departamentales que, de acuerdo a 
la Constitución y ejerciendo su función legislativa, adhieran al sistema de este proyecto de ley. Creo que de 
esta forma se estaría sorteando o constitucionalizando razonablemente la interpretación. 


Por último quiero saber si la reforma de la Constitución de 1997, con ese proceso descentralizador, modificó 
de alguna manera el artículo 300, porque, en última instancia, en mi humilde saber, el control de los 
impuestos departamentales lo ejerce la Cámara de Representantes por vía de apelación del Poder Ejecutivo 
en aras del interés general, y entiendo que el interés general no tiene que ver con la constitucionalidad sino 
con el mérito u oportunidad. Para mí eso es clave, porque si así fuese el Poder Ejecutivo podría decir a los 
Intendentes que toda vez que se cree o modifique un impuesto se va a apelar a la Cámara de Representantes 
por razones de interés general para que no se modifique. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Espero haber recogido todas las preguntas. 


En primer lugar, con respecto a la existencia de un interés general de que exista un régimen relativamente 
coherente y unificado en todos los Gobiernos departamentales en materia de vehículos de transporte con todo 
lo opinable que pueda ser definir en qué consiste el interés general en cada caso, podría admitirse que sí, que 
existe un interés general con una cierta uniformidad en la tributación en esta materia. También la 
Constitución, al distribuir las competencias entre los órganos del Estado y las materias sobre todo la 
tributaria, lo hace atendiendo a razones de interés general. Es el constituyente quien, al distribuir 
competencias entre el Gobierno nacional y el Gobierno departamental ha entendido, expresa o 
implícitamente, que esa distribución de competencias es de interés general. De manera que cualquier 
apelación al interés general debe partir del supuesto del respeto de la distribución de competencias que hace 
la Constitución. 


La apelación al concepto de expropiación francamente no lo había pensado, y ahora que lo pienso creo que 
no es pertinente. La expropiación es un instituto previsto en la Constitución y elaborado por la ley para otras 
circunstancias, para la privación de la propiedad sobre un bien determinado que es propiedad de un particular. 
No veo cómo se puede apelar al concepto de expropiación en esta materia cuando lo que se pretende hacer 
por ley es privar de su competencia, no de su propiedad, a órganos de los Gobiernos departamentales. De 
manera que, francamente, no alcanzo a ver, ni siquiera ahora que se me sugiere, la aplicación del concepto de 
expropiación en este tema. 


En cuanto al artículo 8”, Penalidades, y a su eventual sustitución por el término beneficios, la Constitución 
prevé la contribución de recursos de índole nacional para financiar a los Gobiernos departamentales, pero 
comete ese régimen, ese sistema, a lo que el legislador establezca. Creo que el legislador puede, siempre que 
respete las disposiciones constitucionales y no actúe con desviación de poder por ejemplo, privando de su 
asistencia a un Gobierno departamental según su orientación política, así como establece la distribución de 
recursos nacionales, condicionar la atribución de recursos nacionales a determinadas conductas que adopten 
los Gobiernos departamentales. Eso es legítimo, inclusive con esta reforma constitucional. Es uno de los 
pocos instrumentos que tiene el Gobierno nacional para coordinar las políticas de los Gobiernos 
departamentales. En nuestra Constitución, el régimen de los Gobiernos departamentales está singularmente 


privado de mecanismos de coordinación. Recién con la creación de este Congreso y nada más que como una 
coordinación paritaria, como dije apareció algún mecanismo para coordinar las políticas de los Gobiernos 
departamentales. Supongo que con esto doy respuesta a la pregunta del señor Diputado Michelini. La ley, que 
es la que establece la distribución de la asistencia financiera del Gobierno nacional a los Gobiernos 
departamentales, puede someterlos a condicionamientos o penalidades si se les quiere llamar así, aunque yo 
creo que no, que simplemente serian condicionamientos de la asistencia y también establecer incentivos para 
fomentar la orientación de los Gobiernos departamentales en un sentido o en otro. 


En cuanto al artículo 300, creo que ha subsistido tal como estaba en la Constitución anterior, no ha sido 
objeto de modificación, de manera que permanece con todo su vigor, y en todo caso deberá conciliarse con 
las reformas posteriores. Pero, en mi opinión, de ninguna manera puede entenderse modificado por la 
incorporación de una solución en otro artículo, teniendo en cuenta que no ha sido objeto de modificación. Yo 
he sostenido esto a propósito de la creación de las Juntas locales hoy llamados Municipios a través de una ley 
nacional, cuando la Constitución dice claramente que deben ser creadas por los Gobiernos departamentales; 
creo que el mismo criterio se aplica aquí: las normas de la Constitución que no han sido modificadas, 
mantienen toda su vigencia, a pesar de las modificaciones que sufran otros artículos. 


SEÑOR BEROJIS.- Quisiera hacer una pregunta muy concreta con respecto al artículo 3”, que crea la 
Comisión de Seguimiento. 


Me gustaría saber qué naturaleza jurídica tiene esta Comisión para el doctor Cajarville, de acuerdo con las 
potestades que se le otorgan, y si es importante modificar la redacción para que quede mejor definida. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Es una buena pregunta. 


Si tuviera que dar una respuesta ahora hago la salvedad que me hizo el señor Diputado Michelini, de la 
mayor reflexión diría que se trata de un órgano de la Administración central; creo que no cabe otra 
posibilidad. 


En toda esta materia hay incertidumbres muy grandes; inclusive, no se sabe bien qué es y dónde se ubica el 
Congreso de Intendentes. Por tanto, si se me pide una respuesta, esta es la que puedo dar el día de hoy, con 
todas las salvedades del caso. 


SEÑOR ASTI.- Lamento no haber podido escuchar la exposición del doctor Cajarville, pero tuve que 
asistir a otra Comisión en la que soy integrante titular 


Ante una pregunta formulada por otro Diputado, el doctor Cajarville se refirió al Congreso de Intendentes y a 
cómo figura su actuación en la Constitución de la República, y mencionó, precisamente, al artículo 230 de la 
Carta, que refiere a la formación de una Comisión Sectorial con fines de descentralización. Pero esa 
Comisión, creada por el artículo 230 de la Constitución y referida en el literal C) del artículo 214 está 
destinada el informe que presente a fijar el porcentaje del Presupuesto nacional que le corresponde a cada 
Gobierno departamental, aunque luego, tal como muy bien dijo el doctor Cajarville, es el Parlamento el que 
aprueba esto y, eventualmente, puede condicionar el otorgamiento. 


Quería referirme a estas dos menciones de la Comisión Sectorial porque, si bien en un aspecto tiene todos los 
efectos descentralizadores que menciona su creación, el artículo 214 de la Constitución le asigna un papel 
específico, lo cual se menciona en el artículo 8” de este proyecto de ley, en el que se establece que habrá un 
condicionamiento para que esa distribución se haga con uno u otro porcentaje. Creemos que esa condición 
está dentro de las competencias que establece el artículo 214 de la Constitución, y que el Parlamento lo puede 
aprobar, tal como comentaba nuestro invitado. 


De todos modos, me gustaría conocer la opinión del doctor Cajarville. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Como acabo de explicar, no tengo objeciones al artículo 8” aisladamente. 
Creo que dentro de las potestades del legislador, al disponer el régimen de asistencia del Gobierno 
nacional a los departamentales, está la de establecer condicionamientos, aunque puede llamársele 
incentivos o penalidades. 


Reitero que no tengo objeciones al artículo 8” en sí mismo. 
SEÑORA LAURNAGA.- Tal vez algunas de mis dudas ya fueron aclaradas. 


De todos modos, quería hacer la siguiente consideración. Si bien la descentralización tiene un objetivo 
político, y orienta la reforma constitucional, hay límites para ella, básicamente, porque algunas acciones 
descentralizadoras podrían, eventualmente, poner en riesgo la integración nacional, que es un elemento que 
intenta preservarse en todos aquellos aspectos descentralizadores que se han incorporado, tanto en la 
Constitución como en la ley. Entonces, me gustaría saber cómo puede articularse el objetivo de unidad 
nacional, y de responsabilidad sobre el desarrollo nacional, con algunas situaciones de competencia local o 
departamental que generen conflictos regionales, inequidades o distorsión, porque es el tema de fondo. Por 
tanto, ¿estas consideraciones son de carácter político o jurídico? No hago esta pregunta por lo que el doctor 
Cajarville haya dicho, sino por la discusión que se ha dado y que, seguramente tenga lugar aquí. 


En síntesis, me gustaría saber cómo se puede articular la unidad nacional con ciertas cosas que algunos 
podemos considerar excesos de las competencias departamentales, y que han llevado a procesos de 
desestructuración, de inequidad y de tensión. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Podría contestar muy brevemente diciendo: "Reformando la Constitución". 
Pero vamos a no ir a ese extremo y a explicar cómo podemos hacerlo con la Constitución que tenemos. 


Nuestra Carta carece de mecanismos de coordinación de las políticas de los diecinueve Gobierno 
departamentales entre sí, y de las políticas de estos Gobiernos con la política nacional; es un déficit de 
nuestra Constitución. El único mecanismo de coordinación que está confiado al Poder Ejecutivo es el del 
recurso ante la Cámara de Representantes contra los decretos departamentales que crean impuesto. Es la 
única potestad que tiene una autoridad nacional para coordinar, en un aspecto muy específico como el 
tributario, la política de los diecinueve Gobiernos departamentales entre sí y con el Gobierno nacional. 
Además, a través de este mecanismo ni siquiera es el Poder Ejecutivo el que resuelve, sino la Cámara de 
Representantes. Reitero que ese es el único mecanismo de coordinación. 


Si esa es la solución, no es posible que el legislador establezca mecanismos y confiera potestades al Poder 
Ejecutivo, inclusive, al Poder Legislativo, para crear otros mecanismos de coordinación que se impongan a 
los Gobiernos departamentales. Conferir potestades a órganos nacionales que impongan soluciones de 
coordinación a los Gobiernos departamentales, en mi opinión, no es posible sin modificar la Constitución. 


Ahora bien, ¿qué puede hacer el legislador en esta materia? La Constitución, al mismo tiempo que crea con 
mucho detalle en lo orgánico, lo funcional y lo electoral a los Gobiernos departamentales, es muy parca al 
distribuir las competencias entre lo nacional y lo departamental. 


Hace un rato dije al pasar que la materia en que hay una distribución de competencias entre lo nacional y lo 
departamental es, precisamente, en la de los recursos de los Gobiernos departamentales, en materia tributaria, 
ya que establece qué impuestos son departamentales y cuáles también lo son pero deben ser establecidos por 
el legislador nacional. Esa es, prácticamente, la única materia; el resto de la materia departamental queda 
librada al legislador. [11:51:36| Y así ha pasado que materias que en una época fueron departamentales 
pasaron a ser nacionales y viceversa. Me viene ahora a la memoria el abasto de carne, que en algún momento 
fue departamental y después pasó a ser nacional, pero solo para Montevideo y no para el resto. En fin, hay 
materias en las que el legislador determina si son departamentales o nacionales, y es ahí donde tiene campo. 
En aquellas materias donde el legislador entienda que es necesario que haya una política igual en todo el 
territorio de la República, la solución que tiene, salvo que haya un precepto constitucional que se oponga, es 
decir: "Esta materia ya no es municipal; es nacional". O viceversa, si lo que se quiere es, precisamente, 
atender las singularidades de cada departamento, la vía es decir: "Esta materia deja de ser nacional y pasa a 
ser departamental". 


Ese es el camino, con la Constitución, para lograr lo que preocupa a la señora legisladora. 


Ahora bien: esto no se puede hacer en la materia que nos ocupa. ¿Por qué? Porque aquí la Constitución dice 
que eso es materia departamental y establece quién la ejerce. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- En el artículo 8” del proyecto se establece la sanción, condición o penalidad 
para quien no adhiera o incumpla, y se afecta la distribución de los recursos constitucionalmente 
establecidos sobre los tributos nacionales destinados a los Gobiernos departamentales. Quisiera saber 
qué naturaleza tiene esa sanción y si es constitucional sancionar de esa forma, por ejemplo, el 
incumplimiento. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Yo no lo definiría como una sanción, sino como un condicionamiento del 
régimen de asistencia financiera nacional a los Gobiernos departamentales, régimen de asistencia 
financiera cuya existencia está prevista en la Constitución, de manera que no se puede suprimir, pero 
cuyo régimen está librado al legislador. Entonces repito, cuando el legislador consagra ese régimen, 
puede establecer condicionamientos. En algunos casos, podrán llamarse "sanciones" entre comillas y 
en otros, "incentivos" entre comillas, pero en definitiva son condicionamientos que el legislador, como 
quien es competente para regular el régimen de esa asistencia, puede establecer. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Comparto que es condición cuando es adhesión, pero cuando es 
incumplimiento, indudablemente, es una penalización. 


SEÑOR CAJARVILLE.- En ese caso, la condición es el incumplimiento; no es no adherir al sistema, 
sino que es incumplir. 


SEÑOR POSADA.- Si bien la respuesta a la pregunta que formularé fue dada implícitamente en la 
intervención general que hizo el doctor Cajarville, creo que vale la pena expresarla para que quede 
claro cuál es su opinión. 


La pregunta es si es posible que este proyecto, con modificaciones, pueda volverse constitucionalizable, por 
utilizar una palabra que fue referida en la intervención de nuestro invitado. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Cuando ensayé una interpretación constitucionalizante dije que el primer 
requisito para constitucionalizar ya no sería una interpretación constitucionalizante; sería una 
modificación del proyecto que lo hiciera constitucional. Debería respetar la competencia del Gobierno 
departamental para fijar el tributo, lo cual significa fijar todos los factores que lo determinan: el aforo, 
los porcentajes, la forma de pago. 


Para que este proyecto, modificado, fuera constitucional, en primer lugar, debería respetar que la patente a los 
vehículos de transporte la fija la Junta departamental de cada departamento para ese departamento, con 
promulgación del Intendente de cada departamento y para ese departamento. En segundo término, habría que 
modificar las potestades que se atribuyen al Congreso de Intendentes, que aquí son claramente de legislar 
para los diecinueve departamentos, lo cual me parece insostenible e indefendible bajo ningún concepto. Todo 
lo que implica decisiones del Congreso de Intendentes sobre la materia de este tributo debería desaparecer. Y 
si se quiere que el Congreso de Intendentes de alguna forma participe, habría que prever cómo dando alguna 
opinión, en fin, pero de ninguna manera estableciendo actos imperativos. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Michelini) 


———Ahora bien: si se respeta todo eso, creo que quedamos en la situación actual, sin este proyecto de ley. Es 
decir que todo va a depender de que los Gobiernos departamentales accedan a una coordinación paritaria y 
dicten los actos de su cumplimiento a través de sus Juntas departamentales y de sus Intendentes. Sería poco 
lo que se cambiaría con respecto a la situación actual. Todo dependería de la voluntad coordinadora política 
de los diecinueve Gobiernos departamentales. 


SEÑOR PÉREZ GONZÁLEZ.- Hay un aspecto que no entendí. El doctor Cajarville habla de que cada 
uno de los Gobiernos departamentales tiene que aprobar el tributo, pero para mí el centro del tema 
radica en la creación de un fondo. Entonces, ¿es imposible la creación de un fondo, aun cuando haya 
voluntad de los Gobiernos departamentales? Porque acá se habla de la creación de un sistema de cobro 
que implica todo un sistema de reintegro a los Gobiernos departamentales que es la clave del proyecto, 


porque lo que está en juego es la financiación, es decir, cómo los Gobiernos departamentales mantienen 
el ingreso desde el punto de vista económico. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Pido disculpas al señor Diputado por discrepar con su posición. Tal vez se 
trata de una deformación profesional mía, pero desde mi punto de vista, la clave del proyecto es la 
violación grosera de las competencias departamentales. En el aspecto financiero creo que se pueden 
crear mecanismos de asistencia que tengan en cuenta el tema de las patentes de los vehículos de 
transporte. Como acabo de explicar, los mecanismos de asistencia financiera del Gobierno nacional a 
los Gobiernos departamentales son materia legislativa y el legislador los puede regular, respetando los 
esquemas constitucionales. El esquema constitucional aquí es que la competencia para establecer los 
impuestos a los vehículos de transporte es de los Gobiernos departamentales y no se puede transferir a 
un sistema como este que se crea, porque toda la función administrativa que constitucionalmente 
corresponde a los Intendentes se transfiere al SUCIVE y toda la función legislativa que 
constitucionalmente corresponde a los Gobiernos departamentales a través de la Junta departamental 
y el Intendente se transfiere al Congreso de Intendentes. 


Entonces, desde mi punto de vista admitiendo que puede ser una deformación profesional, pero yo creo que 
el respeto a la Constitución debe ser común a todos y no solo a quienes nos dedicamos a estudiarla, el tema 
clave en este proyecto es el avasallamiento de las competencias de los Gobiernos departamentales. 


SEÑOR BAYARDI.- Creo que cuando consultamos, a profesores, abogados y gente del derecho, sobre 
constitucionalidad y cuestiones administrativas, lo hacemos para mejorar los proyectos que son puestos 
a consideración del Cuerpo. 


Por otra parte, muchas veces al legislador le compete interpretar, ya sea la Constitución o las leyes, cayendo 
en las interpretaciones auténticas de las construcciones formales. Yo acá no voy a interpretar; voy a hacer 
algunas consideraciones para lo que entiendo que debería dar claridad y mejorar este proyecto desde el punto 
de vista de su constitucionalidad, porque el punto central del cuestionamiento son las atribuciones conferidas 
en los artículos 273 y 296 de la Constitución. Es decir, a la iniciativa del Intendente y a la sanción por parte 
de la Junta departamental de los tributos, en este caso, la patente de rodados. 


Más allá de las apreciaciones políticas de los miembros de las Comisiones que, en nuestra calidad de 
Presidente, hemos tratado de limitar, pero admitiendo las consideraciones políticas de los invitados ya que 
una vez que los llamamos no podemos negarnos a que las hagan, me quiero concentrar en este punto, que es 
el de la eventual inconstitucional determinada por la interpretación que se hace de la sustracción de las 
atribuciones del Intendente y de la Junta departamental. 


Yo soy médico de profesión y muchas veces he dicho que a lo largo de mi vida, por lo menos política y 
parlamentaria, he visto poco a los abogados apelar a la Constitución para defender derechos en términos 
generales y, en las causas jurisdiccionales, no he encontrado ningún fallo que me motive, desde el punto de 
vista de la defensa de los derechos, apelando a la Constitución. No obstante ello, voy a hacer la consideración 
de que el artículo 262 de la Constitución que refiere al Congreso de Intendentes dice que habrá un Congreso 
de Intendentes, menciona por quién estará integrado y que su fin es el de coordinar las políticas de los 
Gobiernos departamentales. 


Todos sabemos que hay algo que se ha dado en llamar "guerra de patentes"; hay quienes dicen que tiene 
veinte, treinta o cincuenta años; eso no importa; no me acuerdo si los carros del siglo XIX estaban 
patentados, pero durante el siglo XX la tuvieron. 


Acá hay un esfuerzo del Gobierno nacional y de los Gobiernos departamentales para coordinar una de las 
políticas, que es la política tributaria en materia de patente de rodados. En mi opinión, es un esfuerzo 
importante que llega con un acuerdo global del Gobierno nacional y de los diecinueve Intendentes e 
Intendentas. Entonces, nosotros deberíamos hacer el esfuerzo de mejorar el proyecto en lo que tiene que ver 
con los flancos o con las violaciones constitucionales que pueda tener. 


En primer lugar, quisiera saber si se entiende que preservando, a texto expreso no sería este proyecto, las 
funciones constitucionales que corresponden al Intendente y a las Juntas departamentales me voy a referir a 
las otras consideraciones, pero como esta, en mi opinión, es el eje central, ubicado en los artículos 4” y 9* del 


proyecto, es dable pensar que un acuerdo de políticas entre el Congreso de Intendentes y el Poder Ejecutivo 
puede ser admitido como legítimo. Digo esto porque implicaría que cada Intendente acordara los aforos y las 
alícuotas y que las Juntas departamentales los convalidaran. Hoy esta es información general; no sé si el 
profesor Cajarville lo sabe, diecisiete de diecinueve Intendencias del país facultan a sus Gobiernos 
departamentales para que el Intendente fije la alícuota. El rango de alícuota es de un nivel tal que le da 
posibilidades para moverse. Reitero que son diecisiete de las diecinueve Intendencias. Otro tema sería si lo 
facultativo es delegativo o no. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Si el Presidente me permite, quisiera contestar una alusión. 


Durante muchos años ejercí el derecho público como abogado del Banco Central y, de manera simultánea, lo 
ejercí privadamente en temas que nada tenían que ver con el Banco Central. En general, quienes ejercemos el 
Derecho Administrativo privadamente y en materia jurisdiccional, lo hacemos defendiendo, con razón o sin 
razón, lo que creemos que son derechos de particulares. 


Desde el punto de vista doctrinal, sé que el doctor Bayardi es médico, pero también sé, por su actuación 
pública, que no es indiferente a los temas jurídicos. Como él decía que pocas veces ha visto en doctrina 
defender derechos, yo podría permitirme el atrevimiento de sugerirle la lectura de un artículo mío sobre el 
artículo 72 de la Constitución que, precisamente, está dedicado a los derechos de los individuos frente al 
Estado y entre ellos. 


SEÑOR BORSARI.- ¿Dónde está publicado? 


SEÑOR CAJARVILLE.- En dos libros publicados sobre Derecho Administrativo, que es una 
recopilación de trabajos míos, y ese artículo se llama: "Los principios generales de derecho en la 
Constitución uruguaya". 


En cuanto a si el proyecto de ley recoge un acuerdo de coordinación realizado en el Congreso de Intendentes, 
lo hace con manifiestas inconstitucionalidades. Un acuerdo del Congreso de Intendentes no subsana las 
inconstitucionalidades de un proyecto de ley o de una eventual ley que se dicte creyendo recoger ese acuerdo 
de coordinación entre los Intendentes. 


Por otra parte, los acuerdos de coordinación que se puedan celebrar en el Congreso de Intendentes, por más 
unánime que puedan llegar a ser, de ninguna manera comprometen a las Juntas departamentales creándoles 
sujeciones a esos acuerdos y de eso se trata en este proyecto. Reitero que este proyecto no respeta las 
competencias que la Constitución atribuye en esta materia a las Juntas departamentales y a los Intendentes 
como colegisladores, y tampoco respeta las competencias administrativas del Intendente que se transfieren al 
SUCIVE, administrado por un fiduciario profesional. 


SEÑOR BAYARDI.- Conozco el artículo doctrinario del doctor Cajarville porque, además, fue un 
tema que discutimos no hace mucho tiempo en lo que tiene que ver con el artículo 72. No obstante ello, 
mi referencia no hacía valoración de la doctrina. Hacía referencia a que no he conocido defensas ni 
sentencias en juicio que se basaran pura y exclusivamente en los derechos que consagra la 
Constitución, pero pueden existir, porque no tenido posibilidad de leer la mayoría de las sentencias. Lo 
que digo es que, normalmente, no se invocan, aunque ninguno de los derechos consagrados por la 
Constitución debería dejar de aplicarse por falta de reglamentación. A esto me refería, y no hacía 
ninguna alusión en particular. 


De todos modos, comparto la observación que se hace, aunque uno puede deducir como lo hace el doctor 
Cajarville que lo que está dicho le está pasando por arriba a las facultades constitucionales que tienen los 
Intendentes y las Juntas. En realidad, como dije que lo que se quiere es salvar las inconstitucionalidades por 
algo invitamos al doctor Cajarville, si el proyecto consagrara una vez que hay acuerdo la preservación de las 
facultades constitucionales del Intendente y la Junta Departamental, la pregunta concreta es si en lo relativo a 
este tema, usted entiende que se subsanaría la inconstitucionalidad, una vez que se preserva la facultad. Yo 
estoy de acuerdo. La facultad es votar una alícuota diferente por departamento o votar la misma. Veremos 
cuál es la responsabilidad de cada uno de los actores, porque la libertad queda determinada por la 
responsabilidad para actuar, ya sea de los Intendentes que acordaron o de la Junta Departamental. Entonces, 


reitero que la pregunta concreta es si en el caso de que el proyecto salvaguarde las potestades que la 
Constitución asigna al Intendente y a las Juntas Departamentales, a criterio del doctor Cajarville, se salvarían 
estas gruesas inconstitucionalidades, como fueron calificadas. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Tanto cuando planteé la posibilidad de una interpretación 
constitucionalizante del proyecto tal como está, como cuando respondía a una pregunta del señor 
Diputado Posada, que se refirió concretamente a la posibilidad de modificar este proyecto en ese 
sentido, creo haber afirmado con claridad si no fue así, lo aclaro ahora que si se respetaran las 
competencias de la Junta Departamental y del Intendente como colegislador en el sentido de regular 
este tributo en todos sus aspectos y, por otra parte, se respetaran las competencias administrativas del 
Intendente en tanto jerarca de la administración municipal, efectivamente, desaparecerían mis 
objeciones en ese aspecto. Si se respetaran las competencias de la Junta Departamental y del 
Intendente como colegislador, necesariamente, desaparecerían las potestades de legislación que se 
confieren en este proyecto al Congreso de Intendentes, y si eso se subsanara, desaparecerían mis 
objeciones. 


SEÑOR BAYARDI.- Creo que para interpretar este proceso hay que ponerse en la posición de los 
actores que lo negociaron. Se debe analizar qué pasó acá, qué pasó allá, cómo estuvo planteado el tema, 
porque teníamos alguna duda en este sentido. Pero, cuidado: en esto hay una suerte de "Antón 
Pirulero", aquello de que cada cual atienda su juego. Se ha dicho muchas veces que hay Intendencias 
que pierden y otras que ganan. Acá ninguna Intendencia pierde. Acá el Estado, globalmente, desde sus 
rentas generales, que construimos entre todos, aporta una parte muy importante de la solución de este 
problema. 


Entonces según la información que tenemos, que profundizaremos en la tarde de hoy con el Poder Ejecutivo. 
No está ni estuvo limitada la potestad de que cada Gobierno Departamental deba cumplir los preceptos 
constitucionales y fije la patente de rodados de acuerdo con lo que la Constitución determina. De lo contrario, 
esto puede llevar a que un contribuyente de un departamento determinado como se planteó aquí, vaya por la 
vía de la inconstitucionalidad y plantee que la patente de rodados que le fijaron es inconstitucional. Esa vía 
va a estar abierta, así como la posibilidad de que el Intendente deba enviar una iniciativa al Gobierno 
Departamental y este sancione; según la información que tengo, van a estar todas las vías abiertas. Entonces, 
eso hay que plasmarlo de alguna manera. 


El otro problema que planteaba el doctor Cajarville es el de la administración, el de decretar y administrar. 
Deberíamos profundizar en el alcance de cada una de las palabras. Puedo poner como ejemplo el caso de la 
Intendencia de Montevideo, que decreta y administra mis tributos, la patente y la contribución inmobiliaria, 
aunque aclaro que no pago contribución inmobiliaria porque no soy propietario ni promitente comprador. A 
lo que apunto es a que, desde el punto de vista de la gestión de cobro de mis obligaciones tributarias, la 
Intendencia de Montevideo ha dispuesto, sin sanción ni aval de la Junta Departamental, que me las cobre un 
agente de cobro, en mi caso, Abitab. 


En realidad, según tenemos entendido, el contrato que se va a firmar no implica nada más que pasar al 
sistema que se crea cuál va a ser el aforo, la alícuota de una patente de rodados determinada. 


Hago un paréntesis para trasmitir la preocupación que trasmití a los Intendentes. Mi principal preocupación 
no es el aforo ni la alícuota, sino las multas. Eso me hace temblar, y pediría que las multas sean fehacientes, 
porque tener que recorrer seiscientos kilómetros para discutir con un inspector de otro departamento, me 
puede llegar a poner un poco nervioso. 


A lo que apunto es a que si lo que estoy transfiriendo en el contrato es lo que ha definido el Gobierno 
Departamental según lo que la Constitución determina aforo y alícuota convalidados por la Junta 
Departamental para que lleve adelante el cobro de mi patente, no creo que esté renunciando a ninguna 
potestad de administración, porque va a fijar la alícuota, va a fijar el aforo, va a ponerme las multas que 
quiera y la mora que defina. Entonces, creo que transferir las gestiones para el cobro del tributo de patente de 
rodados no sería violatorio de ninguna potestad de administración. 


En cuanto a la obligación que se asumiría en el contrato de informar los valores de aforo, las alícuotas y otros 
elementos para calcular el valor de la patente cuando, seguramente, va a ser software que emitirá cada una de 


las patentes, no sé por qué el doctor Cajarville le da el alcance de "renunciar a la función de administración". 
No me queda claro. 


SEÑOR ASTI.- Iba a formular la misma pregunta que ha hecho el señor Diputado Bayardi, por lo que 
simplemente quiero hacer alguna precisión. 


El señor Diputado Bayardi hacía referencia a la decisión de algunos Gobiernos Departamentales de ceder la 
cobranza a determinados organismos. Eso fue posible por una modificación de la Ley Orgánica Municipal 
que en algún momento deberemos llamar ley orgánica departamental. 


En otra intervención se habló de la discrecionalidad que deben tener el Intendente y cada Junta 
Departamental para regular los aspectos internos de los tributos, en función de las potestades que la 
Constitución les confiere. Inclusive, en virtud del artículo 273, existe la posibilidad de solicitar al Parlamento 
la modificación de la Ley Orgánica Municipal para incluir competencias. 


Continuando con la idea del señor Diputado Bayardi, si los Gobiernos Departamentales solicitaran al 
Parlamento la modificación de la Ley Orgánica Municipal para definir cómo se administrarán los recursos y 
unificar criterios, se podría realizar una cobranza efectiva. 


SEÑOR CAJARVILLE.- Uno de los puntos confusos de este proyecto de ley está en el artículo 1”, que 
comete al SUCIVE "realizar todas las acciones y gestiones necesarias para el cobro del tributo". Si nos 
quedamos aquí, la función del SUCIVE podría concebirse como similar a la de Abitab, Redpagos o el 
Correo cuando cobran una factura. El problema es que del resto del articulado surge que al SUCIVE 
no se le enviarán las liquidaciones de los tributos, como hacen los organismos estatales, de los que uno 
recibe las facturas, con las liquidaciones correspondientes, para pagar en Abitab o en Redpagos. 


No es lo que se prevé aquí, en el contexto; no me refiero al artículo 1%, porque no es claro al respecto. Si al 
SUCIVE se le comunican como decía el señor Diputado los aforos, las alícuotas y todo lo necesario para 
liquidar el tributo, quien realiza la liquidación no es el Gobierno Departamental sino el SUCIVE. Esto no es 
irrelevante desde el punto de vista juridico, porque el acto de determinación tributaria es un acto 
administrativo en todos los impuestos, como en todo acto administrativo, el responsable es la administración 
estatal que lo dicta y puede ser impugnado, como sucede con todos los actos administrativos de las entidades 
estatales. Nada de esto ocurriría si la iniciativa queda tal cual está redactada. 


Si el proyecto aclarara ya que el ánimo es aclarar y eliminar inconstitucionales que lo único que va a hacer el 
organismo llámese SUCIVE o como sea es cobrar en una ventanilla una liquidación de tributos, es decir, un 
acto de determinación tributaria que hizo la administración estatal, no tendría ninguna objeción. Sin perjuicio 
de esto, digo que se podría discutir el hecho que las administraciones públicas confieran la cobranza a una 
entidad privada. De hecho, se ha discutido. 


Recuerdo que hace unos cuantos años esto se cuestionó con respecto al BPS. Inclusive, yo evacué una 
consulta que me hizo la institución y sostuve que era legítimo que cometiera el cobro de una factura que 
elaboró a una empresa privada que se encargara de cobrar en ventanilla. 


(Interrupción del señor Representante Asti) 


———Claro, pero siempre queda comprendido dentro de lo que yo digo: el acto de determinación lo dicta la 
Administración estatal, y después, encomienda el cobro. Recuerdo que en el caso de las contribuciones de 
mejoras por pavimento, los Gobiernos Departamentales cedían las facturas al que hacía la obra para que se 
reembolsara los gastos. Pero la base de esto es que el acto de determinación tributaria lo establece una 
administración estatal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo a los señores Diputados que los diálogos dificultan la toma de la 
versión taquigráfica, empobreciéndola, no por la profesionalidad del Cuerpo de Taquígrafos, sino por 
la indisciplina de los miembros de las Comisiones. 


SEÑOR BAYARDI.- Creo que estamos avanzando en la construcción de un régimen basado en las 
voluntades de los Gobiernos Departamentales, es decir, del Intendente y de la Junta Departamental. 
Ellos tendrán o no la capacidad de pasar lo que termine acordándose en el Congreso de Intendentes a 
los respectivos Gobiernos Departamentales. Si en determinado momento el Intendente o la Junta no 
están de acuerdo, el Gobierno Departamental saldrá del SUCIVE y quedará sujeto a lo que dispone el 
artículo 8”, tal cual sucede en cualquier contrato privado. 


Por otra parte, a mi entender, la información del SUCIVE, que se va a determinar en función del acuerdo 
ratificado por cada una de las Juntas Departamentales, no cambia el carácter de la gestión. Digo esto, porque 
hoy, en la Administración Pública se da un hecho que debería alarmarnos a todos nosotros, sobre el que 
deberíamos profundizar un poco. Algunos organismos del Estado transfieren el cobro a través de recibos que 
llegan a nuestra casa como, por ejemplo, la Intendencia; en ellos, yo veo lo que pago. Pero los servicios de 
otros organismos solo se pagan con un número de cuenta. En estos casos, lo único que le dan al usuario es un 
tique un poco más mejorado que el de Tienda Inglesa quizá no tanto, donde no se registra absolutamente más 
nada que el número de cuenta y lo que pago. 


Entonces, en mi opinión, transferir el cobro no violenta la función de administración, si se cumple el 
preconcepto de transferir cosas que están legitimadas por cada uno de los organismos. 


Por otra parte, hay un problema que refiere a las mayorías, más allá del plazo de quince años que se establece 
en el artículo 2”. 


Mi interpretación constitucional es que la exigencia de mayorías especiales rige solo para endeudarse más 
allá del período de Gobierno. Así está dispuesto a texto expreso a nivel constitucional con respecto a las 
mayorías requeridas. Entonces, esto no es necesario para la firma de contratos de gestión en ciertas áreas de 
la Administración. En realidad, en las administraciones municipales hay contratos de gestión que van más 
allá de un período de Gobierno. 


Quisiera saber cuál es la apreciación del doctor Cajarville al respecto. En un momento, dijo que la mayoría de 
las Juntas necesitaría conciliar las dos leyes, es decir, la Ley Orgánica Municipal y esta futura norma. 
Habiendo posibilidades de conciliación, no tengo ningún problema en que se concilien. No habiendo 
posibilidades de conciliación, en la medida en que las dos tendrán el mismo rango desde le punto de vista 
constitucional sin entrar en aquello de la derogación tácita o expresa, predominaría esta última norma. A mi 
entender, esa es la interpretación que corresponde. 


SEÑOR CAJARVILLE.- El tema de las mayorías que se planteó por parte de algún señor Legislador 
hace un rato fue con relación a dos leyes, no en relación de la disposición legal con la Constitución y, 
efectivamente, contesté que en cuanto no hubiera una modificación expresa y las dos leyes pudieran 
conciliarse, se concilian; si no pueden conciliarse, la posterior deroga a la anterior. Eso es elemental. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le agradecemos al doctor Cajarville por la disposición y la colaboración con 
esta Comisión. 


Se pasa a intermedio hasta la hora 14 y 30. 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 14 y 35) 


(Ingresan a Sala representantes del Poder Ejecutivo) 


Damos la bienvenida al economista Gabriel Frugoni, Director de Planeamiento y Presupuesto, al 
contador Enrique Cabrera, de OPP; al doctor Rodolfo Perdomo, de la Presidencia de la República, y al 
profesor Pedro Apezteguía, del Ministerio de Economía y Finanzas. 


También han sido invitados los integrantes de la Comisión Especial con Fines Legislativos de Asuntos 
Municipales y Descentralización. 


Quiero dejar sentado en la versión taquigráfica que el señor Prosecretario de la Presidencia, doctor Cánepa, 
se comunicó conmigo recordándome que no podría estar presente por tener una actividad en el exterior y que, 
por lo tanto, encabezaría la delegación el Director de Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Quisiera saber qué naturaleza jurídica tiene el SUCIVE y la Comisión de 
Seguimiento. Señalo esto porque los especialistas que han venido, unánimemente no han opinado 
porque no encuentran la naturaleza jurídica, aspecto muy importante en caso de que se realice 
cualquier tipo de reclamo a efectos de conocer el régimen aplicable. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Ya hemos escuchado estas observaciones referidas a la naturaleza jurídica 
del Sistema Único de Cobro de Ingresos Vehiculares. Este caso es similar al del Sistema Nacional 
Integrado de Salud: en sí mismo no tiene naturaleza jurídica. Su funcionamiento lo da el conjunto de 
los participantes del sistema; la naturaleza jurídica está dada por la de sus participantes: las 
Intendencias, los Gobiernos Departamentales y el fiduciario profesional autorizado a operar por el 
Banco Central del Uruguay. 


La idea es que se defina un sistema de cobro que sea administrado por un fiduciario profesional. El artículo 

1* establece la finalidad de este Sistema Único de Cobro. El segundo inciso de este artículo establece que será 
administrado por el fiduciario profesional. El artículo no dice expresamente qué naturaleza tiene el SUCIVE, 
pero el proyecto indica que debe ser administrado por un fiduciario profesional. 


El segundo inciso del artículo 2” dice: "Autorízase a los Intendentes Municipales, dando cuenta a la Junta 
Departamental, a ceder los derechos de cobro emergentes de tributos, recargos, multas y moras 
departamentales necesarios para la adhesión al SUCIVE". Creemos que, más allá del nombre, el SUCIVE se 
va a transformar en un fideicomiso de administración de un patrimonio de afectación independiente que 
quedará configurado por los derechos de cobro que cedan los Intendentes. La responsabilidad de ese 
fiduciario es realizar las actividades asignadas por la ley al Sistema Único de Cobro de los Ingresos 
Vehiculares y, fundamentalmente, transferir en forma inmediata lo que en efecto se cobre a los Gobiernos 
Departamentales. 


Acá había otras alternativas, como el fideicomiso financiero. Podría optarse por esa figura, pero en la medida 
en que en el segundo inciso del artículo 1” se establece que el fiduciario "será responsable de transferir en 
forma inmediata los ingresos que reciba", parecería que no tiene sentido si bien la ley lo permitiría realizar un 
fideicomiso financiero, ya que no hay nada que pueda ser securitizable, ni ser manejado por ese 
administrador fiduciario. Lo único que hace ese administrador si bien podría prestar algunos otros servicios, 
en función de los derechos de cobro que le son cedidos, es transferir al Gobierno departamental o a la 
Intendencia los ingresos correspondientes al tributo de Patentes de Rodados inmediatamente de recibidos. 
Esa es la idea de cómo funciona este sistema, tal como está expresado en los artículos 1* y 2". 


Por el artículo 3” de este proyecto se crea la Comisión de Seguimiento del SUCIVE, que tiene un antecedente 
similar en el artículo 11 de la Ley N* 18.565, promulgada el 11 de setiembre de 2009, y está vinculada a los 
Gobiernos departamentales. Esta norma creó un Comité Interinstitucional de Seguimiento de un Fondo, 
integrado en este caso por dos representantes del Congreso de Intendentes, un representante de la OPP y un 
representante del Ministerio de Economía y Finanzas, a los efectos de dar instrucciones al fiduciario respecto 
a la administración del fondo. 


El papel que cumple la Comisión de Seguimiento es, precisamente, la de intermediario, y fijar quién da las 
instrucciones al fiduciario. En este caso hay un fideicomiso y un administrador de ese fideicomiso, que debe 
ser autorizado como fiduciario profesional por el Banco Central. El Banco Central solo autoriza a los 
fiduciarios profesionales en el caso de los fideicomisos financieros. En principio, administrador de un 
fideicomiso podría ser cualquier persona. No se prevé eso; se prevé que sea uno de los fiduciarios autorizados 
por el Banco Central del Uruguay, que son unos pocos. Por ejemplo, en el caso del Fondo de Inversión 
Departamental que está funcionando en el día de hoy, lo hace República AFISA, que a su vez es una sociedad 
anónima autorizada a operar como fiduciario profesional, pero propiedad ciento por ciento del Banco de la 
República Oriental del Uruguay. Lo que necesita el administrador fiduciario es tener la certeza de que recibe 
las instrucciones de alguien que está perfectamente determinado. A esos efectos se crea la Comisión de 
Seguimiento, integrada por un número limitado de miembros: tres designados por el Congreso de 
Intendentes, uno por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y otro por el Ministerio de Economía y 


Finanzas. Esa Comisión tiene un conjunto de funciones. Alguien podría preguntarse de quién depende, si es 
que este tipo de Comisión tuviera que depender de alguien. Tiene funciones distintas. Podría plantearse quién 
podría darle nuevos cometidos, más allá de los que otorga la ley. Estos cometidos podría darlos el Congreso 
de Intendentes, pero hay que tener en cuenta que se trata de una Comisión integrada por miembros 
designados por el mismo Congreso de Intendentes, por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y por el 
Ministerio de Economía y Finanzas; ni siquiera son delegados, sino solo miembros integrantes de esa 
Comisión, que tiene un conjunto de funciones. 


Como he dicho muchas veces, soy profesor de química. Puedo decir que esto ha funcionado. Esta Comisión, 
además del antecedente legal que mencionaba, tiene otro que ha funcionado. Me refiero a la vieja Comisión 
de Aforo, de la cual fuimos miembros el señor Diputado Cersósimo y quien habla. Esa era la Comisión que 
asesoraba al Congreso de Intendentes sobre todas las cuestiones vinculadas a los ingresos vehiculares. En esa 
idea y en referencias posteriores se inspira este punto. 


Reitero que el objetivo del artículo 3” es dar seguridades al administrador fiduciario de que pueda recibir las 
instrucciones de parte de alguien perfectamente determinado con anterioridad y que, por lo tanto, pueda ser 
contemplado en el contrato al cual hace referencia en el artículo 2”, en el sentido de recibir las instrucciones 
de la Comisión de Seguimiento. Y detallamos las funciones, porque una de las observaciones que nos 
hicieron con respecto al funcionamiento de la Comisión Interinstitucional del artículo 5” de la Ley N* 18.565 
fue que no estaban bien detalladas las funciones y que ello generaba algún tipo de incertidumbres al 
administrador fiduciario con respecto a qué tipo de instrucciones podía recibir. En atención a aquella 
observación, que ya tiene un par de años, se intentó ser más explícito en cuanto a qué podía y qué no podía 
hacer la Comisión y, por lo tanto, qué instrucciones podía dar al fiduciario. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- También quiero preguntar quién contrata con el fiduciario. ¿Es persona 
jurídica? ¿Dónde se determina la calidad de persona jurídica o es un órgano de hecho? 


En ese sentido, ¿qué régimen de derecho se aplica a la actuación del fiduciario en las instancias de gestión de 
cobro? ¿El derecho privado o el público? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En primer lugar, el fiduciario actúa conforme a las normas previstas en la 
Ley_N* 17.703, como un administrador de un conjunto de derechos, de un patrimonio independiente, y 
en el marco de esa ley y, obviamente, en el derecho privado. Es decir, se ceden al fideicomiso una serie 
de tributos y el administrador establece en el contrato qué puede hacer y qué no. 


Para comprender por qué la ley establece estas cosas, valen las explicaciones que el Prosecretario de la 
Presidencia dio en la sesión pasada. Quizás todo esto no requiera establecerse en la ley, y bastaría la voluntad 
de los Intendentes y del Congreso Nacional de Intendentes para organizar este sistema. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- No bastaría con la voluntad de los Intendentes, porque no está dentro de sus 
competencias delegar esa función. Por eso pregunté si tenía personería jurídica y dónde estaba 
determinada. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Decía que los Intendentes no pueden ceder los derechos de cobro emergentes 
del sistema de cobro. Por eso, bastaría que la ley estableciera: 'Autorízase a los Intendentes 
Municipales, dando cuenta a la Junta Departamental, a ceder los derechos de cobros emergentes de 
tributos, recargos, multas y moras departamentales necesarios para la adhesión al SUCIVE". Es decir, 
bastaría con incluir este inciso, porque esta es la potestad que hoy no tienen los Intendentes y que el 
legislador se la ha venido dando en oportunidades específicas, vinculadas con este tema. Lo demás, se 
podría hacer en el marco de la legislación y de las normas vigentes. 


Esta autorización a los Intendentes Municipales tiene sus antecedentes en el artículo 3” de la Ley_N* 17.703, 
que dice: "Cuando el fideicomiso tenga por fin la realización de una obra pública municipal, las Intendencias 
Municipales podrán constituirlo mediante la cesión de derechos de créditos de tributos departamentales, 
dándose cuenta a la Junta Departamental". Es decir, cuando se trate de obra pública municipal, el Intendente 
podrá ceder los derechos de cobro al fideicomiso, y este actuar conforme al mandato. 


A su vez, el artículo 5” de la Ley_N? 18.565 establece: "Autorízase a los Intendentes Municipales a constituir 
en garantía del cumplimiento de las obligaciones con el Fondo, la cesión de derechos de créditos de tributos 
departamentales, dando cuenta a la Junta Departamental". 


Es decir, lo que se necesita es el inciso segundo del artículo 2”, porque es lo que realmente los Intendentes no 
pueden hacer; lo otro forma parte de un acuerdo y de la comprensión de para qué se requiere la autorización 
que se da a los Intendentes. 


¿Cómo se contrata al fiduciario? Por los antecedentes que tenemos, el fiduciario no tiene un contratante, sino 
figura un beneficiario no soy especialista en esta materia, tiene fideicomitentes; se trata de un contrato donde, 
por ejemplo, República AFISA —diría, por todas las gestiones que se vienen realizando, indican que sea el 
fiduciario simplemente recibiría un mandato, y por eso cobrará algo para ejecutar esas acciones. 


Recuerdo que República AFISA es una de las excepciones previstas en el artículo 33 del TOCAF, con la cual 
cualquiera de los Intendentes podría contratar directamente. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Con República AFISA firma el Banco de la República, pero quién contrata 
con República AFISA, quién le cede los créditos. Son los créditos del Banco de la República. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- República AFISA es un fiduciario profesional. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- ¿Quién firma el contrato con este fiduciario para gestionar todas estas tareas 
de cobro? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El contrato con el fiduciario lo firmará cada Intendente. El inciso segundo 
del artículo 1” dice: "El SUCIVE será administrado por un fiduciario profesional autorizado a operar 
como tal [...]", y el artículo 2” dice: "La adhesión al SUCIVE, por parte de los Gobiernos 
Departamentales se realizará mediante la suscripción de los contratos correspondientes por parte de 
los Intendentes Municipales [...]". Es decir, cada Intendente Municipal estará contratando al agente 
fiduciario para que realice este conjunto de acciones. 


Por lo que sabemos, tendría dos formas de hacerlo: llamar a una licitación para que se presentara algún 
agente fiduciario profesional autorizado por el Banco Central del Uruguay y cotizar sus servicios o contratar 
directamente con cualquiera de los dos fiduciarios profesionales autorizados por el Banco Central del 
Uruguay y que, a su vez, son de propiedad pública, CONAFIN AFISA, propiedad de la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, y República AFISA, propiedad del Banco de la República del Uruguay, en 
ambos casos en un 100%. De acuerdo con el literal A) del artículo 33 del TOCAF y las subsiguientes 
modificaciones, esa contratación se puede hacer directamente. 


SEÑOR TROBO.- Cuando se establece que lo firmará el Intendente, debe decir: "el contrato lo 
firmará el Gobierno Departamental o el Intendente en representación del Gobierno Departamental". 
Hago esta aclaración porque los catedráticos de Derecho Constitucional y Administrativo que han 
opinado al respecto dijeron que la aceptación al ingreso a este mecanismo, sería posible y 
constitucionalmente válido como resultado de un acto complejo en cada departamento, que supone el 
envío de un mensaje del Intendente, la aprobación de la Junta Departamental y la posibilidad de que el 
Intendente en nombre del Gobierno Departamental comprometa con su firma alguna cuestión. 


Digo esto porque es lo que hemos escuchado hasta ahora y parecería ser el mecanismo válido. 

Cuando se dice que el Intendente firma, alguien podría suponer que bastaría con la voluntad del Intendente, 
pero este no puede expresar la voluntad del Gobierno Departamental, que se expresa como resultado de un 
acto complejo, que compromete al Intendente y a la Junta Departamental. 


Sería muy importante conocer una opinión en contrario, si existiera. Si no fuera así, necesito que se ratifique 
este concepto. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Es casi un "revival" de la discusión anterior. 


Sin duda, quien firma los contratos es el Intendente Municipal, acompañado por alguien: su Secretario 
General, o la persona a quien él designe, en función de su potestad 


Firmar contratos es una potestad que tienen los Intendentes Municipales; y los antecedentes que yo refiero, la 
Ley N* 17.703 o la Ley N* 18.565, para firmar un contrato, a través de un agente fiduciario, no se requiere 
autorización de la Junta Departamental, como tampoco se necesita de ella para firmar un contrato de obra. 


SEÑOR TROBO.- Se trata de un contrato que tiene una particularidad: cede a un tercero la potestad 
de recaudar un recurso que le es propio. Se señala que este proyecto de ley es un complejo que viene a 
resolver un problema político antiguo, para el cual se crean una serie de mecanismos legales que 
nosotros tenemos que garantizar que estén respaldados por la Constitución. Es decir, si queremos 
resolver un problema político y lo queremos hacer así nomás, como viene, en un fin de semana o para 
sacarnos un problema de encima, podemos escribir cualquier cosa. Creo que en este proceso legislativo 
hay algo muy importante: cuidar con mucho celo que se cumplan las previsiones constitucionales. El 
Intendente Municipal está autorizado lo tengo muy claro; lo sé a firmar contratos en representación 
del Gobierno Departamental, no de su voluntad, y su voluntad está sometida al imperio de la ley y de la 
Constitución. En este caso, se está refiriendo a una potestad que no le es propia, porque el Intendente 
va a contratar fiduciarios, pero ¿qué va a contratar? Le va a ceder la gestión de unos tributos, pero 
esos tributos los tendrá que fijar la Junta Departamental. Entonces, la legitimidad política con fuerte 
asiento constitucional de este proceso que se inicia en estas circunstancias, necesariamente tiene que 
estar muy clara. Porque si partiéramos de la base de que el Intendente porque sí puede firmar el 
contrato con el fiduciario, pero después poco importa qué es lo que ocurra con la Junta 
Departamental, es decir, si está o no de acuerdo con que la tasa de los vehículos o el impuesto a los 
vehículos sea tal o cual, vamos a tener el problema resuelto en forma imperfecta. Vamos a tener 
Intendentes contratando con un señor que se va a encargar de cobrar y de gestionarles el dinero que les 
va a pasar Rentas Generales después veremos qué monto va a ser, pero las Juntas Departamentales no 
aprobaron el criterio que es aplicable a los vehículos que circulan por el departamento. Quiero que se 
entienda que desde el punto de vista formal el Intendente puede firmar un contrato, pero ¿en qué 
condiciones lo firma? Lo firma una vez que la Junta Departamental haya aprobado el criterio, que es 
de carácter presupuestal, que tiene que ver con los recursos departamentales y, necesariamente, resulta 
un acto complejo, que solo puede funcionar en el siguiente procedimiento: voluntad del Intendente, con 
proyecto de decreto a la Junta Departamental, y aprobación de esta. De esa manera, el Gobierno 
Departamental sí está en condiciones, no solamente de contratar la gestión del cobro sino de afectar 
recursos que la Junta le autorizó. Esa es la cuestión. Y tiene que quedar muy clara, porque la opinión 
pública que está siguiendo este tema de cerca no puede quedar sujeta a que esta cuestión solamente 
depende de la voluntad de los Intendentes, porque se va a llevar una gran insatisfacción cuando en 
algún momento de este proceso, en alguna Junta Departamental, surja que la mayoría exigida por la 
Constitución no existe para aprobar este procedimiento y se caiga todo el sistema. Las cosas deben ser 
absolutamente transparentes y claras. Debe quedar constancia de que no es una cuestión que dependa 
exclusivamente de la voluntad del Intendente, sino que depende de la voluntad del Gobierno 
Departamental, cuya expresión de voluntad tiene un procedimiento reglado por la Constitución, que es, 
precisamente, la sanción de un decreto departamental. Esta es mi pregunta, más que nada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las preguntas son preguntas. Después haremos todas las valoraciones al 
respecto. 


No sé si el profesor Apezteguía llegó a dimensionar el alcance de la pregunta. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Sé que preocupa, y con toda razón, que salgamos con una buena fórmula. 
Pero el profesor Apezteguía contestó que las Intendencias pueden firmar un contrato y, de acuerdo con 
lo que establece la propia Constitución, lo hace a través del Intendente, acompañado del Secretario 
General. Sin la firma del Secretario General no hay representación de los Gobiernos Municipales. 


El señor Diputado Trobo si me permite hacer una interpretación de sus expresiones está entrando sobre el 
fondo del asunto: la inconstitucionalidad de la cesión de potestades tributarias que se prevé en este proyecto 
de ley y que no se pueden realizar ni por ley. 


El profesor Apezteguía respondió a mi pregunta en base al artículo 2” que dice que cada Intendente firma el 
contrato, la adhesión al SUCIVE, pero no lo que yo pregunté: ¿quién firma con el fiduciario? A esto se hace 
referencia en el literal a) del artículo 3” que dice: "Designar al agente fiduciario [...]"¿Quién? La Comisión de 
Seguimiento. Pregunto quién va a firmar, si no se tiene personería jurídica para perfeccionar esta redacción, 
el proyecto y buscar la solución a todos los problemas. Uno de los señalamientos que hicieron los profesores 
de Derecho Constitucional que nos ilustraron sobre el tema fue la falta que tiene este instituto de personería 
jurídica y de naturaleza jurídica claras. 


Entonces, la respuesta que se me dio es que cada Intendente firma la adhesión al SUCIVE, pero yo pregunté 
quién firma con el fiduciario, que es el que va a ir a reclamar estos tributos al contribuyente. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Lo que hace el Comité de Seguimiento es designar al agente fiduciario, pero 
acá no se pone en discusión del Congreso de Intendente quién es el fiduciario sino que se dice que esta 
Comisión, que está integrada por delegados del Congreso de Intendente, diga quién es el fiduciario y, 
eventualmente, considerar quién está en mejores condiciones de prestar el servicio que se le requiere. 
Esa es la función de la Comisión. 


¿Quién contrata al fiduciario? Quien va a tener que firmar el contrato de fideicomiso finalmente debe ser el 
Intendente. Porque en el mismo acto de firmar el contrato de constitución del fideicomiso tiene que 
determinarse cuál es el patrimonio de afectación independiente que constituye ese fideicomiso, es decir, no 
hay fideicomiso, si no hay patrimonio de afectación independiente, que lo hace mediante la cesión de los 
derechos emergentes de cobro de los tributos de recargos, multas y moras departamentales necesarios para la 
adhesión del SUCIVE. 


El Intendente cede los derechos de cobro emergentes de tributos, recargos, moras y multas departamentales 
necesarios para la adhesión a ese fideicomiso y lo hace en base a esta autorización legal que tiene, dando 
cuenta a la Junta Departamental. 


Lo que me preocupa de esta discusión en la que se pone en juego la inconstitucionalidad de esta norma es que 
hay un sinnúmero de fideicomisos firmados por los Intendentes que fueron hechos sobre la base de normas 
exactamente iguales a esta. Hay fideicomisos de obra pública municipales, hay un fideicomiso del Fondo de 
Inversión Departamental y hay derechos de cobro de tributos cedidos en garantía sobre futuros pagos, en 
algunos de ellos, por más de quince años, sin que, hasta el momento, alguien haya cuestionado la 
constitucionalidad de esas normas legales; por cierto, prácticamente las copiamos aquí porque ya 
funcionaron. 


Una discusión diferente es la determinación del monto de esos tributos; en principio, en ese acto, el 
Intendente no puede comprometerlos. El Intendente cede los tributos del cobro de la Patente de Rodados, 
pero su valor es otro tema que se discute en otra instancia. De hecho, en la actualidad, la gran mayoría de los 
Intendentes hace esa "cesión" entre comillas, porque no realiza esa autorización legal, sino que firma un 
contrato con las redes de pago en las que ponen al cobro un conjunto de tributos. A veces los Intendentes 
Municipales involucran a la red de pago, al decir: "Si yo le debo a un tercero, involucro la red de pagos, le 
digo que retenga lo que va cobrando para pagarle a ese tercero". Y ese ha sido el mecanismo de 
financiamiento de todas las Intendencias desde hace muchos años. Los acreedores, que son los más 
interesados, porque de allí se cobran, pacíficamente han aceptado esos actos jurídicos e, inclusive, los 
fideicomisarios, los fiduciarios profesionales autorizados por el Banco Central, el Banco Central y las 
calificadoras que actúan en la valoración de estos aspectos han dado garantías al acreedor sobre la posibilidad 
de este acto. 


Reitero: una cosa es este acto y otra decir cuánto cuesta la patente de cada automóvil. Probablemente, ese 
otro aspecto será parte de una discusión posterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No tenga dudas. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Los ejemplos planteados y los que usa como antecedente el Director General 
de Secretaría, profesor Apezteguía, son diferentes, porque nadie ha cuestionado la potestad de cada 
Intendencia en función de su potestad tributaria constitucional ni la representatividad del Intendente 
en realizar puntualmente cada operación de las que se ha señalado; todos los constitucionalistas y aún 


los administrativistas que estuvieron aquí dijeron que eso era constitucional. Lo inconstitucional es el 
mecanismo previsto en este proyecto de ley, que es completamente diferente a los contratos que se 
realizan. Aquí se plantea ceder, por un plazo bastante extenso, la potestad y la soberanía tributaria 
sobre este tributo. Esto no solo sucede con el artículo 2”, sino que también sucede con el artículo 4”, que 
establece en su último inciso: "El Congreso Nacional de Intendentes resolverá sobre la misma antes del 
15 de noviembre de cada año". El Congreso Nacional de Intendentes no puede resolver nada sobre este 
tema porque no tiene la potestad. 


Eso ha quedado claramente establecido, porque no se puede ignorar la potestad de las Juntas Departamentales 
en esta materia. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Se trata de temas distintos, que merecen discusiones diferentes. 


Aquí estamos estableciendo un conjunto de normas que deberían reflejar un acuerdo generalizado en el que 
insisto lo único que requieren los Intendentes es una autorización para ceder los cobros emergentes de los 
tributos para que los cobren. Otra cosa es el monto de los tributos que deben ceder y quién los fija, que se 
estipula más adelante. 


Me sentiría más cómodo si nos centráramos en cada tema. 


SEÑOR ASTI- Se han realizado distintas apreciaciones sobre el carácter de la Comisión de 
Seguimiento e, inclusive, acerca de la que prevé el artículo 4%, Comisión que podrá ser distinta o no. En 
ese sentido, el artículo 230 de la Constitución de la República hace referencia a la Comisión Sectorial y 
establece que la ley podrá determinar cometidos adicionales. Entonces, precisamente para evitar este 
tipo de discusiones, me pregunto si no sería conveniente referirse a esta disposición constitucional. El 
literal B) del artículo 230, después de determinar algunos de sus cometidos relacionados con la 
descentralización, establece: "Sin perjuicio de ello, la ley podrá establecer el número de los integrantes, 
los cometidos y atribuciones de esta Comisión, así como reglamentar su funcionamiento". 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- ¿La propuesta es que la Comisión de Seguimiento del SUCIVE sea designada 
por la Comisión Sectorial de Descentralización? 


SEÑOR ASTI.- Pregunto si sería un cometido que se asignaría a la Comisión Sectorial creada por el 
artículo 230. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Si el aporte resuelve y da claridad a este asunto, puede ser de esa forma. 
Ahora, simplemente, se estaría estableciendo quién designa la Comisión. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- La propuesta que presentó apunta a encontrar un fundamento constitucional, 
y me parece bien. El problema es que ninguna ley puede cambiar las potestades constitucionales de la 
Junta Departamental. O sea que se podría dar a la Comisión referida atribuciones que no fueran 
derogar las normas constitucionales por ley, porque están claramente establecidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Posteriormente, la Comisión analizará esa propuesta. 


SEÑOR BEROIS.- Tengo que hacer algunas consideraciones históricas con respecto a este problema, 
aprovechando este momento. No lo hice cuando comparecieron los catedráticos porque no valía la pena 
desaprovechar el tiempo que teníamos con ellos. La semana pasada no lo pude hacer, por lo tanto, 
ahora que nos visita una representación del Poder Ejecutivo me parece importante hacerlo. 


Acá se ha manifestado reiteradamente que este tema tiene cuarenta, cincuenta o sesenta años y que viene de 
larga data. Por lo tanto, voy a tratar de llegar al origen de este asunto y luego analizaré que, por lo menos 
desde el año 1995, por distintas circunstancias de la vida, me ha tocado ser partícipe de esto. 


En el año 1980, en plena dictadura, había una tabla que emitía el Banco de Seguros del Estado por la que se 
regían las Intendencias. Después esto cambió quienes tienen conocimiento de este asunto me podrán decir si 


estoy equivocado, se codificó, entonces momentáneamente se recurrió a una tabla que emitía la Intendencia 
de Montevideo y se creó una Comisión especial de nueve miembros. Cabe destacar que me estoy remontando 
a treinta y un años atrás en lo que respecta a este problema. 


Durante la crisis del 1982 que vivió el país se volvió a repetir en el año 2003 no se recurrió a los aforos, sino 
que se tomó en cuenta el IPC. En el año 2003 pasó lo mismo porque era económicamente mejor para las 
tesorerías municipales. 


En los años 1991 y 1992 existía un criterio de aforo de un 4% para los vehículos livianos y un 2% para los 
pesados, es decir de más de 3.500 quilos; con esto no había problema. Como anécdota quiero decir que 
quienes éramos estudiantes del departamento de Flores, cuando veíamos un vehículo del departamento 
íbamos a ver quién era porque se trataba de alguien conocido. O sea que este problema no existía en ese 
entonces; eso ahora no lo podemos hacer. Con esto quiero decir que este problema no tiene cuarenta, 
cincuenta o sesenta años. Por eso hago esta reconstrucción histórica para saber de dónde partimos y cómo lo 
vamos a solucionar. 


Más adelante algunas Intendencias creo que fueron las de Maldonado y Tacuarembó fijaron un 3,5% o un 
4,5%. Pero, el problema nació en el año 1995 fui partícipe cuando en Paso Severino, con algunos Intendentes 
nuevos, se cambió la modalidad de los aforos por el franjeo. Ahí empezó todo el problema y aparecieron las 
diferencias sustanciales que hacen que hoy estemos sentados acá tratando de corregir y solucionar este 
problema. Todos estamos de acuerdo con que hay que buscar una solución. 


Reitero que el problema comenzó cuando se establecieron las franjas, y como el dulce pica los dientes, 
algunas Intendencias empezaron a recaudar más. 


El fondo de la discusión, que inclusive expresaron los juristas que comparecieron, es que para que esto fuera 
así no solo se precisaba el visto bueno del Intendente sino que tenía que ser avalado por las Juntas 
Departamentales. Si las Juntas Departamentales no se adherían al sistema de franjas, no valía la metodología. 
Esto fue lo que pasó en Flores: el Intendente se comprometió a una cosa, fue a la Junta y le dijeron que no. 
Por lo tanto, nunca se pudo aplicar en el departamento de Flores. Ahí comenzó la gran diferencia. Es más, 
políticamente fui partícipe de las reuniones que se hicieron. Lo Intendentes tuvieron reuniones con cada una 
de las bancadas de su grupo político. En cambio, acá no hubo grupo político; se hicieron reuniones con todos, 
salvo el Partido Independiente que no tenía ni tiene participación política en la Junta. Cada uno trató de 
convencer a los Ediles pero no se pudo. Entonces, de ahí nace todo este problema que luego se trató de 
corregir de alguna forma. 


Como el contador Cabrera sabe, estuvimos muy cerca, buscando una forma que tenga que ver, no con lo que 
pasó antes, sino con el futuro. En ese sentido, se trató de ser reglamentariamente prolijos y fijar criterios para 
no tener que tocar lo que está atrás e ir hacia adelante. Se trató de hacer el esfuerzo, lo que pasa es que alguno 
no cumplió exactamente con lo convenido y por eso estamos hoy en esta situación. No es malo empezar a 
analizar de qué forma podemos solucionar ese tema; es mucho más fácil que todo esto que tenemos acá, que 
lleva a un montón de situaciones que vamos a discutir hoy. 


Pido disculpas, pero tenía que hacer esta evaluación que me parece importante para tratar de saber por qué 
estamos donde estamos. 


Por otra parte, quedó claramente expresado que los artículos 4 y 9 establecen el procedimiento que es la clave 
de este proyecto y de las observaciones de inconstitucionalidad, porque el gobierno departamental no está 
representado como corresponde. 


Además, me gustaría tener la tabla de la que se habló, que establece que hay un 69% de vehículos a la baja y 
la tabla del 31% restante. 


Asimismo, quisiera conocer los criterios de la exoneración. Hay situaciones muy particulares en cada una de 
las Intendencias en lo que tiene que ver con exoneraciones, por ejemplo, lisiados, autos rentados, taxis, 
etcétera, que no figuran en el proyecto y que sería bueno tenerlos en cuenta. 


También, deseo realizar algunas consideraciones con respecto a los años. Sinceramente creo que un Ferrari 
del año 1975 que va a pagar cero, vale mucho más que cualquier auto de los años 2010 o 2011. Estas son 


situaciones que tenemos que tener en cuenta a la hora de analizar el proyecto. 


En definitiva, me preocupan los procedimientos establecidos en los artículos 4 y 9 que creo que son la clave 
de todo esto. Además, insisto con el tema del planillado que se mencionó y si es posible saber cuánto sale 
esta fiesta, porque esto tiene un costo y es bueno analizarlo a la hora de evaluar este proyecto de ley. 


SEÑOR ASTI.- La interrupción que solicité durante la detallada historia que relataba el señor 
Diputado Berois sobre este procedimiento, estuvo motivada por un error que pido revise, 
fundamentalmente, para que conste en la versión taquigráfica. 


Antes de Paso Severino dijo que a partir de 2003 se había utilizado el procedimiento de ajuste por IPC. 
Seguramente se refería a 1993 y no a 2003. Digo esto porque en 2003 me tocó estar del lado de los Gobiernos 
Departamentales y conozco bien ese proceso. Por lo tanto la referencia al IPC no es en el 2003, sino anterior 
a 1995. 


Quiero dejar una segunda constancia. A partir de Paso Severino se empezó a trabajar con las franjas. La 
Comisión de aforos, que integraban representantes de la Intendencia de Montevideo y del interior, de acuerdo 
a lo que resolvía el Congreso de Intendentes, trabajaba sobre valores que proporcionaban tanto las 
importadoras de autos o las automotoras, como con los precios que se publicaban en los medios de prensa. 
Ese era el trabajo muy minucioso que hacía la Comisión que fijaba los aforos, que no era de Montevideo. No 
quiero entrar en detalles en cuanto a cómo funcionaba porque aquí hay algunos integrantes que pasaron por 
ella. Yo no pasé, pero utilizábamos los insumos que nos proporcionaba esa Comisión y, una vez que el 
Congreso tuvo vigencia constitucional los determinaba. 


Esas eran las aclaraciones que quería hacer al relato que podemos compartir, salvo ciertas benevolencias 
hacia algún departamento que no cumplió el acuerdo. El señor Diputado Berois tampoco dijo que luego de 
1995 no conocía a quienes tenían matrículas del departamento de Flores. 


SEÑOR FRUGONI.- En primer lugar quiero reiterar que este fue un pedido que realizaron los 
Intendentes; ya fue dicho en la reunión pasada, pero quería volver a decirlo. 


Cuando se hizo este pedido por parte de todo el Congreso de Intendentes se mencionaron muchas razones. 
Las causales son muy variadas, algunas de fondo político y otras técnico. Para nosotros el fondo del tema 
esto se acordó con los Intendentes es que se trata de un mecanismo realmente ineficiente y, en algún sentido, 
perverso. Por este mecanismo de cobro de patente en diferentes lugares, según estimaciones de análisis de 
sensibilidad de los valores de la patente, se estaría 20% por debajo de la recaudación de equilibrio normal. 


El mecanismo es ineficiente, o sea que la fiesta es la que tenemos hace años. Esa es la fiesta que tenemos 
hace años, de recaudación. De alguna forma hay subsidios cruzados en los Gobiernos Departamentales para 
mantener esto. Esto es lo que se trata de corregir y, evidentemente, por eso creemos se aclaró los años a que 
se apostó en este esquema para que se vaya subsanando con la nueva recaudación. Esto comienza el año que 
viene y en dos años esto se estaría normalizando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted quiere decir que de $ 10 potencialmente cobrables por patente de 
rodados por los Gobiernos Departamentales, hoy se estarían cobrando $ 8? 


SEÑOR FRUGONI.- Sí, exactamente. ¿Por qué? Por varias razones. Esto sucedía en algunos 
departamentos, y no por eficiencia. Lo que se hacía era captar en grado menor, pero ahí tenían un 
problema de elasticidad ya que tenían que bajar para captar más. Debido a eso se comenzaba a notar 
sin duda Flores debe ser uno de los ejemplos, pero deben existir otros departamentos que la morosidad 
comenzaba a aumentar. Luego de que se sacaba la patente, al segundo año, se comenzaba a dejar de 
pagar porque no se pertenecía al lugar. Entonces para seguir manteniendo determinado tipo de 
recaudación necesitaba bajar aún más. Eso comenzó a deteriorarse y agravarse en los últimos años. 
¿Qué demuestra esto? Si uno observa la última franja de años 2008-2010 y la compara con 2004-2007 
podrá ver que un mismo modelo de auto, por ejemplo un Renault Laguna, paga sensiblemente más el 
más viejo que el más nuevo. La guerra de patentes se había agudizado y por eso la necesidad de incluir 
en este esquema lo que nosotros llamábamos la transición, que no era solamente los autos nuevos a 


partir del 1” de enero de 2012, sino el parque automotor que existe hoy; hay setecientos mil, de los 
cuales, un tercio es anterior a 1991. Es importante destacar que se trata de un parque automotor 
bastante viejo. 


Asimismo, existía desequilibrio en las exoneraciones. Esta historia tiene muchos más años que los que 
señalaba el señor Diputado Berois. El problema que existía es que, más allá de que no se llegaba a una 
competencia tan desleal como la que hubo en los últimos años claro que significaba bastante menos la 
recaudación por automóviles de los años setenta o sesenta, de todas maneras, había diferencias por 
descuentos debido a bonificaciones cruzadas. No había patente unificada y eso llevaba al esquema de esta 
ineficiencia que fue alimentando lo que sí relata el Diputado y es correcto en los años venideros y que se 
agudiza cuando los automotores comienzan a ser una fuente importante de recursos para las Intendencias. 


Entonces, teníamos un sistema ineficiente que incentivaba a la informalidad; comenzaron a quedar muchos 
más autos informales en el mercado. Esto tenía un segundo aspecto bastante negativo que también acarreaba 
un segundo elemento: las sanciones por multas e infracciones de tránsito. Había un incentivo al "free rider", 
al polizonte del otro lado, es decir, a no sacar la patente donde se vive porque, además de todo, las multas no 
me las cobraban. Existían muy poquitos convenios entre las Intendencias. Nosotros tuvimos reuniones con 
cada uno de los Intendentes y los equipos de tránsito y la mayoría de ellos nos decía que cuando un Inspector 
de tránsito veía mal estacionado un auto que tenía chapa de otro lugar, ni siquiera le ponía multa. 


En Latinoamérica, Uruguay es uno de los países con nivel más bajo de prevalencia entre la multa puesta y la 
multa efectivamente cobrada. Además, debemos tener en cuenta que se ponen muchas menos de las que se 
debiera. Esto está relacionado también con el problema de la seguridad vial. 


Entonces, tenemos un sistema ineficiente, porque no se le puede llamar eficiencia a un sistema aplicado por 
departamento para captar a los habitantes de otro por un tiempo porque se les bajan los precios. Luego son 
morosos y se deja de percibir ese ingreso. 


A su vez, existe un tercer elemento que estaba generando distorsión en un mecanismo realmente ineficiente y 
creemos que este es el fondo del tema para la política verdaderamente nacional del país. Me refiero a que los 
autos viejos tenemos unos cuantos, por eso hoy dije el número para no pagar un "Computest", que era pedido 
únicamente por Montevideo, comenzaron a ir a otros departamentos. A veces, hacer el "Computest" 
significaba poner frenos o parabrisas nuevos y, entonces, le convenía ir al lugar donde la patente era más 
barata. 


Entonces, en un país con tantos departamentos y tan chico no era eficiente manejar las tarifas de las patentes 
a nivel departamental. Inclusive, ya se habían deformado hasta los aforos, y quiero poner un ejemplo. Un 
mismo modelo de auto, en el mismo departamento, que fue empadronado cuatro veces en el mismo mes, tuvo 
cuatro valores diferentes. Entonces, además, estaba la discrecionalidad, no solo se trataba de aforos, rebajas, 
descuentos o subsidios cruzados. 


Eso llevó a la ineficiencia que dijimos, que fue por lo cual se hizo este esquema. Nosotros estamos 
aproximando el esquema para que quede en un punto de parcial equilibrio, manejando las alícuotas 
anteriores, con los aforos y la amortización que tienen durante los años los autos que van bajando de valor. 
Lo del 75fue un poco inevitable dado que había un caos; algunos exoneraban hasta 50%, otros de 60% a 
75%. 


Este planteo tiene dos restricciones. Una de ellas es política: nosotros no podíamos poner a los Intendentes 
por eso tiene el apoyo de todos los Intendentes una contradicción, por ejemplo, que gente que hacía cinco o 
seis años que no pagaba comenzara a hacerlo. La otra es una restricción económica: tampoco podíamos poner 
la patente en el piso de lo que habían llevado estos "free riders". 


En definitiva, los números que dijo el señor Diputado son así. En este esquema, lo que pasa a suceder es que 
el 69% paga menos. ¿En qué promedio? Son estimaciones están redondeadas según determinados 
comportamientos. En Categoría "A" de 2010 no tenemos la recaudación 2011; eso fue lo que se acordó con 
los Intendentes hay un 69% que pagaría menos en el orden promedio de casi un 30%. Es decir que estamos 
hablando de que un 69% pagaría 28% o 29% menos, promedialmente, Esto no es fijo. Por supuesto que 


alguno pagará 20% menos y otro pagará más del 30%. No todos los valores son iguales, porque los autos 
tienen valores diferentes. 


O sea que este esquema es mucho más eficiente y equitativo. Había una gran inequidad que en la última 
franja se agravaba porque los autos más caros y los más nuevos eran los que, en términos relativos, habían 
sufrido más distorsión. Con ese esquema podía haber pocos ganadores y por corto plazo. Y si ese sistema se 
seguía expandiendo a nivel nacional, dada su ineficiencia, lo que habría sería perdedores. 


En cuanto al resto de los números que solicitó el señor Diputado debo decir que a cada una de las 
Intendencias le entregamos el comportamiento, pero con mucha reserva, porque esto fue hecho con el 
cuidado necesario con los Intendentes. Hay que tener en cuenta que es la primera vez que se maneja una base 
de datos de los diecinueve departamentos, con toda la complejidad que eso significa. Anteriormente, ningún 
Intendente conocía lo que le sucedía a otro y por ahora vamos a mantener esta situación para que esto siga el 
curso de reserva que pidió el Congreso. Los Intendentes nos pidieron reserva porque esto puede generar 
determinado tipo de comportamientos en los ciudadanos de sus departamentos. 


Entonces, nosotros tenemos esos cuadros, pero hasta que el Congreso de Intendentes no les dé difusión, 
nosotros no se los podemos entregar. 


De todas maneras puedo confirmar que esos datos son así, que el 3% o 4% va a pagar lo mismo y que el 
saldo, que es del orden de 28%, estará pagando, en promedio, 28% o 29% más. ¿Por qué? El 28% de autos 
más caros va a pagar, en promedio, un 30% más. 


Aquí no solo tratamos de reflejar el mismo esquema que seguimos en todos los órdenes impositivos del país, 
sino que se consideró que los que estaban más distorsionados reitero eran los autos de la franja cara. 


También puedo dar la explicación técnica y matemática de cómo se llegó a la definición de autos caros, 
medios y baratos, aunque sería un poco aburrido. Los autos caros son aquellos a los que se les pone la patente 
en el percentil 70; los medios, en el 40, y los baratos, en el 20. Aclaro que no solamente se aplicó el concepto 
de que pague más el que tiene más capacidad de pago porque, si no, en los caros la distorsión sería mucho 
mayor que en el resto. O sea que en términos relativos, aumentar en la misma forma los autos caros también 
era inequitativo, dado el desajuste inicial que teníamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que los números podrán ser presentados en términos generales y 
consolidados, y no con relación a cada departamento porque eso está planteado en el proceso de 
negociación con cada uno de los Intendentes. 


SEÑOR FRUGONI.- Con mucho gusto lo haría, pero son los que di. La otra forma que tengo de 
desagregar ese 68% 0 69% es por departamento. A nivel nacional es lo que dije. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo conozco la información con la que usted amenazó aburrir porque fuimos 
ilustrados al respecto por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR BEROIS.- Entiendo al economista Frugoni, que está respetando el acuerdo que hizo con los 
Intendentes, pero el Parlamento Nacional no puede estar condicionado a lo que quieran los 
Intendentes. El Parlamento tiene que tener toda la información para votar un proyecto de ley que es 
significativo, y estos datos son fundamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los números promedio de la situación de autos por año dividido menos de 75, 
75 y 91 y las franjas en las que se separaron están consolidados para el país 


¿Eso se puede dar? 
SEÑOR FRUGONL.- Efectivamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que no se puede dar es la información de cada departamento 
específicamente. 


SEÑOR FRUGONI.- Cuando lleguemos al artículo 10 solo para avanzar ordenadamente les vamos a 
dar alguna información más. 


Por supuesto que la numeración consolidada la podemos dar en todos estos órdenes. No queremos dar los 
números por departamento por lo mismo que le preocupa al señor Diputado, que es el éxito de esto que no lo 
ha tenido anteriormente y ahora ha sido bien manejado, porque sabemos lo que va a suceder en el día de 
mañana después de tener estos números, que ya los saben los Intendentes, pero los tienen bajo su manejo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto, pero sí se puede dar la información consolidada de qué va a pasar 
con los autos dentro de los períodos determinados. ¿No es así? 


SEÑOR FRUGONI.- Efectivamente. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El análisis del artículo 10, luego de avanzar fundamentalmente sobre los 
artículos 4” y 9”, pienso que puede contribuir a aclarar el rol que jugamos, por lo menos los que 
estamos aquí, con respecto a esto. 


Quizás sería bueno ingresar al análisis del artículo 4%, que según lo que el señor Diputado Berois expresó, ha 
sido un tema de discusión en esta Sala. 


SEÑOR BEROJIS.- Quiero aclarar que la información que estoy solicitando no la necesito a nivel 
personal, porque perfectamente puedo conseguirla. Yo soy miembro asesor de una Comisión y 
respondo a una bancada parlamentaria, a la cual le tengo que dar la mayor información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que continuemos con el análisis de los artículos y cuando lleguemos 
al artículo 10, se nos brinde toda la información respecto a las variaciones que se van a dar por año o 
por franja en las que tenemos ubicados los distintos automotores en promedio para el país. 


SEÑOR FRUGONI.- Este esquema de transición que yo mencionaba, por franjas, por año y por 
modelo es bien complejo, porque cada modelo de automotor y según la franja de año tendrá su valor 
no está en el proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está claro. 


SEÑOR FRUGONI.- Esto es aclaratorio de un acuerdo que, inclusive, ni siquiera es definitivo. Hubo 
aportes de ida y vuelta, pero esto es solo parte de un acuerdo que va por fuera de la ley. Es una 
transición que se pretende realizar luego de que se vote esta iniciativa. 


Podemos enviar por escrito, prolijamente, en un cuadro la información consolidada, la que no es por 
departamento, que ustedes están solicitando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este proyecto es de urgente consideración, así que esa información es para el 
día de ayer. 


SEÑOR FRUGONL.- Más tarde enviamos esa información. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Para comprender el artículo 4%, vamos a remitirnos al literal b.- del artículo 
3”, que establece que la Comisión de Seguimiento debe "Informar al SUCIVE los valores de aforo 
vehiculares, las alícuotas a aplicar sobre los mismos y todo otro elemento necesario para calcular el 
valor de la Patente de Rodados, las formas de pago del tributo, así como todo otro aspecto que 
contribuya a la homogeneidad del monto de tributo a nivel nacional, de acuerdo a lo que resuelva el 
Congreso Nacional de Intendentes". Ahí está la clave de cómo la patente de rodados, el tributo, logra 
homogeneidad, es decir, si se logra homogeneidad en la fijación de la alícuota, del valor de los 
vehículos, de las formas de pago, en el conjunto de elementos que luego aparecen en el recibo o en la 
boleta que cada uno debe pagar en algunas de las redes de cobro o en las propias Intendencias. 


El artículo 4* está vinculado a lo que estaba señalando y establece que habrá una comisión podrían 
preguntarse sobre su naturaleza jurídica; se trata de una comisión de trabajo integrada por delegados de los 
Intendentes Municipales. Y vale la pena señalar que no establece que deben ser diecinueve o tres. 


En la Comisión de Aforo en la que habitualmente nos reuníamos, los Intendentes se ponían de acuerdo, se 
designaba a quien se entendía mejor los representaba, participaba un Director de Flores, el contador Reyes, 
quien habla y alguien más y discutíamos sobre los aforos y elevábamos una propuesta al Congreso de 
Intendentes, que luego aprobaba, intentando que hubiera homogeneidad en el monto del tributo a nivel 
nacional 


Por lo tanto, el artículo 4* establece el mecanismo por el cual el SUCIVE se va a enterar de cuáles son las 
normas que deben aplicar. Y esta información al SUCIVE requiere la aprobación de dicha propuesta por parte 
del Congreso de Intendentes antes del 15 de noviembre de cada año. Se establece esta fecha porque las 
Intendencias disponen el cobro de la patente de rodados los primeros días de cada año, con los desafíos que 
ello implica, dado que en el mes de diciembre van apareciendo los nuevos modelos que no tienen aforo. 
Siempre se resolvió el libro de aforos con modelos que no tenían aforo. Luego, administrativamente esto es 
importante se fueron fijando los aforos. 


Como los aforos de los vehículos nuevos nunca estaban en el libro, nunca los resolvía nadie, luego aparecían 
distintos aforos en cada uno de los libros. Acá se plantea que el Congreso de Intendentes deberá resolver al 
respecto antes del 15 de noviembre de cada año. 


Al respecto, se ha planteado cómo harán los Intendentes resolverán eso. Históricamente lo han hecho; diría 
que diecisiete de los diecinueve Intendentes tienen facultades otorgadas por sus Juntas Departamentales para 
aprobar la propuesta que realice la Comisión de Aforo y para adherir al viejo acuerdo de Paso Severino. 


El acuerdo al que han llegado los Intendentes implicará que para aprobar y aplicar ese libro de aforos cada 
uno de ellos deberá tener la potestad necesaria. Esta iniciativa fija un procedimiento, pero no se inmiscuye en 
las potestades de cada Intendente para aprobar, o no, la propuesta que reciban. El economista Frugoni decía 
que aquí se incluye los vehículos categoría A. 


El acuerdo que hasta ahora tienen los Intendentes no incluye cuánto cuesta la patente de un taxímetro, de un 
transporte de escolares, ni la de un ómnibus. Es decir, estamos trabajando sobre la mayoría de los casos, 
sobre los casos importantes. 


Un ejemplo claro es la exoneración de patente que se plantea, condicionada a los vehículos anteriores a 1975. 
Algunos Intendentes tienen potestad para hacerlo y otros deberán recurrir a sus Juntas Departamentales para 
poder cumplir con el acuerdo. El papel del Parlamento Nacional en el acuerdo es dar respaldo político a este 
procedimiento para que cada uno de esos Intendentes pueda obtener las autorizaciones para actuar de acuerdo 
con el espíritu de la iniciativa, que es homogeneizar el valor del tributo a nivel nacional. De alguna manera, 
es importante el respaldo del conjunto de las fuerzas políticas a esta propuesta. 


El artículo 4”, que es permanente, que es para todos los años, está complementado con el artículo 9%, muy 
similar, pero aplicable solo una vez. ¿Qué pasa este año? Ya estamos muy cerca del 30 de octubre y del 15 de 
noviembre. 


Obviamente, el acuerdo que menciona el economista Frugoni se viene construyendo y se va a concretar no 
por el trabajo de la Comisión sino por la entrega de una propuesta, en este caso de la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto y del Ministerio de Economía y Finanzas, que los Intendentes deberán tomar, dejar o 
modificar, y que dará pie al funcionamiento del Sistema en el año 2012. Y los Intendentes podrán aprobar o 
no la propuesta en función de las potestades otorgadas por los decretos departamentales. 


Ese es el espíritu de los artículos 4* y 9%, que establecen el procedimiento de aprobación del viejo libro de 
aforos, más aquellos elementos que aseguran que las patentes sean homogéneas. 


Allí está determinada buena parte del Sistema, que asegura la unificación del tributo, es decir, quién elabora 
una propuesta a nivel nacional y quién aprueba esa propuesta para que sea comunicada al Sistema de Cobro. 


Ese Sistema de Cobro es la salvaguarda para todos, teniendo en cuenta la responsabilidad que tiene un 
administrador fiduciario, en el sentido de que cuando se trate del mismo vehículo, del mismo modelo, y se 
establezca que el aforo es 10, a cada uno se le pondrá el mismo código y se le cobre la patente que 
corresponda, y no suceda más que para el mismo modelo en distintas Intendencias, o aun en la misma, le 
corresponde distintos códigos de aforo y, por lo tanto, distintas patentes. 


Por lo tanto, entendemos que el artículo 4” es perfectamente constitucional y no avasalla ninguna de las 
potestades que tienen los Gobiernos Departamentales en cuanto a la fijación de las patentes; simplemente, 
quien no tenga esas potestades, no podrá cumplir y no habrá, entonces, unificación de patentes. Esta ley no 
puede solucionar eso, por impedimento constitucional lo ha discutido el Parlamento en innumerables 
ocasiones, porque no puede sustituir la potestad de los Intendentes, y lo que se requiere es un acuerdo político 
de los Intendentes, que lo lograron, y voluntad de los órganos legislativos, en aquellos casos en que los 
Intendentes no la hayan obtenido antes de esta fecha. 


SEÑOR TROBO.- Notoriamente, en este caso, además de proponerse normas jurídicas que crean un 
sistema único, se trata de participar de una vocación política determinada, como es que algunos deben 
pagar, otros no y otros deben pagar menos. Yo no comparto la filosofía que se ha planteado como 
determinante de este proyecto, que es que pague más quien tiene más, y que pague menos, quien tiene 
menos. Creo que la neutralidad debería ser la reina para mandatar esta solución, y cuando hablo de 
neutralidad quiero decir que tendría que existir un valor objetivo que se gravara con una tasa objetiva. 
Entonces, de acuerdo con el valor del bien en este caso, del vehículo todos deberían pagar lo que les 
corresponde: los que compran un vehículo de US$ 70.000, un porcentaje de ese valor, y los que 
compren uno de US$ 5.000 o US$ 10.000, un porcentaje de esos valores. Me parece lo más justo. 


Además, el procedimiento que se prevé en este proyecto generará brutales distorsiones. En primer lugar, está 
claro que un 30% de los vehículos pagará más. No sé si ese 30% son los que tienen más; capaz que se trata de 
gente que quiso gastar más en un auto que en una casa, pero pagará más que quien tenga un vehículo de hace 
diez o quince años. Es notorio que pagará más en relación al precio de ese vehículo. 


Por otra parte, se dice que habrá quienes pagarán menos, pero se crea un mecanismo de subsidio que, a su 
vez, va a gravar los vehículos cero kilómetro a partir del 1” de enero de 2012. 


Entonces, no me parece congruente que se aumente un gravamen a nivel nacional, porque este proyecto 
autoriza al Poder Ejecutivo a aumentar el IMESTI los que lo voten de todos los vehículos cero kilómetro a 
partir del 1* de enero de 2012. 


Necesariamente tenemos que hacer una reflexión en este caso. Estamos tratando una fuente de recurso 
departamental. Se crea una compleja arquitectura que podría fallar por la falta de un voto en una Junta 
Departamental, ya que eso destruiría el sistema. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Ese Edil sería muy guapo. 


SEÑOR TROBO.- Podría decir que en la Juntas Departamentales los Ediles son ciudadanos libres y, 
guapos o no, actúan de acuerdo con su leal saber y entender. Yo acá, por lo menos, actúo de ese modo. 


Acá también somos todos guapos, porque supongo que los legisladores van a votar de acuerdo con su leal 
saber y entender, y no porque se los atropelle, se los lleve por delante ni por una ley de urgencia. Votarán de 
acuerdo con su buen criterio. 


Además, debemos tener en cuenta que algunos Diputados representan a departamentos que tienen ingresos 
muy importantes con relación al producto departamental y que otros departamentos tienen un ingreso 
mínimo. Asimismo, probablemente en la próxima Legislatura algunos Diputados estén acá, en una Junta 
Departamental o en la Intendencia de su departamento, y se encontrarán con que a partir de 2015 la fuente de 
recursos que tendrán será menor que la que tienen ahora. 


Es decir, las decisiones que se tomarán respecto de este proyecto en el ámbito de esta Cámara van a estar 
influenciadas por muchas cuestiones, porque se trata de un tema complejo. La primera complejidad es que el 


Gobierno departamental va a ceder una potestad, que es la de fijar los ingresos vehiculares a partir del 2012, 
por quince años, y además se da a la SUCIVE dentro de sus competencias o potestades la de informar al 
Poder Ejecutivo acerca de la conveniencia de lo previsto en el artículo 300 de la Constitución. El Poder 
Ejecutivo nunca lo aplicó, y no se va a pelear con un Gobierno departamental porque se le ocurra, pero muy 
probablemente si la SUCIVE lo dice pueda presentar un recurso contra un decreto departamental, por el 
hecho de no estar de acuerdo con el que se debería aprobar, como lo establece este proyecto. No digo que el 
fin no sea bueno; desearíamos que toda la gente fuera rica, sana y linda, pero sería una irrealidad, y debemos 
tender a que las cosas sean lo más justas posibles. El principio de justicia hay que cuidarlo, primero, 
cuidando los preceptos constitucionales, que son los que garantizan que yo ejerza mis libertades y pueda 
tener acceso y derecho a la Justicia. 


Entonces, creo que se establece un mecanismo de percepción de impuestos con una unificación para 
Gobiernos autónomos, pero también se crea un subsidio y por eso se aumenta un impuesto. Creo que 
debemos tener muy claro los números, por ejemplo, cómo se afectan en cada departamento las distintas 
categorías; debemos contar con esa información, y si la posee el Poder Ejecutivo, tiene que brindarla, porque 
más allá de que la haya reunido a partir de un compromiso con uno u otro Intendente, este es el Parlamento, 
donde el Poder Ejecutivo está obligado a responder los pedidos que se efectúan. Entonces, para que podamos 
tomar una buena decisión, debemos contar con buena información. 


Por eso, reitero la importancia del planteo del señor Diputado Berois. 


Por otra parte, quiero preguntar con respecto al contenido del artículo 10, porque es un tema que no hemos 
abordado hasta el día de hoy, y considero que es muy importante. Hay que decir a la gente que a partir del 1* 
de enero del próximo año aumentará el precio de los automóviles porque va a aumentar un impuesto para 
financiar esta solución, y eso tienen que saberlo todos los ciudadanos. 


Entonces, en primer lugar, en el artículo 10 el Poder Ejecutivo solicita autorización para aumentar el IMESI; 
entonces, quiero saber cómo lo va a aplicar, sobre qué categorías, en qué porcentajes y qué aumento 
representará en cada una de las categorías en el valor de venta al público del vehículo a partir del 1* de enero 
de 2012. 


En segundo término, quiero saber cuánto piensa recaudar el Poder Ejecutivo por el aumento del IMESI, 
conforme a la autorización que se solicita en este artículo 10. 


En tercer lugar, quiero saber qué gravamen se aplica a los autos cero kilómetro en nuestro país, en todas las 
categorías, y qué tipo de tributos se aplica a los mismos vehículos en Argentina y Brasil. Estoy hablando del 
precio final al consumidor. 


Es importante que la ciudadanía sepa que el problema no solo es por la Patente de Rodados, sino también 
porque se fija a partir de una determinación ya establecida que tiene que ver con el precio del vehículo. Está 
bueno que se sepa qué es lo que estamos pagando los uruguayos por un vehículo, por su importación, qué es 
lo que pagamos por concepto de IMESTI y qué es lo que pagamos de IVA. Porque si estamos hablando de los 
impuestos a los vehículos y de los problemas para resolver los temas de la patente y el Gobierno viene y nos 
ofrece una solución buena, que va a eliminar las distorsiones a partir del aumento de los vehículos que se 
están gravando en esta misma ley, entonces, que haya transparencia absoluta y se digan las cosas como son. 
Por supuesto admito que se me diga que no se cuenta por lo menos acá con la información sobre el gravamen 
de los vehículos en Brasil o en Argentina, pero me consta que el Gobierno la tiene y creo que sería muy 
bueno ofrecer a la opinión pública un cuadro comparativo. En Uruguay, los vehículos se pagan al 100%, al 
200%, al 75% o al 130% de su valor, porque se aplica un IMESI y un IVA muy diferente al de Brasil y 
Argentina. Reitero que esto es relevante, porque partimos de la base de que el tributo de Patente de Rodados 
está calculado en función de un aforo, que tiene que ver con el valor del vehículo. Para nosotros estas 
informaciones son muy importantes. 


Esas son las preguntas y sé que son bastante complejas de responder. 


SEÑOR FRUGONL.- Vamos a contestar colectivamente estas preguntas. 


Quiero ser claro porque se habló de un sistema injusto en cuanto al valor de las patentes. A partir de 2012 el 
cálculo del aforo se hará por la alícuota. Se habla de injusticia, pero considero que injusto es este sistema en 
el que un auto, más viejo y más barato, está pagando, en términos relativos, muchísimo más que uno nuevo. 
Entonces, si importa el tema de la justicia y la equidad, importa ir contra este sistema de hoy. 


Asimismo, aunque el señor Diputado no esté de acuerdo con nuestra manera de concebir al tema impositivo, 
quiero decir que la verdad es que lo progresivo en estos años para la equidad ha dado un resultado 
formidable; por lo menos es lo que nos importa a nosotros. Sucede lo mismo con los autos, porque hoy existe 
injusticia. Esto no se trata de que el que tenga más pague más; en la transición se había dado al revés. En 
realidad, el que tenía un auto más caro y más nuevo pagaba menos, en términos relativos. Si hiciéramos una 
relación aforo-alícuota de un auto más viejo, más barato, de franjas de años anteriores, pagaría más, en 
términos relativos, que uno nuevo y caro. Y esto es regresivo, no progresivo. 


SEÑOR TROBO.- Claro, usted está comparando jurisdicciones en las cuales los vehículos pagan un 
valor distinto de patente. Obviamente que allí puede demostrar que hay injusticia, en la medida en que 
un vehículo en un departamento paga una cantidad que no paga en otro. Pero esa es otra discusión. 
Ahora estamos discutiendo cómo converger. Y la convergencia debe tener un principio de justicia y, 
además, una legalidad, un fundamento constitucional, porque en algunos casos era por la denominada 
avivada de alguna Intendencia para captar autos pero, en otros, por la buena administración. Lo que 
no podemos dejar de lado acá, y no estoy dispuesto a admitir, es que todas las Intendencias se 
administran del mismo modo. Hay Intendencias muy eficientes, y si las analizáramos en cuanto al 
producto departamental, a los servicios que brindan, a la calidad de los mismos, a la satisfacción de los 
clientes, a los ingresos, a los egresos, a los funcionarios que tienen por cada kilómetro o por cada 
habitante, nos encontraríamos con la sorpresa interesante de que algunas están muy bien 
administradas. Lo que pasa es que, en algunos casos, han dado a la Patente de Rodados una 
importancia superlativa en su presupuesto y, hoy día, les resulta un problema entrar en un sistema 
nacional. ¿Cuál sería el mejor mecanismo para mí? Bajar a todo el mundo a la que tiene los menores 
valores; sería lo más justo. Pero no, porque hay Intendencias que viven de la patente; existen otras que 
la tienen como un ingreso no tan importante. Los departamentos tienen realidades diferentes. Alguien 
me puede decir que una cosa es Montevideo y otra San José. Sí, pero una cosa es tener un auto en 
Montevideo y otra tenerlo en San José, porque el estado de los pavimentos y los servicios municipales 
vinculados al vehículo son distintos. Claro que antes había injusticia, pero también antes había 
modelos de administración diferentes y resultados diferentes. Por eso hay Intendencias, como la de 
Montevideo, que deben cobrar una patente determinada y otras, como la de Canelones y la de San 
José, que pueden cobrar otra. En su esquema presupuestal, es razonable el costo de la patente en el 
departamento de San José. No me quiero enfrascar en esa discusión; no vamos a llegar a nada. Lo que 
quiero decir es que la injusticia actual deriva, por lo menos, de dos grandes razones. Una es la 
inteligencia para captar clientes en un mercado absolutamente distorsionado, en el que no hay reglas 
de juego y, la otra, es que hay Intendentes que administran muy bien y otros muy mal. Eso también es 
así. 


SEÑOR FRUGONI.- Esto involucra algo técnico, y evidentemente algo político, pero no comparto la 
opinión del señor Diputado. La eficiencia de los departamentos, con la misma cantidad de vehículos, 
podría haber permitido que algunos pagaran menos, pero no es el caso. En el fondo, se trata de la 
captación de otros departamentos. Eso no es eficiencia; eso es captar de otro lado. Aunque el señor 
Apezteguía va a contestar especificamente con respecto al fondo que se está creando en el artículo 10, 
quiero decir que este tema de la matrícula es a nivel departamental, pero también está el tema de los 
vehículos que transitan muchos departamentos y, en ese caso, estaríamos hablando de rutas nacionales. 
Si hiciéramos hoy un inventario adelanto que se está estudiando el tema del "rompe y paga" de las 
cargas, pero también el de los autos de los impuestos que tienen los autos cero kilómetro, pero luego de 
los repuestos, del combustible, de los arreglos, etcétera, la suma no alcanza para mantener toda la red 
vial; es ineficiente el sistema por donde se lo mire. Eso es lo que ha motivado tener incentivos 
recaudatorios en lo departamental y en lo nacional. Evidentemente hay diferencia de eficiencias entre 
las Intendencias, pero ¿solamente se encuentra en las matrículas? No; también sucede en otros 
órdenes. Lo que pasa es que está pesando cada vez más; es un botín cada vez mejor 


Para mí es una oportunidad histórica de solución; lo avizoraron así los Intendentes, porque acá estamos 
hablando de que hay un acuerdo con los Intendentes de esta transición. A futuro es un aforo por el valor, por 
la alícuota. Lo que no era equitativo y estaba muy desajustado lo digo para que no se malinterprete era que 
los autos nuevos pagaban, en términos relativos, mucho menos. Por eso tienen un aumento, pero no 
solamente aunque lo defiendo igual porque el auto más caro deba pagar más por mayor poder adquisitivo. 
Tanto es así que, en la última franja, un mismo modelo que tiene cuatro o cinco años y es más nuevo que 
otro, está pagando menos patente. Ahora, el desajuste no se da entre un departamento y otro, como decía el 
señor Diputado Trobo, sino que se da en la interna de un mismo departamento. Si solo fuera solo entre uno y 
otro, sería posible, pero aquí el problema es de doble entrada, a nivel nacional y departamental. En este 
esquema existe inequidad en el mismo departamento. Además, es un problema que se agudizó con la guerra 
de las patentes. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 10 hace referencia al incremento del IMESI. Para comprender 
efectivamente este artículo hay que hacer necesaria referencia a los artículos 5”, 6” y 7”. 


Se crea un Fondo a efectos de que desde Rentas Generales se transfieran los dineros necesarios para que, de 
la aplicación del sistema que resuelvan finalmente los Intendentes, ninguna Intendencia ni Gobierno 
departamental, a partir del año 2012, reciba ingresos por concepto de Patente de Rodados menores a los que 
recibió por el mismo concepto con valores actualizados, por supuesto en el año 2010, que son los datos que 
tenemos. Estamos discutiendo esto en el año 2011, cuando todavía los departamentos no culminaron su 
proceso de recaudación de este tributo. Vamos a conocer los números correspondientes a este año recién 
cuando esté avanzado el año 2012 y serán confirmados cuando el Tribunal de Cuentas apruebe cada una de 
las Rendiciones de Cuentas de los Gobiernos departamentales. Por lo tanto, resulta difícil saber hoy cuál será 
la diferencia a partir del nuevo sistema, que todavía no se aprobó, porque el Poder Ejecutivo tendrá que 
realizar una propuesta y el Congreso de Intendentes deberá aprobarla. Se deberá comparar la recaudación del 
año 2010 con la del año 2012, pero habrán pasado varias cosas, porque ingresarán nuevos vehículos en el año 
2011, así como también en el año 2012, lo que contribuirá a la recaudación del año 2012. 


Entonces, el artículo 10 autoriza al Poder Ejecutivo a que Rentas Generales transfiera dineros al Fondo 
Nacional de Unificación del Tributo de Patente de Rodados que se crea, a efectos de asegurar que por la 
aplicación del acuerdo que hagan los Intendentes ninguno pierda recaudación. De esta forma, no se ingresa a 
una discusión, que es de otro tenor, en cuanto a si se consolidan o no las recaudaciones de vehículos que no 
debieron haber estado empadronados en el departamento en el que están. Lo que hace esta ley es asegurar la 
recaudación, inclusive si alguien estaba recaudando por vehículos que no deberían haber sido empadronados 
en ese departamento. Por lo tanto, esa recaudación queda asegurada durante los años 2012, 2013, 2014 y 
2015. ¿Por qué hasta el año 2015? Porque allí terminan estos mandatos. En el año 2015 deberá presentarse en 
este Parlamento un nuevo proyecto de Presupuesto quinquenal que, en aplicación del artículo 214 de la 
Constitución de la República, contenga los montos de la recaudación del Gobierno nacional que se deberán 
transferir a las Intendencias. 


Las Intendencias tienen realidades muy distintas en términos del peso de la Patente de Rodados, porque 
también tienen realidades muy distintas en términos de qué parte de sus ingresos provienen de recursos que 
transfiere el Gobierno nacional. Hay Intendencias en las que casi el 60% de sus ingresos proviene de 
transferencias que realiza el Gobierno nacional y hay otras en las que los recursos provenientes del Gobierno 
nacional no llegan al 8% de sus ingresos. Por lo tanto, por una cuestión aritmética ni siquiera matemática, el 
peso de la Patente de Rodados es relativo para aquella Intendencia en la que por ese concepto ingresa un 40% 
de los recursos municipales, teniendo ese límite, mientras que para otras tiene una importancia diferente, 
puesto que cubren hasta el 92% de sus recursos. 


El artículo 10 asegura, mediante una autorización, que las Intendencias consolidarán su recaudación en 
términos reales del año 2010 hasta el año 2015. En el año 2015 se deberá dar una nueva discusión en el 
Parlamento, así como también en la Comisión de Descentralización para ver cuáles son los recursos 
departamentales que se reciben. 


Aseguramos esa recaudación, señalando que este proceso es complejo y que los Intendentes deberán ir 
resolviendo, en el correr de los años, distintos aspectos de homogeneidad para la Patente de Rodados. El 
economista Frugoni decía que se ha llegado a este acuerdo con relación a los vehículos de Categoría "A", 
pero quizá los Intendentes puedan avanzar y logren convenir los valores de las patentes de otros vehículos 


que todavía no están comprendidos en este acuerdo. El Gobierno nacional quizá pueda contribuir con un 
poco más, pero hay que ver cuánto más. Aquí estamos poniendo un límite porque, eventualmente, los 
Intendentes podrían resolver en el Congreso de Intendentes que no cobrarán patentes y que el Gobierno 
nacional deberá transferir el total que corresponda. Por lo tanto, fijamos un límite, estableciendo que no se 
podrá superar el 25% del total de la recaudación correspondiente al IMESI; determinamos que la 
contribución del Gobierno no podrá superar, con el aumento previsto que se determina posteriormente, los 
US$ 30:000.000. De esa forma, se pone una cota al egreso que pueda salir del Gobierno nacional. 


Alguien preguntó cuánto costará esta fiesta. No costará nada, si no se consolidan aquellos ingresos que no 
corresponden. Quizá, si uno analiza dónde está empadronado cada uno de los vehículos algo para lo cual no 
tiene potestad este Parlamento ni el Poder Ejecutivo, se podría determinar si están bien empadronados en un 
departamento o si deberían estar empadronados en otro, pero no lo podemos hacer. Si no consolidáramos esa 
ganancia y la repartiéramos en los departamentos en los que la aplicación del sistema podría tender a perder 
recursos, esto tendría cero costo. El problema es que, por unos años, algunos lograron incrementos en su 
participación en el producido de la Patente de Rodados a nivel nacional, de hasta un 40% o un 50%, algo 
absolutamente inexplicable, que no responde a la evolución del Producto, de su población ni de su parque 
automotor real. Pero aquí se expresa la voluntad política. Estamos dispuestos a contribuir con hasta 
aproximadamente US$ 30:000.000 y estamos realizando una previsión para los años 2012, 2013, 2014 y 
2015. 


Por otro lado, si bien no sabemos cuál es la situación, no podemos presentar un artículo que esté 
desfinanciado. Por eso, presentamos un nuevo egreso y el potencial ingreso que podamos requerir. ¿Y qué 
decimos? Que se autoriza el incremento de las tasas máximas. Aquí no dice que se incrementa el IMESI a 
partir del 1* de enero, sino que las tasas máximas establecidas se podrán aumentar. Por lo tanto, el Poder 
Ejecutivo, podrá regular, en un margen mayor tiene esa facultad, qué tasa sobre los vehículos cobrará. 


Esto es bien interesante. El economista Frugoni se refirió a qué aporta el sistema vehicular al mantenimiento 
de la vialidad nacional en lo más básico. Y dijo que si todos los impuestos que pagan los vehículos, inclusive 
los camiones, por cualquier concepto fueran para pagar la red vial nacional los que pagan no son los 
vehículos sino los propietarios y no contribuyeran a la salud, a la enseñanza ni a la seguridad, no alcanza. O 
sea que hay alguien que no tiene automotor que paga para que existan carreteras. Esta es la situación que 
tenemos en este país. Lo paga el consumo, el 22% de IVA que cada uno de nosotros aporta cuando 
compramos algo. No sé cuánto es el IVA en Argentina. Lo que pasa que no podemos comparar el IMESI sin 
comparar las detracciones. Me comprometo a hacer un cuadro para analizar cuánto vale el IMESI en 
Argentina y cuánto valen las detracciones a la soja, de manera de poder comparar los impuestos y los 
sistemas impositivos. No se puede mirar solo una cosa. 


SEÑOR TROBO.- Hice una pregunta seria y quiero que se me responda seriamente. 


Para hacer las cosas bien y no perder el tiempo, solicito información pura y dura. Quiero saber qué va a hacer 
el Poder Ejecutivo con esta autorización. Nosotros tenemos que saberlo. No soy partidario de decir al Poder 
Ejecutivo: "Aumente hasta el cien por ciento lo que quiera". Se me está diciendo que son treinta millones de 
dólares. Muy bien, se supone que se debe haber hecho un plan y se sabe dónde se aumenta y dónde no, en 
cuáles vehículos y en qué categorías. Me parece que es muy importante que el Parlamento tenga esta 
información, aunque sea para que quede de manifiesto que hay voluntad de informar. No tengo duda de que 
estos datos deben estar estimados, y quiero conocerlos. 


Por otra parte, cuando pido que se compare el valor de un vehículo en Argentina, en Uruguay y en Brasil es 
simplemente porque quiero que la opinión pública sepa qué le significa de gravámenes a un uruguayo 
comprar un vehículo respecto de lo que le significa a un brasileño o a un argentino. Pero no lo hago para 
desconsiderar la transferencia que el Gobierno central tiene que hacer a través de distintas lógicas políticas 
para las carreteras, etcétera. Eso lo tengo claro. No necesito que me expliquen que se recauda y luego se 
distribuye, y que a veces se distribuye más para un lado que para otro. 


De cualquier manera, hay una visión objetiva. Me consta que los uruguayos pagamos los autos más caros del 
MERCOSUR, no porque sea caro el vehículo o la máquina sino porque son caros los impuestos, y creo que 
es bueno informar a la gente los impuestos que se pagan en Uruguay, en Argentina y en Brasil. Después, qué 


hace el Gobierno central con la caja de Rentas Generales, es otro tema. De todos modos, me parece que una 
medida objetiva se puede tener. De lo contrario nunca podremos saber el precio de nada. 


Tengo claro que se pagan las carreteras con el FIMTOP que podría tener un volumen mucho mayor, pero 
ahora se ha iniciado un camino para que se pague por uso y yo estoy de acuerdo. 


Lo que está claro es que se van a recaudar treinta millones más, entonces yo pregunto a quiénes se va a 
gravar para recaudarlos. Además, necesito que me den elementos para poder comparar objetivamente qué es 
lo que pasa en la región. Me parece que la información que estoy pidiendo es mínima como para poder tomar 
una determinación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo al señor Diputado Iturralde Viñas como Vicepresidente ad hoc. 


Se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuatro en cinco: AFIRMATIVA. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Hace unos días vi en la prensa la composición de un vehículo y cuánto paga 
por impuestos. Es bastante complejo porque el IMESI se aplica sobre los precios de los vehículos, pero 
con distintas tasas que van desde el 30% al 80% si no me equivoco, que fueron fijadas el 1” de enero de 
2011 en función de criterios de eficiencia energética. 


Por lo tanto, el incremento que se propone, que es un tope de tasa máxima, es una facultad para poder 
mantener, por ejemplo en el esquema de los vehículos categoría "A" automóviles la diferencia que existe 
entre los más eficientes energéticamente y los menos eficientes. Si esto no se explicara, podría significar que 
con las tasas máximas anuales se podría aumentar el 30% de la tasa del IMESI al más eficiente 
energéticamente, pero quedaría muy parecido al menos eficiente. De todos modos, enviaremos el decreto que 
establece el porcentaje. El IMESI de alguna manera está topeado, es decir que los ineficientes 
energéticamente tienen la tasa máxima y los demás tienen tasas menores. 


Hice un cálculo de treinta millones teniendo en cuenta que si se están recaudando por IMESI alrededor de 
cien millones, entonces si se aumenta la tasa 30%, aumenta treinta millones. Esto no se aplica a todas las 
categorías porque no sabemos cuánto se va a avanzar en los acuerdos en el Congreso de Intendentes. El 
Poder Ejecutivo tiene su propuesta para realizar y tiene una idea de cuánto va a costar. No obstante, los 
Intendentes van a aprobar un aforo y una alícuota determinada y van a ir avanzando. Entonces, 
eventualmente, el tope de 25% sobre las categorías que definió el Poder Ejecutivo podrá ir variando en la 
medida en que más categorías se incluyan en el acuerdo que, con el tiempo, vaya realizando el Congreso de 
Intendentes. Esta es la idea y la estimación. 


Nosotros esperamos que esto cueste menos dinero que el que estamos previendo, pero nos estamos dando la 
autorización. Además, se establece que no es una autorización para aumentar impuestos. Si aumentamos los 
impuestos no está en el espíritu del Poder Ejecutivo la intención es que lo recaudado vaya al Fondo de 
Unificación de Patente de Rodados, que tiene su forma de distribución para contribuir al proceso de 
homogeneidad de la Patente de Rodados. En ese sentido, el mecanismo propuesto trata de no transferir a 
otros sectores una carga vinculada con los automotores. Si las patentes recaudan menos, que el sistema 
automotor aporte esos ingresos menores. 


Con este sistema se podría considerar no digo que sea así que hay una parte de la patente que la está pagando 
por adelantado, que la van a recibir los Gobiernos departamentales y que contribuye a que se mantengan los 
ingresos, por lo menos, hasta el año 2015. 


¿Cómo funciona este Fondo? Este Fondo es un fideicomiso, un patrimonio de afectación independiente que 
tiene como único objetivo complementar la recaudación que obtienen los Gobiernos departamentales como 
consecuencia del tributo de Patente de Rodados y se nutre de Rentas Generales. El segundo inciso del 
artículo 5” dice: "Los ingresos que correspondan u obtengan los Gobiernos Departamentales del Fondo, serán 
inembargables y no podrán ser cedidos ni ser objeto de transacción judicial o extrajudicial alguna". De lo que 


se trata es de que este Fondo, que complementa los ingresos por concepto de patente, tenga casi las mismas 
condiciones que un tributo. Nadie puede embargarle la patente de rodados a los Gobiernos departamentales, y 
nadie puede embargar lo que reciben de este Fondo, que viene a complementarla. 


Por otro lado, el artículo 6” establece el mecanismo de distribución, como así también la forma en que se 
distribuirá el dinero sobrante, en caso de que así ocurra. Además, se establece que esto deberá hacerlo un 
fiduciario profesional, autorizado a operar por el Banco Central, que será designado por la Comisión de 
Seguimiento del SUCIVE; esto es así, simplemente, por economía de procedimiento, si bien se nutre de cosas 
distintas, en este caso, de un impuesto que es recaudado por el Gobierno central. 


Estos son los temas vinculados al articulado. 
SEÑOR TROBO.- Quedo a la espera del envío de la información que he solicitado. 


De todos modos, voy a formular una pregunta. Se ha establecido que el aumento del IMESTI no va a superar el 
25% de lo que se está recaudando actualmente, por tanto, ¿cuánto se recauda de IMESI hoy en día por la 
venta de vehículos? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- US$ 100:000.000. 


SEÑOR TROBO.- O sea que no van a ser US$ 30:000.000, tal como dijo el doctor Apezteguía; serían 
US$ 25:000.000. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- No, pero como se puede aumentar hasta el 30%, esos US$ 100:000.000 
pasarían a ser US$ 130:000.000, y el 25% de US$ 130:000.000 daría esa cifra. 


SEÑOR TROBO.- O sea que va a aumentar dos veces. Eso está bueno. 


SEÑOR FRUGONTI.- Quisiera hacer una aclaración con respecto al Fondo. Este, de alguna forma, 
viene a compensar lo más caro o más barato que fije el propio Congreso, es decir, la alícuota. Esa es la 
estimación inicial para mantener esos US$ 30:000.000 de origen, que inmediatamente comenzarán a 
ser menos, porque toda la recaudación nueva que vaya ingresando a las Intendencias va a completar 
esa diferencia que tendría, teóricamente, por el promedio de patente más baja, según 2010; pero todo 
lo que se vuelque en 2011 y parte de 2012 comenzará a llenar el agua que quedó en la diferencia. 


Ahora bien, no es lo mismo el llenado, si se fija una alícuota del 4%, que se fija una de 2%. Por eso hablamos 
de la responsabilidad de tener un Fondo de compensación. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Antes de formular las preguntas quisiera decir como adelanto de la 
discusión que se dará en la Comisión que nuestro Partido está de acuerdo con votar una solución que 
ponga fin a la llamada "guerra de las patentes". Además, la bancada nos ha encomendado trabajar en 
la búsqueda de alguna propuesta que nos permita votar un proyecto que cumpla ese objetivo. 


Sin duda, tenemos poco tiempo, y es muy complejo lo que tenemos por delante, sobre todo, teniendo en 
cuenta lo que escuchamos el día de ayer y en la mañana de hoy por parte de las diferentes cátedras que nos 
visitaron, que hablaron de los aspectos de inconstitucionalidad que tiene esta propuesta. 


También me gustaría formular alguna pregunta sobre aspectos que tienen que ver con el procedimiento. Por 
ejemplo, los Intendentes firmaron una declaración de voluntad no este proyecto; es bueno que lo aclaremos, 
de llegar a un acuerdo. Y en ese momento, el Presidente de la República dijo: "[...] esta iniciativa no 'camina' 
con una mayoría circunstancial. Esto, políticamente, necesita una mayoría muy especial. No pido 
unanimidad, pero tiene que tener el setenta y pico por ciento, porque es acuerdo nacional, y si no, no camina. 
Si tuviera la mayoría de la fuerza política que me respalda, no lo acepto, porque tenemos que saltar por 
encima de ciertas cosas para que esto tenga vigencia. Esa es la máxima garantía". En ese sentido, le pregunto 
al Director de la OPP qué alcance tiene esta afirmación del Presidente de la República, quien dice que si no 
tiene una mayoría del setenta y pico no sabemos si es setenta y uno o setenta y nueve no lo aceptaría. Hago 


esta consulta porque creo que hace al procedimiento de este proyecto de ley que, además, ha venido con la 
declaratoria de urgente consideración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de darle la palabra al economista Frugoni, voy a contestar en nombre 
de la bancada del Partido de Gobierno. 


El Presidente perdió la potestad de decir con qué cantidad de votos se va a aprobar este proyecto. Y puedo 
asegurar que, de ser necesario, se va a aprobar solo con los votos de la fuerza política de Gobierno, 
independientemente de lo que haya dicho el Presidente que, reitero, perdió la potestad de incidir en la 
votación que se llevará a cabo en esta Cámara. 


(Interrupción del señor Representante Trobo) 
SEÑOR PRESIDENTE.- No, yo lo defiendo al Presidente. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Entonces, en ese caso, viendo que la hipótesis que está sobre la mesa es 
que este proyecto se podría aprobar solo con los votos de la fuerza de Gobierno, y teniendo en cuenta 
que el Presidente dijo que eso no lo acepta, hay una función del Presidente que excede la legislativa, y 
ahí apunto mi pregunta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Presidente puede vetarlo; todavía tiene esa instancia. 


SEÑOR FRUGONI.- Creo que el Presidente se expresó de esa manera por la importancia del tema; 
pienso que lo que hace es devolverle a los Diputados el compromiso, dada la importancia de la 
iniciativa. Por tanto, creo que ahora el problema lo tienen los Diputados de la oposición, ya que deben 
decidir si acompañan o no la propuesta. Creo que ese fue el ánimo del señor Presidente. 


SEÑOR CANTERO PIALL.- Quisiera hacer otra pregunta con respecto al procedimiento. 


Este proyecto viene con dos capítulos, y hemos hablado mucho del primero y no tanto del segundo. Por tanto, 
me gustaría saber el motivo por el cual se incluyeron los dos capítulos en un mismo proyecto, y si, en opinión 
del Poder Ejecutivo si bien obviamente, la voluntad del Presidente terminó cuando envió el proyecto, según 
palabras del Presidente de la Comisión existe la posibilidad de que se vote un capítulo y no el otro. 


SEÑOR FRUGONTI.- Creí que eso había quedado claro en la sesión pasada. 


Se trata de una estrategia que se desarrolló con los Intendentes, dado que se estaban discutiendo temas en 
cinco Comisiones. En esta oportunidad se tuvo en cuenta la temática abarcada por dos de ellas. Inclusive, 
creemos que el capítulo de mayor importancia, para las políticas territoriales, es el referente al alumbrado. 


¿Cuál es el secreto? Que los Intendentes tenían urgencia en solucionar estos dos temas, y por eso los pusimos 
sobre la mesa. Por supuesto, quedaron pendientes los otros tres temas, que serán abordados luego de resuelto 
estos dos, es decir, el de la patente y el del alumbrado. 


Lo que sucedió fue que unos cuantos Intendentes tenían otras prioridades antes de abordar el tema de la 
patente, y el primer tema a solucionar que aparecía era el del alumbrado. Los otros temas que estaban siendo 
analizados referían a maquinaria, corporaciones y residuos, pero el relativo al alumbrado era el que tenía 
mayor urgencia. Por esa razón, se presentaron los dos capítulos a la vez, ya que iba a llevar demasiado 
tiempo considerarlos por separado. Reitero que el envío de estos dos temas a la vez se hizo de conformidad 
con los Intendentes. Además, consideramos que de esta forma se generaban las garantías necesarias como 
para que se siguiera avanzando en lo que habían propuesto los Intendentes. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- Comparto lo manifestado por los señores Diputados Berois y Trobo 
respecto a las cifras. Además, para tratar de encontrar los diferentes mecanismos legales que nos 
permitan aprobar este proyecto, es fundamental tener las cifras a mano. 


Si bien el Director de la OPP acaba de decir que lo que está en su poder lo va a remitir a la brevedad, quiero 
decir lo siguiente. La semana pasada quiero recordarle a la Comisión y decirle a la delegación, cuando 
recibimos al Congreso de Intendentes, pedimos algunas cifras; lo hice yo específicamente y también el 
Diputado Asti. El Presidente del Congreso, el Intendente Carámbula, mencionó que las iba a mandar y 
destacó la importancia de lo que se estaba pidiendo. Eso no nos ha llegado, los días pasan, los tiempos se nos 
acotan y esto es fundamental. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Iturralde Viñas) 


———Queremos señalar determinadas cosas que se mencionaron la semana pasada. El contador Cabrera, aquí 
presente, mencionaba cómo van a ser estas franjas, estos porcentajes. Él decía: "[...] de todo el parque 
automotor, el 69% de los propietarios de vehículos van a pagar menos de lo que están pagando en este 
momento. ¿Cuánto menos? Entre un 20% y un 30%. Un 4% va a pagar lo mismo y un 27% va a pagar más. 
Ese 27% se encuentra concentrado sustancialmente en los vehículos de alta gama, con un valor superior a los 
US$ 40.000. ¿Y cuánto más van a pagar? En el entorno de un 30%". Esto tuvo lugar el miércoles, pero el 
jueves o viernes apareció en la prensa el Prosecretario de la Presidencia, doctor Cánepa, diciendo que los de 
alta gama estarían entre US$ 25.000 o US$ 30.000. Ahí tenemos una diferencia porque o estamos hablando 
por encima de los US$ 40.000 o entre US$ 25.000 o US$ 30.000. El Director de la OPP acaba de decir que es 
muy complejo el sistema por el cual se establece la alta gama, pero creo que es algo que tiene que quedar 
claro. Lamento que sea compleja la forma de establecerlo pero, de aprobarse esto y de regir a partir del 1* de 
enero de 2012, es fundamental que se sepa cuáles son esos vehículos que van a estar pagando un 30% más. 


SEÑOR FRUGONI.- Quiero aclarar que este no es el tema del proyecto de ley. Esto se va a acordar 
con los Intendentes por fuera de lo que se vote en esta iniciativa. Esta transición no figura en el texto de 
esta propuesta. De todas formas, con mucho gusto le vamos a contestar, pero le aclaro que cuando dije 
que era complejo, no quería que nadie sintiera que uno no lo quería explicar. Si quiere el Diputado, le 
explico cómo es el mecanismo y por qué es correcta la diferencia de la que usted habla. Como esto va 
por franja de años y cada franja para nosotros es un universo de automóviles, se unificaron los 
modelos y se ubicó por franja de años a todos los modelos desde el de menor valor hasta el de mayor 
valor, dividiéndose en tres partes iguales los modelos, no la cantidad de autos porque, como se 
comprenderá, en la franja de los Corsa y los Gol hay muchos más autos que en la tercera franja, en la 
que caen los Mercedes Benz, que son menos. O sea que son cantidad de modelos, no de autos. Entonces, 
por franja de años yo tendré valores diferentes en los autos que podemos definir de alta gama. Ese 
66,66 no es lo mismo para la franja del año 1991 que para la del 2008. Entonces, alta gama para la 
franja de 1991 va a tener un valor y alta gama de la franja de 2008 con respecto a 2001 va a tener otro 
valor. Por tanto, cada franja de años va a tener una definición de alta gama. Por eso las dos cosas son 
ciertas. En algunos casos será de US$ 40.000 y, en otros, de US$ 28.000. Al mirar las franjas, lo 
veremos. Lo que pasa es que eso está en cada uno de los percentiles de cada una de las cinco franjas. 


Quería aclarar eso. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- No le pregunto al Director qué está dentro del proyecto y qué no. Yo le 
hago preguntas para tener insumos con los que luego la Comisión va a trabajar para mejorar esto que, 
así como está y según han dicho los propios constitucionalistas, está cayendo en inconstitucionalidades. 
Entonces, hago las preguntas para tener la mayor cantidad de información posible, a fin de buscar los 
mecanismos suficientes para legislar en consecuencia. Así, cuando levantemos la mano, sabremos por 
qué lo hacemos y qué es lo que se va a aplicar a partir del 1” de enero de 2012. 


SEÑOR FRUGONTI.- Insisto en que más allá de la constitucionalidad o inconstitucionalidad, este 
aspecto no tiene nada que ver con el proyecto de ley. Yo le doy la información, pero eso no tiene nada 
que ver con esta iniciativa. Se apruebe lo que se apruebe o así no se apruebe nada con los Intendentes 
en este acuerdo, esto no tiene nada que ver con la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la ley; 
está por fuera. Ni siquiera incluye parte de la ley. Entonces, esto lo comentamos porque el acuerdo 
también es parte de la voluntad de los Intendentes. Pero lo que yo quiero aclarar es que esto no tiene 
nada que ver y no es ningún insumo para analizar el tema de la constitucionalidad. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- No es para tratar la inconstitucionalidad del proyecto el insumo; es para 
la redacción que podremos dar o no a la iniciativa. 


Aquí se ha mencionado la exoneración de patentes del año 1975 para atrás. Se ha dicho que para que esa 
exoneración se dé tampoco voy a entrar en la discusión del más caro o menos caro, quienes trabajan en el 
tema de la accidentología y han realizado diversos informes sobre elementos de seguridad, etcétera, 
demuestran que un auto más caro tiene más elementos de seguridad que uno más viejo. Entonces, el criterio 
debería ser que el año de 2010 o 2011 pague menos patente que el de 2007 o 2006, pero no quiero entrar en 
esa discusión. 


Lo que sí quiero decir es que se ha mencionado que estos autos anteriores a 1975 no van a pagar patente de 
rodados con la condición de que tengan, lógicamente, el test vehicular que solamente se hace en Montevideo. 
La pregunta es cómo se está pensando la puesta en práctica de esto. No hay cifras, no conocemos aunque 
quizás sí las conozcan la cantidad de autos en esas condiciones que hay en el país. ¿Cómo se va a llevar 
adelante el control de esos vehículos? Ponía el ejemplo de Ferrari, pero podemos poner el de cualquier marca 
y modelo, previo a 1975 que está circulando en cualquier parte del país. ¿Cómo se hará ese control técnico 
vehicular si solamente se hace en Montevideo? ¿Van a tener que venir todos a Montevideo a realizarlo? Esa 
pregunta concreta tiene que ver con cómo luego se va a proceder en el cobro de la patente. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- En el mismo tenor, uno podría decir: "No lo sabemos". Este acuerdo, que 
tendrá que ser refrendado por el Congreso de Intendentes, será en base a una propuesta que hagan 
conjuntamente el Ministerio de Economía y Finanzas y de OPP formalmente. En realidad, hemos 
trabajado en el acuerdo con los Intendentes Municipales y llegamos a la conclusión de que es 
conveniente que aquellos vehículos anteriores a 1975 no paguen, pero también es importante que se les 
pueda certificar que están en condiciones. 


El hecho de que exista un Computest en Montevideo es porque la Intendencia de Montevideo, en uso de sus 
exclusivas potestades, así lo ha dispuesto. Sin duda, esa es una alternativa que tienen los otros dieciocho 
departamentos, pero la inspección vehicular puede tomar muchas formas. O sea que no requiere de empresas 
que lo realicen ni de aparatos. Hay formas relativamente simples para que cada Intendencia pueda certificar 
efectivamente que los vehículos están en condiciones de circular. 


Y como todas las leyes, se establecen procesos. Seguramente, de aprobarse este proyecto, el 1” de enero de 
2012 no tendremos vehículos del año 1975 certificados. Ese será un proceso de trabajo, como este será un 
proceso de construcción. 


De cualquier manera, quiero insistir en que hay cosas que nosotros no sabemos. Hay casos en los que 
nosotros podemos decir: "Esta será la propuesta que le vamos a hacer al Congreso de Intendentes o es la que 
estuvimos trabajando". Pero, en cuanto a cómo va a ser el derrotero de las patentes, lo que podemos decir es 
que nosotros queremos contribuir en que sea una patente homogénea en todo el país. Esta ley debe durar 
bastante más tiempo. Si se metiera en el costo de la patente, ahí sí sería inconstitucional porque la 
Constitución dice claramente que el tributo es fijado por los Gobiernos departamentales. Lo que procura esta 
ley es dar instrumentos a los Intendentes y a los Gobiernos departamentales a fin de que puedan llegar a los 
acuerdos necesarios para que se unifique la patente. Creo que no deberíamos intentar saber lo que piensan los 
Intendentes, porque ellos no están. 


El Presidente del Congreso de Intendentes dice que va a mandar los datos. Sinceramente, son los Intendentes 
quienes pueden mandar los datos de lo que cobran de patente. Otra forma de obtenerlos es mirar como 
muchas veces hacemos, en la página del Tribunal de Cuentas, qué salió del informe de la Rendición de 
Cuentas y, por lo tanto, conocer los ingresos de los Gobiernos departamentales. Contamos con algún grado de 
información más, porque dentro de los compromisos de gestión establecidos, se estipula la obligación de los 
Gobiernos de dar un conjunto de información, pero nunca hemos la hemos llegado a conocer en detalle. No 
sabemos cuánto se le cobra a un Volkswagen del año 1963 o del año 1978. Los Gobiernos departamentales, 
con mucho cuidado, recién nos dieron la información para poder trabajar y elaborar una propuesta que 
solamente va a manejar el fiduciario profesional, quien podrá contar con las bases de datos que le deberá 
transferir cada uno de los departamentos. 


Los criterios los tenemos, pero no podemos asegurar que en el año 2012 la alícuota va a ser el 4,5%. 
Podemos decir que la propuesta del Poder Ejecutivo será que en el año 2012 la alícuota sea del 4,5%, pero no 
sabemos cuál será la de los Intendentes. Esta ley no puede subirla, bajarla ni establecerla; no tenemos forma 
de hacerlo aunque quisiéramos, porque si se pudiera, supongo que el Parlamento ya lo hubiera hecho, y aquí 
lo que se está tratando de hacer es dar un instrumento que, sin violar la Constitución, contribuya a que los 
Intendentes solucionen este tema. 


SEÑOR BEROIS.- El Computest es un sistema bueno, pero debemos aclarar que no está instalado en 
todos los departamentos. No todos los departamentos tienen la infraestructura de Montevideo como 
para contar con un medio de ese tipo. No es por mala voluntad, sino porque la infraestructura de los 
departamentos es diferente, y no se puede pedir que un vehículo recorra 50, 100 o 200 kilómetros para 
venir Montevideo a hacer el control. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Bayardi) 


SEÑOR CANTERO PIALLI.- Tengo claro lo que decía el señor Apesteguía, tanto, que ni siquiera el 
Congreso de Intendentes lo puede fijar, según lo que hemos escuchado de los constitucionalistas que 
nos han visitado. 


Quisiera hacer dos preguntas con respecto al literal b.- del Numeral 1.- del artículo 11, donde se utiliza la 
expresión "precio o tasa". Quisiéramos saber si es precio o tasa, y cuáles son los parámetros que se emplearán 
para calcular esa razonable equivalencia a la que hace mención. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El Diputado está haciendo referencia al tema del alumbrado. 


El alumbrado es un servicio municipal. La que los montevideanos conocemos como tasa de alumbrado 
porque toma distintas características incluye la instalación, el mantenimiento de las redes, la extensión y el 
alumbrado público, de la calle, pero también el ornamental. 


Lo que dice este artículo es que lo importante es que el Gobierno departamental diga qué recibe UTE por la 
energía. Dependiendo de cómo se cobre, puede ser una tasa, que se le cobra a los ciudadanos, o un precio por 
el usufructo del alumbrado público. En el proyecto se da un marco amplio para que en la diversidad de las 
diecinueve Intendencias puedan quedar incluidas las que tienen precios y las que tienen tasas, porque si 
ponemos "tasa", la que no la tiene, no puede cobrarla. 


El objetivo es que UTE pueda cobrar lo que está vinculado con consumo. Si alguien quiere cobrar algo más, 
es un tema en el que no nos podemos meter. 


SEÑOR CABRERA.- En la norma tratamos de dar un cierto grado de sostenibilidad. Estamos viendo 
cómo es el comportamiento en la gestión de la recaudación de estos tributos en el caso concreto de la 
gestión de alumbrado público y qué falencias hay que corregir en el futuro. 


En el tema del alumbrado, estamos resolviendo no solamente la eficiencia energética, sino también el 
endeudamiento de las Intendencias con UTE por el alumbrado público. Uno de los temas que tenemos es que 
solamente cinco Intendencias están al día; las restantes catorce tienen deudas de más de veinte años. De las 
catorce que no están al día, solamente dos reciben, por el tributo asociado precio o tasa, según la Intendencia, 
un ingreso similar al que gastan de alumbrado. En algunos casos, se da que solamente absorben el 20% de lo 
que consumen de energía, y nosotros tenemos que dar herramientas para que eso sea sostenible. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Eso contesta la pregunta del señor Diputado Cantero de por qué se 
presentaron estos dos Capítulos, el del alumbrado y el de la patente única. De esa manera, se puede 
contar con dos herramientas para regular en conjunto la eficiencia y la coordinación. ¿Es así? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El otro día, el señor Prosecretario decía que este es un proyecto de 
fortalecimiento de las Intendencias, es decir, que hay un fortalecimiento indudable de la reputación. El 
hecho importante es que los Gobiernos departamentales logren unificar la patente de rodados, más allá 


de si hace treinta y uno o cincuenta y dos años que no se logra. Es casi un escándalo nacional que en un 
país que no llega a tener 400 kilómetros por 400 kilómetros de superficie, haya cerca de 26 patentes de 
rodado para el mismo vehículo; si tuviéramos 19, sería un avance; hemos detectado cosas increíbles. 


Además, en el caso del alumbrado público, estamos contribuyendo a algo básico: que los Gobiernos 
departamentales deben pagar por los servicios que reciben. Con este proyecto, estamos solucionando deudas 
de décadas. Se están licuando deudas de hace veinte años que UTE no puede cobrar, y eso hay que ponerlo 
en la balanza de eventuales perdedores y ganadores eventuales con la aprobación de este proyecto. 


Las Intendencias que pudieran considerar que, con este proyecto, deben abandonar el sistema anterior, que, 
por algún absurdo, les permitía mejorar sus recaudaciones, deberían tener en cuenta que, al mismo tiempo, 
podrán deshacerse de deudas varias veces millonarias con la UTE, que, en algunos casos, superan el monto 
de su propio presupuesto anual. Es decir que tendrían que dedicar más de un presupuesto entero para poder 
pagar esa deuda con UTE. Lo digo para que no nos asombremos cuando veamos las medidas que al amparo 
del artículo 12 de este proyecto apruebe UTE y nos encontremos con Gobiernos departamentales que, quizás, 
al tener que pagar las deudas al 10% de la facturación, demoren doscientos años en cumplir, y aun si las 
dejáramos en valores nominales, llevaría décadas. 


Entonces, esto no está estrictamente vinculado, salvo en el fortalecimiento de los Gobiernos departamentales 
y en las pérdidas y ganancias, los costes que cada uno tiene; sin duda, va a contribuir al acuerdo. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Mi reflexión se debía a que sobre el Capítulo II los constitucionalistas que 
hemos consultado no tienen ninguna posición y nosotros tampoco. Entonces, parece que hay consenso y 
no habría problema en aprobar esta parte del proyecto. No obstante, recién hablamos con el señor 
Presidente para que se cite a UTE a fin de conversar sobre el Capítulo II, la situación general de estos 
números, cómo se ha gestionado todo esto y cómo ha sido consultada la empresa pública UTE, datos 
que nos estarían faltando. 


SEÑOR BEROIS.- Voy a estudiar lo que decía el contador Cabrera, porque en este tema de UTE he 
cambiado mis opiniones con el correr del tiempo. La mayoría de las Intendencias tiene deudas, y no 
solo se trata de un tema de buena administración. Hay algunas que han tenido la suerte de haber sido 
gobernadas más de treinta años por la misma administración, que ha tratado de ser prolija. Otras, han 
heredado una deuda y no hay duda de que tratar de levantar ese muerto para hablar claro no es fácil 


Pero también me animo a decir que es cierto que más del 90% de lo que generan las Intendencias como 
deuda se debe a alumbrado público. Esto no responde a lo que gastan las Intendencias en infraestructura, sino 
a alumbrado público, que es un servicio a la comunidad, un servicio que se le brinda a los contribuyentes y a 
las ciudades. Cuanto más eficiente se es en el alumbrado, más se va a gastar. 


La UTE nunca ha colaborado, y su opinión es la de quien brinda un servicio comercial por el que cobra. Pero 
es un Ente de todos los uruguayos y todos debemos tratar de ponernos las pilas y colaborar con un servicio 
que es fundamental para la sociedad, más en la época en la que estamos, en la que la luz se transforma en un 
elemento muy importante hasta para la seguridad pública. Y eso lo pagan las Intendencias. Inclusive, en el 
Presupuesto anterior se incluyó una fórmula de retención por la cual se ha tratado de cobrar esta deuda de 
alguna forma, y está bien que así sea, pero es bueno tener en cuenta este tipo de consideraciones, porque el 
mantenimiento de todo esto, que es tan caro como lo otro, lo hacen las Intendencias a su costo en recursos 
humanos, materiales, etcétera. Entonces, cuando se habla de este tema, de beneficencia, y de las Intendencias 
en general, debemos analizar la realidad del servicio que se está brindando, considerar el gasto y por qué se 
está generando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer una sola aclaración para que conste en la versión taquigráfica y 
que cuando discutamos este tema, sea con todos los elementos sobre la mesa. Cuando el Diputado 
Berois dice que ha habido Gobiernos departamentales que han pertenecido a una misma 
administración, se está refiriendo a que pertenecieron a un mismo partido político. En todo caso para 
que este tema no lo agarre dormido en la discusión, no es verdad que los cambios de partido hayan sido 
la única causa de la deuda que se mantiene con UTE. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El Gobierno nacional es consciente del esfuerzo que podría significar para 
algunas Intendencias municipales, si pagaran, saldar la deuda de alumbrado. Aquí lo que se está 
haciendo es incrementar el subsidio del 30% al 60%. Quería hacer esta precisión demostrando la 
preocupación y el compromiso del Gobierno nacional en este sentido. 


También quiero hacer una precisión con respecto a UTE. UTE es una empresa de todos los uruguayos, y 
como tal, paga sus impuestos y realiza las transferencias al Presupuesto nacional, lo que este Parlamento 
luego asigna, entre otras cosas, para poder aprobar este subsidio del 60%, pero se trata de cosas distintas. 
UTE es una empresa que produce y vende energía. Ese es su rol y no es su competencia hacer alumbrado 
público, que es una materia de las Intendencias y de los Gobiernos departamentales, lo que está laudado. 


Nosotros conocemos la problemática, esto contribuye a la problemática, y este Gobierno nacional y esta 
Administración han sido sensibles en este sentido. Desde 2004 a la fecha, se han más que duplicado las 
transferencias a los Gobiernos departamentales en lo formal y más en lo real, porque había más transferencias 
en los papeles que las que efectivamente se transformaban en dineros constantes y sonantes para los 
departamentos. 


SEÑOR ASTI.- El criterio, que acepto por ser invitado, de hacer las preguntas por integrante y no por 
tema, ha hecho que casi nos olvidemos de que también estamos tratando el Capítulo I de este proyecto 
que tiene que ver con un sistema unificado de Patente de Rodados. 


Yo me quería referir al artículo 6* y a todo lo vinculado a la evolución de los empadronamientos a partir del 
1 de enero de 2012. Como recordaba el señor Diputado Cantero Piali, cuando asistió el Congreso de 
Intendentes, le pedimos, como ahora se lo pedimos a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, la evolución 
de los últimos diez años no sé qué cantidad de años pueden tener registrados de la participación de cada 
Intendencia en el total de ingresos por Patente de Rodados. Ese dato puede surgir de los informes de 
Rendición de Cuentas del Tribunal de Cuentas, pero a nosotros nos resultaría bastante difícil obtenerlo. Nos 
gustaría saber cómo ha evolucionado este tema para analizar los impactos que tiene para equilibrar lo 
recaudado en el año 2010. 


Como no está el señor Diputado que habló de la eficiencia de algunos Gobiernos que pueden bajar la Patente 
de Rodados y no la Contribución Inmobiliaria, ni ninguna otra cosa, ni tampoco renunciar a parte de lo que le 
corresponde por las partidas del Gobierno nacional, no voy a hacer mención a ese tema. 


Reitero que sería bueno conocer la evolución de las ganancias y pérdidas en este proceso tan demorado de 
unificación de una Patente de Rodados. 


Además, quiero hacer hincapié en lo que podría pasar de aquí en adelante con respecto a un muy injusto 
olvido —a mi entender que tiene este proyecto de la Ley N* 18.456 de empadronamiento, que creo tiene 
mucho que ver con que se haya llegado a un acuerdo en esta instancia. Algunos Intendentes antes eran muy 
reacios a este tipo de acuerdos, y ahora lo aceptaron. Esa Ley, votada por este Parlamento y ratificada por dos 
fallos de la Suprema Corte de Justicia uno de constitucionalidad y, otro, de no lesión de autonomía—, es un 
marco. Hoy se decía que no había reglas de juego en este sentido. A partir de 2009 las hay; se habrán 
cumplido o no. Ahora, debemos ver cómo se van a cumplir en el futuro, porque más allá de que se haya 
sacado el incentivo del precio de la patente, es necesario acatar lo que dispone esta norma en el sentido de 
que cada uno debe empadronar en el departamento donde más radica, teniendo en cuenta las opciones que allí 
se establecen. 


Reitero: es un lamentable olvido de este proyecto de ley no decir que esta norma sigue vigente; seguramente 
propondremos que esto se subsane. Por lo tanto, se debe seguir empadronando con los criterios que allí se 
establecen, más allá de que no haya los incentivos para hacerlo en otros departamentos. 


Estas son las dos consideraciones que quería hacer, referidas a la evolución futura prevista en el artículo 6": 
por un lado, pedir información y, por otro, consultar a la delegación del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Con respecto a la ley que establece la forma en que cada vehículo debe ser 
empadronado, y como consecuencia de eso generar el tributo de patente de rodado, debo decir que va 


de suyo: esta iniciativa parte de la base de que las leyes se cumplen. Es responsabilidad de cada 
ciudadano y de cada Gobierno departamental cumplir con las exigencias. 


Lo que estamos haciendo aquí es otra cosa. El hecho de empadronar en el departamento en el cual se tiene la 
residencia, no es un tema que genere dudas ni que esté en discusión acá. Ahora estamos diciendo algo más: 
que aún empadronando en el lugar de residencia es importante que en este país las patentes tengan el mismo 
valor. De esta forma también estamos contribuyendo, facilitando, para que esa ley se pueda cumplir. Evitada 
la distorsión que provocan las patentes, no habría motivos para que alguien deje de cumplir con la ley. Por 
eso, en el literal b.- del artículo 6” se establece cómo se realizará la distribución del Fondo en el caso que 
haya excedentes: proporcionalmente a la recaudación que por concepto de Patente de Rodados se haga de los 
vehículos empadronados a partir de 1* de enero de 2012. Esto es, de aquellos vehículos que se van a 
empadronar cuando se supone terminó la guerra de las patentes. Por lo tanto, cada Intendencia va a 
empadronar y recibir los tributos de los vehículos que corresponden a ciudadanos de ese departamento. 


Con respecto al período 2012-2015, no existen posibilidades en la norma ni está al alcance del Poder 
Ejecutivo, verificar que la recaudación de 2010 corresponda a vehículos que efectivamente cumplieron con la 
ley que aprobó el Parlamento; no tenemos manera de hacerlo. Tampoco hay establecida una pena para quien 
no haya actuado correctamente. Tengo entendido que todavía hay declaraciones y discusiones las conozco 
como ciudadano— en el Congreso de Intendentes para que no haya más fiscalización. Pero ese no es el 
motivo de esta iniciativa; eso forma parte de la manera en que ejerce la autonomía cada uno de los 
Intendentes o los Gobiernos departamentales. 


(Diálogos) 


SEÑOR BEROIS.- Con independencia de la posición que asumamos, la reunión de la tarde ha sido 
muy importante porque, por lo menos, hubo aclaraciones. 


Por otra parte, aquí se habló de la morosidad. Tengo entendido que en el Congreso de Intendentes se llegó a 
un acuerdo para que las Intendencias tuvieran potestad sobre los vehículos de un departamento que 
circulaban en otro y que estaban atrasados en los tributos, para abatir la morosidad. Me parece que este tema 
es importante y debe ser tenido en cuenta. Es fundamental que se mantenga la continuidad con respecto a los 
empadronamientos. Todos los Intendentes estaban de acuerdo en realizar la fiscalización, inclusive, de chapas 
muy viejas que todavía circulaban en algunos departamentos. 


Según se ha dicho, este procedimiento no ha sido eficiente. A lo mejor deberíamos buscar alguna solución 
legislativa. 


Además, ya que estamos dando este paso tan importante, deberíamos tratar de solucionar el problema de las 
libretas de conducir y crear un registro nacional. Esto es clave, pero cada pueblo tiene su chacrita. Creo que 
el Congreso de Intendentes no ha sido lo suficiente activo en este tema; sí lo ha sido con el problema de las 
patentes que, sin duda, afecta mucho más a su tesorería. Para mí el tema de las libretas es muy importante 
porque afecta al tránsito vehicular y considero que es fundamental tender a la unificación y a realizar 
procedimientos nacionales en este sentido. 


También quiero hacer algunas consideraciones que no son menores, relativas a la votación de este proyecto. 


Aquí se ha hablado de los tesoros de las Intendencias. Es cierto que esto las afecta. Pero para los legisladores 
es muy difícil votar esta iniciativa, no por los tesoros sino porque afecta a los contribuyentes, que son los que 
nos votan. En algunos casos, tendrán un aumento de un 80%. A veces nos olvidamos de ellos y hablamos 
mucho de las tesorerías. La responsabilidad de los actores políticos es con la gente que los vota. No es fácil 
discutir un proyecto de ley que sabemos que puede aumentar un 70% o un 80% los tributos que pagan los 
contribuyentes en cada uno de los departamentos. 


Por eso me referí a la tabla, porque este tema corta transversalmente a todos los Partidos Políticos. No tiene 
partido político; tiene relación con la supervivencia política de cada uno de los actores políticos. Esto es muy 
importante a la hora de levantar la mano o no; es fundamental a la hora de evaluar el contexto general. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Cuando se dice que el 69% de los propietarios de vehículos van a pagar 
menos, significa que hay una amplia mayoría de ellos que se va a ver beneficiada con la unificación. El 
resto, son vehículos que indebidamente estaban pagando menos o ni siquiera pagaban, porque estaban 
empadronados en otro lado, y sus propietarios ni siquiera votan en ese lugar, solo empadronan. La 
patente de esos vehículos es la que puede llegar a aumentar. Se trata de vehículos caros, que estaban 
pagando poco o no estaban pagando porque habían empadronado en un departamento distinto al que 
vivía su propietario y, por lo tanto, distinto al que votaba. 


Entonces, haciendo una consideración política: aquí gana el conjunto de los uruguayos. Nadie va a pagar más 
de lo que debe. Simplemente, algunos van a dejar de pagar menos. De alguna manera esos casos estaban 
cargando a los propietarios de vehículos que no eran tan nuevos, porque las Intendencias se veían obligadas a 
cobrarles más. 


Con respecto a las multas de tránsito y las fiscalizaciones, yo que también soy un veterano de guerra de las 
patentes recuerdo los acuerdos de Palmar. Allí ya había Registro Unico de Conductores y había acuerdos para 
cobrarse las multas de tránsito y de patentes. 


Creemos que este proyecto y el sistema integrado de cobros facilita enormemente los procesos de 
fiscalización, de cobro a nivel general, de baja de la morosidad y que va a contribuir también al cobro de las 
multas de tránsito, independientemente del departamento en que estas sean impuestas. 


SEÑOR BEROJIS.- Dejo constancia de que increíblemente estoy de acuerdo con el señor Diputado Asti 
en el tema de la ley que el Parlamento votó; respetar esa norma y tenerla en cuenta, inclusive en esto, 
es básico en lo que refiere a los empadronamientos. Estoy totalmente de acuerdo en que hay que hacer 
los máximos esfuerzos cosa que alguna vez no pude para que empadrone aquel que vive en el 
departamento, que es el que en realidad me interesa. No se debe perjudicar al contribuyente de cada 
uno de los departamentos, que es el que uno trata de mirar siempre que está en esta actividad. 


SEÑOR FRUGONTI.- Este es el objetivo: que cada persona empadrone en su departamento. Se va a dar 
un tránsito natural pues ya no va a existir el incentivo económico. Además, está la ley que se 
mencionaba. 


En cuanto a la cifra que se mencionó del 80%, creo que no es real. Quiero aclarar que en lo que refiere a los 
autos caros, esto está en el percentil setenta. No son valores de patentes que no se hubieran pagado hasta 
ahora; precisamente, el que paga es el que está en la ubicación número setenta. Si en esa franja hubiera cien 
autos caros, el que paga es el valor del auto que está en la ubicación número setenta. Ya lo pagaban, aunque 
quizás no en ese lugar porque hay sesenta y nueve anteriores que no pagaban ese valor de patente y treinta 
para pagar menos, los que están encima de ellos. Hay sesenta y nueve que van a pagar más. Son valores que 
ya existían. Es un promedio de 30%. La variación no es tan grande. Podrá haber algún caso que se desvíe 
40% o 50%, pero para esos casos que decíamos son, básicamente, autos que estaban desequilibrados en esa 
franja de autos caros. 


Quiero aclarar que esto ya existía en el país, porque se saca sobre la estadística nacional de todos; de ese 
modelo, el auto número setenta, si fueran cien, es el que va a pagar eso de patente. Es decir que de los cien 
hay treinta que van a pagar menos inclusive de los autos caros, pero hay sesenta y nueve que van a pagar 
más, en un porcentaje promedio de 30% por cada una de las franjas de años. Digo esto porque el 80% me 
pareció un tanto exagerado y si hubiera un caso sería un atípico, como existen en todas las estadísticas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer algunas consideraciones; ya le trasmití al profesor Apezteguía 
que quería saber cómo se había procesado esta discusión desde el punto de vista de la buena fe con los 
señores Intendentes. Ustedes saben bien que las principales consideraciones que se hicieron refirieron a 
la eventual inconstitucionalidad determinada si este proyecto de alguna manera estaba pasando por 
arriba de la disposición del inciso sexto del artículo 297 de la Constitución de la República. Quiero 
aclarar que, sobre todo en el artículo 4”, considero que más allá de que "[...] El Congreso Nacional de 
Intendentes resolverá sobre la misma antes del 15 de noviembre de cada año" hay que incorporar un 
texto —apenas lo estoy enunciando para que no violente lo que se haya podido acordar, sin perjuicio de 


lo dispuesto en el artículo 275 de la Constitución, que refiere a la facultad de los Intendentes, y a lo 
establecido en el inciso sexto del artículo 297 de la misma norma. 


Digo esto porque se impone ya que había dudas respecto a si se estaba planteando omitir esto, o no. Quedó 
claro que cada Intendente resolverá, de acuerdo con las facultades que tenga, cómo proceder con respecto a 
este tema. De repente hay que acudir a una variante de ese tipo en el artículo 212 de la Constitución; cuando 
se haga referencia a que el Congreso de Intendentes resolverá, deberá ser sin las potestades que 
correspondan, respecto a la iniciativa de cada Intendente, de acuerdo con el artículo 273 de la Constitución, y 
a cada Junta Departamental, de acuerdo con el inciso sexto del artículo 297. 


Aclaro que me estoy refiriendo de acuerdo con la forma en que se está resolviendo el tema a salvar las dudas 
que podrían existir acá si la voluntad es pasar por arriba de la potestad de la Junta Departamental, a lo que se 
me dijo que no. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- No conozco la técnica legislativa por lo que no sé si en cada artículo uno tiene 
que aclarar que es sin perjuicio de lo que establece la Constitución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a proceder a realizar una corrección artículo por artículo. 


Hay una expresión que no utilizamos demasiado, que es "de la presente ley", por lo cual la vamos a borrar en 
todos los casos en que se utilice. 


En el artículo 2%, donde se establece "[...] los contratos correspondientes por parte de los Intendentes 
Municipales [...]" le sacamos la palabra "Municipales". 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- La Constitución establece que son Intendentes Municipales. 


SEÑOR PRESIDENTE. La categoría "Departamental" es la que vamos a separar en los textos, que 
no van a variar demasiado. También se llamará Congreso de Intendentes en la Constitución está 
determinado de esa manera— y no Congreso Nacional de Intendentes, independientemente de cómo se 
llama el propio congreso. 


En el artículo 5* hay una observación que ya se planteó, en el sentido de que la referencia que figura al final 
del primer inciso se debe hacer al artículo 10 y no al artículo 11. También habrá otras correcciones de texto. 


En el artículo 8” también se elimina la expresión "de la presente ley”. 


En el artículo 10, dado que ha habido algún cuestionamiento —que inclusive se ha planteado acá con relación 
al comienzo, que es "Autorízase a Rentas Generales [...]", vamos a elegir una fórmula de redacción que será 
más o menos la siguiente: "Autorízase al Ministerio de Economía y Finanzas a transferir, a través de Rentas 
Generales, al Fondo Nacional de Unificación del Tributo [...]". 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Entiendo el carácter de la observación. Alguien ha hecho referencia a qué es 
Rentas Generales. Quiero decir que existe la Contaduría General de la Nación, a la que todos le dicen 
Rentas Generales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto es para aventar las cuestiones adjetivas y concentrarnos en las 
sustantivas. En definitiva es autorizar al Ministerio de Economía y Finanzas a transferir a través de 
Rentas Generales el Fondo Nacional de Unificación del Tributo de Patentes de Rodados. 


Si bien ya se hizo la siguiente aclaración, la quiero reafirmar. En este artículo se establece lo siguiente: 
"Autorízase a Rentas Generales a transferir al Fondo Nacional de Unificación del Tributo de Patente de 
Rodados las sumas necesarias para asegurar que la recaudación total de cada Gobierno Departamental por 
concepto de Patente de Rodados, en los ejercicios 2012 a 2015 no sea inferior” —acá vendría la correción "a 
lo efectivamente recaudado por dicho concepto en el ejercicio 2010", es decir, no a la devengado sino a lo 
efectivamente recaudado. Como se me decía que era así, a los efectos de que no haya una interpretación que 


en otras normas ha dado lugar a dudas en cuanto a si se trata de lo emitido o lo recaudado, el texto debería 
decir "lo efectivamente recaudado". 


También habría que hacer algunas modificaciones mínimas desde el punto de vista de la técnica legislativa. 
Solo estaba anunciando aquellas que hacen a elementos más sustantivos. 


SEÑOR CANTERO PIALI.- No entiendo a qué efectos hace el señor Presidente de la Comisión este 
repaso con el Poder Ejecutivo, teniendo en cuenta que mencionó que el Poder Ejecutivo dejó de tener 
participación en el tema cuando presentó el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Poder Ejecutivo no dejó de tener participación en el tema. Lo que dije fue 
que dejó de tener poder de resolución en la suerte del proyecto, que es otra cosa. El proyecto irá luego 
a la Cámara de Senadores, donde se resolverá al respecto, y volverá al Presidente, que podrá vetarlo, si 
fuera el caso. 


(Diálogos) 


Recordamos los compromisos asumidos por la delegación en cuanto al envío de la información, que 
solicitamos se haga a través de la Secretaría. 


La idea es recibir la semana próxima a la delegación de la Cámara de vendedores de automotores. También 
debemos resolver si convocamos a las autoridades de UTE, como ha solicitado el señor Diputado Cersósimo. 
Posteriormente, deberíamos terminar con el tratamiento del proyecto. De manera que si se quisiera hacer 
llegar alguna resolución o modificación con respecto a este asunto, sería bueno que fuera antes del día 20. 


Agradecemos la presencia de la delegación en esta Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de Presidencia de la República, del Ministerio de Economía y Finanzas y de 
la Oficina de Planeamiento y Presupuesto) 


Tenemos que acordar el trabajo para la próxima sesión, el día miércoles 19. 

La idea es recibir en la mañana a las delegaciones que tenemos pendientes. Nos ha llegado una solicitud de 
entrevista de ACAU, Asociación del Comercio Automotor del Uruguay, que pienso que se referirá al IMESI. 
Asimismo, el señor Diputado Cersósimo ha solicitado la invitación a las autoridades de UTE. Tendríamos 
que recibirlos en esa misma sesión. 

Posteriormente, en la tarde, deberíamos reunirnos para resolver respecto al proyecto. 

(Apoyados) 


———Luego, tendríamos unos días para elaborar los informes. 


En mi opinión, disponemos de todos los días dentro del plazo de los cuarenta y cinco días. La Cámara está 
obligada a ser llamada a sesionar pero, en realidad, la Comisión podría estar resolviendo el proyecto más allá 
del día 30, porque la Cámara tiene un plazo de cuarenta y cinco días. 


(Diálogos) 


La citación sin informe no tendrá quórum, por lo cual no habrá sesión para discutir el informe. 
(Diálogos) 

———De todas maneras, es solo una opinión. 

Si están de acuerdo, nos reunimos el próximo miércoles 19, por la mañana y por la tarde. 


(Apoyados) 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


